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N° 21-2010


Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las trece horas treinta minutos del nueve de agosto del dos mil diez, con la asistencia inicial de los Magistrados Mora, Presidente; Rivas, Solís, Aguirre, Villanueva, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Ana Isabel Vargas Vargas, Luis Alberto Víquez Arias y José Paulino Hernández Gutiérrez; la primera en sustitución de la Magistrada Escoto, por permiso sin goce de salario; y los dos últimos ocupando las plazas vacantes de la Salas Tercera y Constitucional, respectivamente.
Se deja constancia de que la Magistrada Varela no asistió a esta sesión por atender asuntos propios del cargo.

ARTÍCULO I


Se aprobó el acta de la sesión celebrada el 26 de julio último, N° 20-2010. 


Los Magistrados Suplentes Víquez Arias y Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar por no haber asistido a esa sesión.

ARTÍCULO II
ENTRAN LOS MAGISTRADOS GONZÁLEZ Y CHINCHILLA.


El señor Leonel Fonseca Cubillo, en escrito de 19 de julio último, manifestó: 

“El suscrito, Leonel Fonseca Cubillo, mayor de edad, casado una vez, economista y pensionado, vecino de San José, portador de la cédula de identidad número 1-284-899, con fundamento en lo que al efecto establecen los artículos 174, 6, 63 y 180 del Código Procesal Penal, en mi condición de querellante en la causa que se tramita bajo el N° 08- 000019-621-PE ante la Fiscalía General de la República, comparezco ante ustedes a interponer QUEJA POR EXCESIVO RETARDO EN LA ACCION DE LA JUSTICIA, contra el señor Fiscal General, por los motivos que respetuosamente expongo de seguido para su consideración:

1.- HECHOS:

Primero: De conformidad con el Código que ordena el rito penal, y los artículos 1, 2 y siguientes de la Ley No. 7442, le compete al Ministerio Público la exclusividad del ejercicio de la acción penal ante los Tribunales de Justicia. En ejercicio de sus competencias, sin embargo, debe esa entidad investigar con objetividad los hechos que sean de su conocimiento, y procurar el esclarecimiento, por las vías y en los plazos legalmente dispuestas para ello, de la verdad real de lo sucedido y la existencia o inexistencia de delito; sometiendo en todo momento sus actuaciones y consideraciones a examen de las autoridades jurisdiccionales, lo que no ha ocurrido en mi caso, ya que como se verá, desde noviembre del 2007, posteriormente ampliada en setiembre del 2009, interpuse querella contra personas determinadas, a quienes el Ministerio Público -en total abandono de la causa-, tan siquiera les ha tomado declaración indagatoria.

Segundo: En el año 2000, la Contraloría General de la República instó mediante denuncia al Ministerio Público, para que actuara investigando unos hechos a partir de los cuales consideró que podría derivarse alguna responsabilidad penal. Esa investigación se inició ese año bajo el expediente judicial N° 00-16542-042-PE, a cargo de la Fiscalía de Delito Económico y Tributario del I Circuito Judicial de San José.

Tercero: Durante más de 5 años, las investigaciones realizadas por el Ministerio Público en el expediente N° 00-16542-042-PE no arrojaron la existencia de alguna “conducta punible” que perseguir; de “daño” que reparar; de la existencia de alguna “víctima” o “damnificado”; y mucho menos, de algún “presunto responsable”. Al extremo que ya para el año 2003, la denunciante -Contraloría General de la República-, luego de comprobar la legalidad de todas las actuaciones que inicialmente había cuestionado, resolvió cerrar la investigación, y archivar el expediente que originó su gestión judicial.

Cuarto: En marzo del 2005, sin embargo, fui citado para rendir declaración indagatoria, y el Fiscal Ronald Segura Mena, me informó en ese momento que en su criterio los hechos investigados si eran delictivos, y que probablemente yo había cometido “100 delitos de prevaricato”, en los que supuestamente habría incurrido mientras me desempeñé en el cargo de Regulador General de la ARESEP. Aquellas afirmaciones no eran más que puras falsedades sin fundamento alguno, tal y como se lo informamos al Fiscal desde ese mismo instante. Desde esa fecha, y por más de 4 años y medio, fui sometido injustamente a medidas cautelares que me causaron enorme perjuicio material y moral.

Quinto: El 30 de agosto del 2007, no obstante estar sobradamente acreditada mi inocencia; la inexistencia de delito alguno que perseguir; y de daño o víctima que compensar, el Fiscal encargado de la causa -Ronald Segura Mena- confeccionó en mi contra una Acusación Calumniosa, y la puso en conocimiento del Instituto Costarricense de Electricidad –I.C.E.-, para que aquella Institución presentara Querella y Acción Civil en mi contra, diciéndose falsamente ofendida por aquellos hechos, lo que en efecto hizo esa Institución, a través de su representante legal, Lic. Giovani Bonilla Goldoni, el 5 de octubre del 2007; impuesta en ello por las afirmaciones de la Fiscalía, contra la prueba que constaba en el expediente, y contra los criterios de la Contraloría, de la Procuraduría General de la República, de la Asamblea Legislativa, y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.

Sexto: Informado de las temerarias y falsas acusaciones hechas en mi contra por el representante del ICE -pero desconociendo todavía la existencia de la Acusación del Fiscal Ronald Segura Mena- interpuse Querella contra el señor Bonilla Goldoni y los funcionarios del Ministerio Público que estaban realizando la investigación, acusando la falsedad e ilicitud de sus afirmaciones. Expresamente solicité que mi acción se tramitara, por conexidad, acumulada en el mismo expediente N° 00-16542-042-PE. En ese mismo acto recusé al Fiscal Ronald Segura Mena, pidiendo que se designara un funcionario que tramitara con objetividad el expediente.

Sétimo: Ante la prueba y frente a las acciones emprendidas contra su representante, el I.C.E. desistió de sus acciones -penal y civil resarcitoria-, temerariamente promovidas por el querellado Bonilla Goldoni en mi contra, en las que me acusó falsamente de haber perjudicado al ICE en más de 24.000 millones de colones, y demandándome por aquella cantidad.

Octavo: Pese a lo anterior, y a haberse acreditado de manera indubitable la falsedad de los hechos que se me imputaban, y de las afirmaciones que los acusadores hacían en mi contra, el Fiscal Ronald Segura Mena, apartándose de sus obligaciones de funcionario público y judicial, se empeñó en seguir adelante con su falsa y calumniosa Acusación y le trasladó su requerimiento al Juez Penal de Pavas, solicitándole la Elevación a Juicio de la causa.

Noveno: En tanto aquellos acontecimientos se desarrollaban en el expediente N° 00-16542-042-PE, de manera oculta y sin informármelo, los representantes del Ministerio Público sustrajeron de esa causa mi querella, y la enviaron a la Fiscalía de Delitos Varios de San José para que la tramitara bajo un expediente nuevo, el N° 08-000019-621-PE. El propósito de aquello no fue otro más que el de burlar mis derechos como querellante, tratando de desaparecer la causa contra los representantes del ICE y del Ministerio Público del expediente N° 00-16542-042-PE, dejando así libre el camino para continuar en él con su calumniosas acusaciones.

Décimo: En efecto, en el expediente N° 08-000019-621-PE, sin realizar investigación alguna, el Ministerio Público pretendió, -y así lo solicitó expresamente sin tan siquiera informármelo-, que se desestimara la causa por delito de acción pública que promoví contra los querellados.

Décimo primero: El 25 de junio del 2008, mis abogados recibieron una notificación procedente del Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José, en la que se informó sobre la resolución adoptada por aquella autoridad declarando la “Desestimación” de la causa N° 08-000019-0621-PE, -hasta ese momento desconocido-. En la comunicación no se indicaban las partes, ni el asunto, pero estaba dirigida a mí, razón por la cual acudí al Despacho a examinar el expediente, momento en el que encontré con la sorpresa de que se trataba de la Querella que formulé contra los indicados representantes del ICE y del Ministerio Público. El Hecho, gravísimo por sí solo, lo es más por el ocultamiento de aquella circunstancia, pues en el expediente N° 00-16542-042-PE -donde fue interpuesta la querella con requerimiento expreso de acumulación por conexidad -, consta que desde finales del 2007 venía insistiendo, en forma reiterada, sobre la necesidad de darle curso a aquella acción e intimar a los querellados, así como que se resolviera sobre la recusación planteada contra el Fiscal Segura Mena, y aquél nada informó al respecto.

Décimo segundo: Contra la resolución del Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José, debí interponer al unísono, una enérgica Protesta por Actividad Procesal Defectuosa, una Excepción de Incompetencia y un Recurso de Apelación. Revisados los autos, el Juez Penal de San José, mediante resolución de las 14:41 horas del 30 de setiembre del 2008 declaró con lugar la Actividad Procesal Defectuosa y la Excepción de Incompetencia que formulé, ordenándole al Ministerio Público realizar la correspondiente investigación de los hechos querellados, comenzando por “indagar a los imputados” y ordenando remitir las actuaciones a la Fiscalía de Pavas, por residir en aquél lugar el Tribunal donde se tramita la causa que le dio origen al expediente N° 08-000019-0621-PE, esta es, la causa N° 00-16542-042-PE.

Décimo tercero: Desde entonces -setiembre del 2008-, y hasta el 18 de mayo del 2010 el expediente N° 08-000019-0621-PE permaneció en la Fiscalía de Pavas sin que se realizara acto alguno de investigación. En la fecha indicada, 18 de mayo de este año, la Fiscalía de Pavas decidió remitirlo, sin más trámite, a la Fiscalía General de la República. En los indicados 2 años en que el asunto permaneció en la Fiscalía de Pavas, la única gestión conocida fue el habernos prevenido informar sobre los extremos que declararían los testigos oportunamente ofrecidos; requerimiento que cumplí oportunamente desde el 26 de enero del 2009, acto en el que mis representantes solicitaron expresamente que se nos participara de las entrevistas que se le realizarían a los testigos. Ninguna de nuestras gestiones ha sido atendida, ni que se sepa -porque no consta en autos-, se ha entrevistado a ninguno de los testigos ofrecidos.

Décimo Cuarto: La causa N° 00-16542-042-PE en que constan las falsas Acusación y Querella que se promovieron en mi contra, solo les sirvieron a sus promotores para dañar temporalmente mi imagen y reputación, exhibiéndome falsamente como a un vulgar delincuente en los medios de comunicación nacional. Finalizó con el Sobreseimiento total y definitivo de todos los involucrados y actualmente se encuentra en trámite el Juzgado Penal de Pavas en ejecución de las costas que el ICE deberá pagar por la temeridad de su representante.

Décimo Quinto: Sin embargo, desde el 18 de mayo del año en curso, la causa se encuentra igualmente inactiva en la Fiscalía General, sin que exista actuación alguna de investigación, y sin que se haya tan siquiera indagado a los imputados conforme lo ordena la Ley, y fuera expresamente resuelto por el Juez Penal del I Circuito Judicial desde el 2008.

Décimo Sexto: El 9 de junio del 2010, a través de mis representantes en el proceso, presenté PRONTO DESPACHO ante el Fiscal General de la República, solicitándole respetuosamente que enderezara la tramitación del expediente N° 08-000019-621-PE y de una buena vez, 3 años después de planteada la querella, ordenara la indagatoria de los imputados, lo que a la fecha en que se interpone esta Queja por retardo injustificado de justicia, todavía no ha ocurrido.

En resumen: Desde hace poco menos de 3 años interpuse formalmente una querella por delitos de acción pública contra funcionarios públicos del ICE y del Ministerio Público. El Ministerio Público, de manera oculta y sin realizar ningún tipo de investigación pretendió desestimarla, y que sin más se enviara al Archivo Judicial. Un Juez de la república, advertido por mis abogados de lo que estaba ocurriendo, ordenó enmendar la actividades procesales defectuosa desplegada por el órgano acusador, imponiéndole desde el 30 de setiembre del 2008 - hace ya casi 2 años- el deber de realizar la investigación correspondiente, comenzando por “indagar” a los querellados, lo que aún no ha ocurrido.

La querella se la han ido trasladando en el Ministerio Público, de la Fiscalía de Delito Económicos del Primer Circuito Judicial de San José, donde originalmente se formuló en el expediente N° 00-16542-042-PE, a la Fiscalía de Delitos Varios del mismo Circuito Judicial (Donde se le asignó su actual número de expediente); a la Fiscalía de Pavas (Por orden expresa emanada del Juez Penal del I Circuito Judicial de esta ciudad) y desde el 18 de mayo del 2010, a la Fiscalía General, ante quien desde el 9 de junio formulé Pronto Despacho, sin haber obtenido aún respuesta alguna de su parte.

La forma de proceder del Ministerio Público es a todas luces negligente y complaciente en beneficio de un funcionario judicial del propio Ministerio Público -el Lic. Ronald Segura Mena-, quien como cualquier otro costarricense, tiene el deber de someterse a la acción de la justicia. Las reiteradas omisiones ocurridas y la inactividad del Ministerio Público implican un claro y evidente abuso de confianza, y de falta de cumplimiento de sus deberes en el proceso. La inacción del órgano acusador, conlleva también implícita la obstrucción y denegación de mis derechos constitucionales y procesales de acceso a la justicia, de tutela judicial efectiva, de derecho a la legalidad y al debido proceso constitucional. De la misma forma implica un total irrespeto a mi derecho constitucional de petición y respuesta que consagra la Carta Magna en su artículo 27, por lo que respetuosamente pido que se le ponga remedio a lo que hasta ahora ha ocurrido en el expediente, conminando a los responsables para que en cumplimiento de sus deberes realicen la investigación correspondiente y tomen las previsiones necesarias para que aquella se realice con la objetividad y diligencia debidas, comenzando por indagar a los querellados -en presencia del querellante y sus representante legales, tal y como fue oportunamente requerido en la causa-, sin perjuicio de sentarse, en su caso, las responsabilidades disciplinarias que correspondan.

PRUEBA:

Para efectos probatorios ofrezco la integralidad de los expedientes de referencia

NOTIFICACIONES: Las atenderé vía fax al número 2224-7510.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Para resolver si abrimos el procedimiento disciplinario en contra de don Francisco, estimo deberíamos de tomar en consideración el hecho de que el doctor Dall´Anese Ruiz continúa siendo servidor judicial, pero ya no es Fiscal General. En relación con este tema, yo había pensado que bien podríamos no iniciar el procedimiento disciplinario y solicitarle a la señora Fiscala General de la República que nos informe sobre el estado de esta causa. Si les parece tomamos el voto para determinar si abrimos el procedimiento y luego nombrar el Órgano Director del Procedimiento. En caso de que la mayoría decida no abrir el procedimiento, entonces le pediríamos un informe a la señora Fiscala General de la República.”

Interviene el Magistrado Jinesta: “Yo quiero que me aclare: ¿por qué no se va a abrir el procedimiento? Soy partidario de no abrir el procedimiento, porque ya él ceso en el cargo de Fiscal General y se le están haciendo imputaciones en el cargo de Fiscal General. La Corte Plena recientemente en un asunto mío de una denuncia contra don Horacio González Quiroga, presenté una gestión para que el tema se archivara, porque sobrevenidamente ya había dejado de ser funcionario judicial y eso no se acogió. Quiero que me aclaren cuál es la tónica y línea de esta Corte.”

Responde el Presidente, Magistrado Mora: “Si la pregunta me la está dirigiendo a mí, yo no sabría qué informarle porque en estos casos la Corte por mayoría es la que decide si abre o no el procedimiento. Lo que expuse fueron dos posibilidades.”

Prosigue el Magistrado Jinesta: “Lo consulto para que un día no se resuelva una cosa y otro día otra cosa distinta.”

Señala el Magistrado Arroyo: “Entendiendo que este asunto no es llevado personalmente por don Francisco.”

Refiere el Presidente, Magistrado Mora: “A partir del 10 de mayo sí se envío el proceso a la Fiscalía General y por eso es que él se queja contra don Francisco, aunque estuvo mucho más tiempo en Pavas.”

Continúa el Magistrado Arroyo: “Los temas de retardo hay que considerarlos en cada caso.”

Añade el Presidente, Magistrado Mora: “Está desde mayo a hoy, podría estimarse que no hay retardo.”

Expresa el Magistrado Jinesta: “Yo aclaro que él ya cesó en el cargo y sobrevenidamente ya no habría competencia para conocer este asunto, porque lo que se resuelva es absolutamente nulo. Si la persona cesó en el cargo y se asume la competencia, lo que se resuelva es absolutamente nulo, en otras palabras no se le va a exigir a él cuentas como Juez de Casación -porque actualmente goce de un permiso-, de temas que se le imputaron como Fiscal y entonces si cesó sobrevenidamente en el cargo, estimo que ya sería otra cuestión lo que habría que investigarse o enderezarse el asunto. Cualquier cosa que se resuelva sería absolutamente nula.”

Indica el Magistrado Solís: “Yo comparto las observaciones del Magistrado Jinesta. Sin embargo, leyendo la denuncia planteada por este ciudadano, en el fondo se refiere a una mala prestación del servicio que tiene la Fiscalía que cumplir en el ejercicio de su cargo, porque él habla de dilaciones, atrasos y varias actuaciones que en el criterio del denunciante, afectaron su situación jurídica subjetiva, pero que se desprende que ha habido un mal desempeño de las oficinas de la Fiscalía que intervinieron en ese asunto. El interesado dirige su petitoria exclusivamente contra el Fiscal General -no en su persona-, sino por el cargo de ser la máxima autoridad de la Fiscalía General, por lo que la investigación se podría enderezar actualmente con la nueva Fiscala Subrogante y que responda los requerimientos que aquí se le plantean por parte del denunciante.”

Dice el Presidente, Magistrado Mora: “Podríamos solicitarle un informe a la señora Fiscala General sobre el tema.”

Manifiesta el Magistrado Castillo: “En la misma línea de los Magistrados Jinesta y Solís. Me parece que al haber cesado del cargo el Fiscal General, pues no se le podría abrir ningún procedimiento a él para exigirle  responsabilidad administrativa. Se ha estilado por lo menos en la administración pública, de que se abran procedimientos administrativos a funcionarios cesados, pero cuando se trata de un caso de exigir responsabilidad pecuniaria por sus actuaciones, pero en este caso no estamos en ese supuesto, por lo que estimo que sería improcedente abrirle un procedimiento, a efecto de exigirle algún tipo de responsabilidad administrativa, toda vez que ya cesó en el ejercicio del cargo.”

Agrega el Magistrado Solís: “Me parece que las opciones para resolver este asunto no son excluyentes. Si la señora Fiscala Subrogante determina que hubo omisiones, incumplimientos, negligencias de sus subordinados, ella está llamada al cumplimiento del deber de autoridad del ejercicio de la autoridad disciplinaria.”

El Presidente, Magistrado Mora, aclara al Magistrado Solís: “Lo que estaríamos diciendo es que no vamos a abrir procedimiento contra don Francisco Dall´Anese como Fiscal General, por las razones que tanto usted y los Magistrados Jinesta y Castillo expusieron.”
Sometido el asunto a votación, por mayoría de dieciséis votos y previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la licenciada Lilliam Gómez Mora, Fiscala General interina de la República, se sirva rendir un informe a esta Corte sobre el estado de la instrucción a que se refiere el quejoso en la causa que se ha dado cuenta. Así emitieron su voto los Magistrados Mora, Rivas, Solís, González, Villanueva, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Vargas Vargas, Víquez Arias y Hernández Gutiérrez.
El Magistrado Aguirre emitió su voto por iniciar procedimiento disciplinario en contra del doctor Dall´Anese Ruiz. 

ARTÍCULO III

ENTRA LA MAGISTRADA CALZADA.

La señora Marta Monge Marín, Secretaria General del Consejo de Gobierno, en oficio N° SCG-MM-317-2010 de 16 de julio último, manifestó:


“Reciba un cordial saludo. Mediante escrito recibido el día 13 de julio del 2010, la señora Olivia Bejarano Bejarano, actualmente privada de libertad en el Centro de Atención Institucional Buen Pastor, se le solicitó ante el Consejo de Gobierno el otorgamiento del beneficio del indulto.


Dentro de los argumentos que presenta en la solicitud se hace una crítica a la sentencia judicial que la declara culpable.


De conformidad con lo establecido en el artículo 90 del Código Penal, le agradeceré atentamente proceder al estudio de la petición de comentario a efectos que el Consejo de Gobierno, conozca el criterio técnico acerca de la solicitud de la señora Olivia Bejarano Bejarano.”
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Las diligencias se remitieron a estudio de la Magistrada Pereira, quien en nota de 28 de julio recién pasado, rinde el siguiente informe:


“En repuesta a su solicitud de informe N° 036-2010 de la Secretaría General de la Corte, sobre la petición de criterio técnico requerido por el Consejo de Gobierno, en relación con el indulto instado por la Directora de la Defensa Pública a favor de Olivia Bejarano Bejarano, expongo lo siguiente:
SOBRE EL ASUNTO EN CUESTIÓN 

1. Mediante el fallo número 217-2008, de las 9.00 horas, del 18 de diciembre de 2008, el Tribunal de Corredores, sentenció a la imputada Olivia Bejarano Bejarano, por el homicidio calificado ocurrido en perjuicio de Joaquín Bejarano Bejarano. 

2. El Tribunal de Casación Penal de Cartago, resolvió mediante la sentencia 2009-100, de las 19:45 horas, del 17 de abril de 2009, el recurso de casación incoado a favor de la sentenciada Bejarano Bejarano, así como de los demás condenados. 

3. Mediante la resolución número 2010-239, dictada por el Tribunal de Casación Penal de Cartago, de las 10:40 horas, del 20 de julio de 2010, se admite el procedimiento de revisión incoado por la licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, contra la sentencia 217-2008, antes mencionada en la que se determinó la condenatoria de la encartada Bejarano Bejarano. 

4. En fecha, 13 de julio de 2010, la Secretaría General del Consejo de Gobierno, recibe el memorial de la licenciada Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, donde plantea la solicitud de indulto a favor de la sentenciada Olivia Bejarano Bejarano. 

5.- El 22 de julio de 2010, se recibe en el Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, el oficio SCG-MM-317-2010, firmado por la Secretaria General del Consejo de Gobierno, solicitando criterio técnico sobre el planteamiento promovido por la licenciada Muñoz Cascante. 

CRITERIO JUDICIAL 

El párrafo segundo, del artículo 90 del Código Penal, señala en lo que interesa: “…El indulto sólo podrá ser concedido por el Consejo de Gobierno, el cual previamente a resolver, oirá el criterio del Instituto de Criminología. Consultará también a la Corte Suprema de Justicia, únicamente cuando la solicitud del indulto se fundamente en una crítica a la sentencia judicial. Dichos organismos deberán pronunciarse en un término no mayor de treinta días naturales, y si no contestaren dentro de ese término, el Consejo de Gobierno podrá resolver lo que corresponda…”.-  Conforme lo señala dicho numeral, la Corte Suprema de Justicia, debe limitar su criterio en relación al indulto planteado, únicamente, en lo que se refiere a la crítica de la sentencia, respetando el principio de legalidad y la división de poderes que caracteriza un estado democrático como el nuestro. 

En este orden de ideas, se observa que la crítica principal que plantea la Directora de la Defensa Pública, es que a lo largo de todo el procedimiento penal, la imputada Bejarano Bejarano no gozó de la asistencia de un traductor que le permitiera entender lo que acontecía en su idioma indígena. 

Es así que valorado que fueran los autos, se logra desprender los siguientes datos de interés:

1)     En fecha 21 de enero de 2008, la imputada brindó los datos personales, familiares y laborales, conforme se desprende del acta de declaración del imputado (acta indagatoria), visible a folios 18 a 21 del expediente principal, diligencia en la cual fue asistida por la Defensora Pública Laura Solano Acevedo, sin que conste que la misma haya alegado algún problema de comunicación con su representada o con las demás autoridades judiciales. Así mismo, indicó no saber leer, ni escribir, por lo cual plasmó su huella dactilar en vez de su firma.  

2)      Un mes después prácticamente, en fecha 16 de febrero de 2008, solicitó el cambio de su defensa técnica, signando con su nombre completo, en letra imprenta, completamente legible (Ver folio 51).

3)     El 1 de abril de 2008, según consta en el acta de la vista oral señalada para valorar el cambio de medida cautelar solicitado por la defensa de los encartados, el Licenciado Edwin Duartes Delgado, plantea una actividad procesal defectuosa en razón de que no se le nombró un traductor a los imputados, sin embargo, una vez escuchada la oposición del fiscal, el Juez Guillermo Araya Vallejos, la declaró sin lugar (Ver folio 25 del legajo de medidas cautelares).  

4)     En fecha 22 de agosto del mismo año, la imputada vuelve a solicitar la designación de un defensor público, firmando con su nombre completo tal solicitud, conforme lo auténtica el Licenciado Carlos Villegas Méndez, del Departamento de Derecho del CAI Pérez Zeledón (Ver folio 113).

5)     El 26 de agosto de 2008, el licenciado Villegas Méndez indicó que conversó con los encartados, entre ellos, Olivia Bejarano, los cuales le solicitaron mantener la defensa técnica actual para evitar retrasos en el proceso, apreciando nuevamente la firma de conformidad antes mencionada (Ver folio 117).

6)      En el acta de audiencia preliminar celebrada el 25 de setiembre de 2008, se consignó en lo que interesa lo siguiente: “…el fiscal solicita que quede consignado que los imputados comprenden bien el idioma español, a lo que el defensor ratifica y no objeta la petición del fiscal…” (Ver folio 140). Posteriormente se consignó en el mismo documento que el Juez le preguntó a la endilgada: “entiende el proceso abreviado?; Acepta los hechos leídos por el Ministerio Público?; Acepta los trece años y cuatro meses de prisión?; Renuncia a un juicio ordinario?; respondiendo a todas las preguntas que Sí, observando nuevamente el documento signado por ella. 

7)     En fecha 18 de diciembre de 2008, se dictó la sentencia 217-2008, donde se condenó a la encartada Bejarano Bejarano a 13 años y 4 meses de prisión, por haber participado en el homicidio de su hermano Joaquín de mismos apellidos, último que fue ejecutado en frente de su esposa e hijos, por la encartada junto con tres personas más de conformidad con los hechos demostrados (folios 157 a 163). 

8)     En los respectivos recursos de casación incoados por los representantes de los imputados, en ningún momento se alegó la existencia de algún inconveniente con el idioma que permitiera observar algún tipo de agravio.

Ahora bien, en fecha 31 de mayo de 2010, la licenciada Muñoz Cascante, presentó ante el Tribunal de Casación de Cartago, la correspondiente demanda de revisión, en cuyo segundo motivo alega, la ausencia de un intérprete Guaymie para su representada, mismo fundamento por el cual plantea el indulto en cuestión, el día 13 de julio de 2010 ante el Consejo de Gobierno. 

Consecuentes con todo lo anterior, no evidenciamos hasta este momento, la existencia de elementos para pronunciarnos a favor del otorgamiento del indulto, sin embargo, respondiendo al orden lógico y cronológico dispuesto por la Directora de la Defensa Pública, a través de los dispositivos legales por ella incoados, SE RECOMIENDA se deje pendiente la resolución del indulto solicitado hasta que en vía jurisdiccional se resuelva el procedimiento de revisión, dado que existe identidad de motivos.

De esta forma dejo rendido el informe solicitado.” 
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Agrega la Magistrada Pereira:
“Con base en el anterior informe y revisada la prueba que consta en el expediente, no se encuentran elementos que  permitan pronunciarse a favor de la concesión de un indulto, aunado al hecho de que está pendiente la vista del Tribunal de Casación de Cartago, que se realizará este viernes 13 de agosto en curso, donde según se me informó,  se estará presentando prueba para mejor resolver.

 Por lo anterior, se agrega la recomendación al Consejo de Gobierno para que se deje pendiente la resolución de ese indulto, hasta tanto no se resuelva en la vía jurisdiccional, el procedimiento de revisión incoado por la Jefatura de la Defensa Pública,  por los mismos motivos.” 

Se acordó:
Tener por rendido el informe de la Magistrada Pereira, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento del Consejo de Gobierno, en respuesta a la consulta formulada. 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo, Jinesta, Castillo y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme. 

ARTÍCULO IV

En sesión N° 6-10 celebrada el 22 de febrero del año en curso, artículo III, se solicitó a las señoras Presidentas de las Salas Primera y Constitucional, así como al señor Presidente de la Sala Tercera, que para una próxima sesión se sirvieran indicar el nombre del candidato o candidata a proponer como suplente ante la Comisión Nacional para Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ).

También se tuvo por presentada por parte de la Sala Segunda la designación del Magistrado Vega como suplente ante dicha Comisión.


La Magistrada Calzada, Presidenta de la Sala Constitucional, en correo electrónico de 2 de julio recién pasado, propone al Magistrado Jinesta como candidato suplente ante la referida Comisión.

Por su parte, la servidora Priscilla Ortiz Richmond, Secretaria Ejecutiva de la Oficina de la Magistrada Anabelle León Feoli, Presidenta de la Sala Primera, en correo electrónico de 22 del mes pasado y con instrucciones de doña Anabelle, informa que esa Sala ya cuenta con la representación del Magistrado Solís como Presidente de la citada Comisión.


En correo electrónico de 23 de julio último, la servidora Francia Villalobos Vargas, Secretaria Ejecutiva de la Oficina del doctor José Manuel Arroyo Gutiérrez, Presidente de la Sala Tercera, comunica que don José Manuel es el candidato propuesto ante dicha Comisión. 

Se procede a recibir la votación correspondiente, y por mayoría de once votos, se acordó: Designar al Magistrado Jinesta como suplente ante la Comisión Nacional para Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ).
El Magistrado Vega recibió cinco votos y tres el Magistrado Arroyo.
ARTÍCULO V
ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ.

El licenciado José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo interino del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, en oficio DE-C-223-10 de 21 de junio de este año, recibido el 29 de julio último, indicó:


“Conforme al oficio Nº 4221-10 de fecha 11 de mayo del 2010, me permito enviar la terna para el nombramiento del Consejo de Administración del Circuito Judicial de Puntarenas en representación de los abogados litigantes:

        Carné Nº 7885
Dunnia Medina Gutiérrez


Carné Nº 10000
Carlos Alfonso Martínez Chaves

Carné Nº 4350
Gricelio Albán Ugalde García



Para los fines pertinentes me permito adjuntar los currículos respectivos."
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Se procede a recibir la correspondiente votación, y por mayoría de catorce votos resultó electa la licenciada Dunnia Medina Gutiérrez.

Los licenciados Martínez Chaves y Ugalde García recibieron dos votos cada uno.

La designación de la citada profesional rige por un plazo de dos años, a partir del 1 de setiembre del año en curso, conforme lo establece el artículo 3 del Reglamento de Consejos de Administración de Circuito y para ejercer válidamente el cargo deben juramentarse. 

ARTÍCULO VI 

El licenciado José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo interino del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, en oficio DE-C-212-10 de 9 de junio del año en curso, recibido el 29 de julio último, manifestó:


“Conforme al oficio Nº 4902-10 de fecha 01 de junio del 2010, me permito enviar la terna para el nombramiento del Consejo de Administración del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica en representación de los abogados litigantes:

Carné Nº 11347
María Gabriela Hidalgo Hurtado

Carné Nº 15319
Ivannia María Gutiérrez Hernández

Carné Nº 11307
Carmen María Solano Rojas


Para los fines pertinentes me permito adjuntar los currículos respectivos."
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Se procede a recibir la correspondiente votación, y por mayoría de catorce votos resultó electa la licenciada María Gabriela Hidalgo Hurtado.

La licenciada Solano Rojas obtuvo cuatro votos.
La designación de la citada profesional rige por un plazo de dos años, a partir del 1 de setiembre del año en curso, conforme lo establece el artículo 3 del Reglamento de Consejos de Administración de Circuito y para ejercer válidamente el cargo deben juramentarse. 

ARTÍCULO VII

En sesión N° 24-06 celebrada el 28 de agosto de 2006, artículo V, se nombró al doctor Marvin Carvajal Pérez como Director de la Escuela Judicial, por un período de cuatro años del 1 de setiembre de ese año al 31 de agosto del año en curso.  


El doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-187-10 de 29 de julio último, manifestó:

“En virtud de la CIRCULAR N° 079-2010 del 01 de noviembre de 2010 de la Secretaría General de la Corte, Asunto: “Obligación de los jerarcas y los titulares subordinados de la Administración activa, de presentar al final de su gestión, un informe donde se detallen los resultados obtenidos en cumplimiento de las funciones que se encuentran bajo su responsabilidad”, con respecto al acuerdo la Corte Plena en sesión N° 13-10, celebrada el 3 de mayo del año en curso, artículo XIX.

Adjunto encontrará mi informe de rendición de cuentas en relación con mi período de nombramiento como Director de la Escuela Judicial, a partir del primero de setiembre del año dos mil seis.

Asimismo, manifiesto formalmente mi interés en continuar desempañando este cargo por otro período cuatrienal.

Les agradezco mucho la confianza importante como la Escuela Judicial y quedo a sus órdenes para lo que corresponda. 

Les solicito cordialmente que me confieran una audiencia para exponer el pleno de la Corte, los aspectos esenciales de dicho informe.”
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En oficio N° 026-CD/EJ-10 de 28 de julio último, la licenciada Aida Cristina Sinclair Myers, Secretaria de la Escuela Judicial, transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión extraordinaria N° 04-10 celebrada ese día, Artículo único, que literalmente dice:

“La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Secretaria General de la Corte, en CIRCULAR N° 079-2010 del 01 de noviembre de 2010, indica lo siguiente:

Asunto: Obligación de los jerarcas y los titulares subordinados de la Administración activa, de presentar al final de su gestión, un informe donde se detallen los resultados obtenidos en cumplimiento de las funciones que se encuentran bajo su responsabilidad.

A TODOS LOS JERARCAS Y TITULARES SUBORDINADOS
DE LA ADMINISTRACIÓN ACTIVA
SE LES HACE SABER QUE:
La Corte Plena en sesión N° 13-10, celebrada el 3 de mayo del año en curso, artículo XIX, acordó comunicarles su obligación de presentar un informe al concluir su gestión, en el cual deberán detallar los resultados obtenidos en el cumplimiento de las funciones que se encuentran bajo su responsabilidad. Lo anterior, con la finalidad de brindar mayor transparencia a sus actuaciones y dejar información relevante sobre el desempeño del puesto a sus eventuales sucesores, quienes deberán solicitar tales documentos al iniciar sus labores y en caso de que no pudieran obtenerlos, reportarlo ante quien corresponda.  
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Dado lo anterior, el Dr. Marvin Carvajal pone en conocimiento de los miembros de este Consejo el siguiente informe de labores de su gestión próxima a vencer, el cual será remitido a la Corte Plena para su conocimiento y los efectos correspondiente, asimismo, manifestó su anuencia en ser reelecto en el cargo de Director de la Escuela Judicial para un nuevo cuatrienal. Ver archivo adjunto denominado: 

INFORME 
Rendición de cuentas
Dr. Marvin Carvajal Pérez
Director Escuela Judicial
2006 - 2010
-0-
SE ACUERDA: Que este Consejo avala el anterior informe labores de la gestión del Dr. Marvin Carvajal Pérez como director de la Escuela Judicial. Igualmente, se destaca la importancia de que se prorrogue su nombramiento por un nuevo período, para darle continuidad a la labor realizada por él, ya que durante su gestión se alcanzaron objetivos muy importantes, como por ejemplo: las políticas generales de capacitación, las que fueron aprobadas por la Corte Plena, la virtualización de cursos, el traslado y la reestructuración administrativa de la Escuela Judicial, la reactivación de las Sedes Regionales, la reactivación de la capacitación a los Auxiliares Judiciales, la próxima iniciación en el mes de agosto del tan añorado Programa de Formación Inicial de Juezas y Jueces, entre otros. ACUERDO FIRME.”
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El doctor Carvajal Pérez, en oficio N° EJ-DIR-188-10 de 3 de agosto en curso, manifestó:

“El próximo 31 de agosto vencerá el período de mi nombramiento como director de la Escuela Judicial. Ya he presentado a la Secretaría de la Corte un informe de rendición de cuentas, del cual le adjunto una versión en soporte digital. A través de esta nota, deseo formular las ideas centrales tratadas en el informe, a modo de resumen ejecutivo, así como algunas apreciaciones personales que, a mi modo de ver, lo complementan.

No puedo sino agradecer a las personas que componen el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, por haberme permitido servir a la institución y a mi país desde este puesto tan honroso, en una dependencia de tanta relevancia y trayectoria como la Escuela Judicial.

En estos cerca de cuatro años, se han logrado avances significativos en los siguientes aspectos:

· Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ): El más antiguo anhelo de la justicia costarricense en materia de formación, ha sido sin duda la puesta en marcha de un proceso de formación para aspirantes a los cargos de juezas y jueces, que supla las deficiencias propias de la educación universitaria y garantice contar en la judicatura con personas mejor seleccionadas y mucho mejor formadas que hasta ahora. No ha sido sencillo, pero luego de años de investigación y diseño, actualmente está finalizando el proceso de selección de las personas que participarán en la primera promoción del FIAJ. Ya lo hemos dicho, pero no nos cansamos de reiterar que nuestro compromiso es impactar en forma definitiva y contundente en la calidad de los servicios de administración de justicia, y estamos convencidos que la formación por competencias, con un enfoque constructivista y plenamente apegado a los valores y políticas institucionales, es el camino correcto. Es nuestro deseo que la enorme importancia de la formación inicial convenza a las autoridades judiciales y legislativas a aprobar el marco normativo necesario para lograr una reforma completa de la Carrera Judicial, que incorpore el FIAJ como única puerta de entrada para los puestos de base de la Judicatura.

· Programa de Formación a Distancia para Auxiliares Judiciales: Con recursos propios, la Escuela Judicial ha reactivado los procesos de formación para auxiliares judiciales. En sus dos primeras promociones, el programa completará la formación de cerca de 550 personas de todo el territorio nacional. Sin duda, el perfeccionamiento del personal auxiliar de los despechos judiciales repercutirá en una significativa mejora en la calidad del servicio prestado a la persona usuaria. Este programa se basa en los principales ejes de atención institucional, como la ética en la prestación del servicio, el manejo de las nuevas herramientas tecnológicas, los nuevos hitos procesales, la atención a la persona usuaria, entre otros.

· Programa de Especialización: El complemento de una adecuada formación inicial lo es la existencia de programas de especialización, que permitan a la persona juzgadora, desarrollar competencias específicas para el área en que se desempeñe. Para ello, la Escuela Judicial ha puesto un práctica un ambicioso programa de especialización en diversas áreas jurisdiccionales: Penal, Familia, Laboral, Penal Juvenil, Ambiental y RAC. Los ámbitos competenciales restantes serán abordados en el futuro de acuerdo con la disponibilidad de los recursos humanos y materiales requeridos.

· Actualización permanente: La Escuela Judicial logró ofrecer productos de alta calidad y pertinencia para enfrentar las reformas procesales en materia Contencioso Administrativa y Civil. Asimismo, ha continuado con el proceso de capacitación en Oralidad Penal, Civil, Laboral y Familia. Ha puesto al alcance de su población meta, una amplia oferta de actividades en todas las materias.

· Compromiso con los ejes institucionales: En los últimos años, la Escuela Judicial ha apoyado decididamente las políticas institucionales en materia de género, accesibilidad, valores, entre otros, a través de proyectos de capacitación, investigación y difusión. Ha invertido grandes esfuerzos para transversalizar tales ejes en sus programas de formación, y a través de sus funciones de rectoría, ha impulsado dichos avances en las diferentes unidades de capacitación.

· Cooperación internacional: La Escuela Judicial ha consolidado su nombre (y el del Poder Judicial costarricense) en el plano internacional. Su participación activa en diferentes proyectos de cooperación norte-sur y sur-sur, han potenciado el prestigio de las instituciones judiciales costarricenses como líderes regionales en la innovación y la búsqueda de la excelencia. Se han ofrecido cursos a diversos países hermanos, se han liderado investigaciones de enorme importancia nacional y regional y se ha llevado la iniciativa en diferentes proyectos centroamericanos e iberoamericanos de capacitación judicial.

· Uso de la tecnología: Los procesos de trabajo de la Escuela Judicial han sido paulatinamente digitalizados. Se ha impulsado el uso de la educación virtual, la producción de materiales multimedios, entre otros. Se ha actualizado la página Web e incursionado en las redes sociales. Actualmente, la Escuela cuenta con perfiles en Facebook y Tweeter. En el primero, está asociado a más de 500 contactos. Ofrece también servicios de RSS y tiene a disposición en Internet, parte de su acervo audiovisual. Cuenta con una biblioteca virtual en plena etapa de consolidación.

· Regionalización: En los últimos cuatro años, la Escuela Judicial ha abierto sedes regionales en San Ramón, Puntarenas, Guápiles, Limón, San Carlos, Corredores/Golfito, Santa Cruz, Liberia y Pérez Zeledón. Gracias a la consolidación de equipos de trabajo en cada sede, de la identificación de las fortalezas y debilidades de cada región, mucho de su plan anual de capacitación ha sido regionalizado. Se ha avanzado en la meta trazada hacia la completa democratización del acceso a la capacitación judicial.

· Modernización de la Escuela Judicial: Se efectuaron con éxito la reestructuración de la Escuela Judicial, la sistematización de sus procedimientos internos, el traslado a sus instalaciones en San Joaquín de Flores, el fortalecimiento de las unidades de capacitación y la elaboración de ambiciosas políticas de capacitación, aprobadas finalmente por Corte Plena.

· Clima organizacional: Cuando ingresé a la Escuela Judicial, encontré un equipo de trabajo excelente, pero poco motivado y ansioso ante los cambios que se avecinaban. Gracias a la inversión en capacitación del personal de la Escuela, del establecimiento de reglas de trabajo claras, de la aplicación equitativa de estas, del establecimiento de incentivos para las personas más productivas y comprometidas, así como del uso razonable y legítimo del régimen disciplinario, entre otras medidas, hoy en día se cuenta con un excelente clima organizacional. A modo de ejemplo, la Escuela Judicial es la única oficina de la Ciudad de San Joaquín de Flores, que voluntariamente (por decisión unánime de su personal) definió una jornada de trabajo que permitiera una maximización del tiempo efectivo, pese a que ello implicó salir de San José 45 minutos antes que el resto del personal de San Joaquín y reducir en 30 minutos su horario del almuerzo.

Los logros anteriormente mencionados, solamente han sido posibles gracias al decisivo compromiso institucional en la formación y capacitación. De manera especial, debo resaltar el apoyo recibido de parte de la Corte Suprema de Justicia, así como de su Presidencia, del Consejo de la Judicatura, del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, del Departamento de Gestión Humana, del Departamento de Planificación, de la Auditoría Judicial, de la Contraloría de Servicios, del Departamento Financiero Contable, de la Administración de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores, de las diferentes comisiones institucionales, del Consejo Superior del Poder Judicial, así como de diversos órganos judiciales en los ámbitos jurisdiccional, auxiliar de la justicia y administrativo.

El mayor de mis reconocimientos, sin embargo, es para las mujeres y los hombres que conforman el destacado equipo de trabajo de la Escuela Judicial. Su excelencia y compromiso han hecho posible que hoy pueda rendir cuentas de una gran cantidad de proyectos realizados o en una etapa avanzada de desarrollo. La Escuela ha logrado el sitio que se merece gracias a esas personas que, con su trabajo diario, se esfuerzan por contribuir al mejoramiento de la administración de justicia.

Quedan pendientes retos de enorme relevancia, como la consolidación de la formación inicial y del papel de la Escuela Judicial como coadyuvante activo en los procesos de selección para la Judicatura. La organización del trabajo de la Escuela en programas estructurados debe continuar, así como el proceso de regionalización de su oferta formativa. Se debe fortalecer el papel de la Escuela como rectora de la formación y capacitación en todo el Poder Judicial. Se debe acentuar el uso de las tecnologías de la información y comunicación, así como de metodologías didácticas novedosas y acordes a los fines institucionales. Se debe lograr acreditar la calidad de los procesos de la Escuela.

Debo reconocer que mi principal frustración ha sido no poder erradicar completamente la engañosa y nociva idea, vigente en algunos sectores la institución, de que los problemas por los que atraviesa la justicia, como el retraso, se deben al tiempo dedicado a la capacitación en la Escuela Judicial. Por el contrario, una adecuada política de formación y capacitación judicial, favorece el desempeño y coadyuva a mejorar la calidad de los servicios que se prestan a las personas usuarias del Poder Judicial.

Es mi interés aspirar por la reelección a un período adicional, por lo que atentamente le solicito valorar mi intención. En cualquier hipótesis, le reitero mi sentido agradecimiento, pues la oportunidad que se me ha dado de dirigir una institución como la Escuela Judicial y participar en el desarrollo de los importantes proyectos que lleva a cabo, es un honor inmenso, que me llena de satisfacción y entusiasmo.”
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Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “El doctor Marvin Carvajal Pérez nos está solicitando una audiencia para exponer los aspectos esenciales de su informe. No ha sido la costumbre recibir al informante en sesión de Corte, sobre ello no se que preferirá ahora la Corte. Me parece que es muy poco lo que don Marvin podría agregar al informe que ha dado. Tal vez la Magistrada Calzada podría aclararnos algo de lo que dispuso el Consejo Directivo de la Escuela Judicial al recomendar la reelección.”

Señala la Magistrada Calzada: “Estimo que sería importante hacer el nombramiento lo más pronto posible. Como ustedes saben en este momento la Escuela Judicial está en un proceso con el tema referente a la  formación inicial de jueces y creo que es importante mantener la estabilidad. Como decía el Presidente, Magistrado Mora, después del informe rendido considero que no se podría decir nada más, ya se ha explicado un poco lo que la Escuela ha hecho en este tiempo cuando ha estado bajo su dirección. Yo le pediría a esta Corte si así ustedes lo consideran conveniente que se haga el nombramiento de una vez”.

Expresa la Magistrada Pereira: “Quiero aunar a la solicitud que hace la Magistrada Calzada. Me parece que el informe es muy amplio. Él nos ha dado con mucha antelación el disco compacto con el informe de rendición de cuentas de su período como Director de la Escuela, para que esté al alcance de nosotros. En más de una oportunidad hemos escuchado cuál ha sido el realce a la labor de un Director que, efectivamente se ha dedicado a mejorar todas las situaciones que estaban pendientes de resolver en la Escuela Judicial, no solamente porque es innecesario escucharlo, sino porque además creo que es en justicia y sin mayor dilación que deberíamos de proceder a la reelección de don Marvin y con eso contribuimos de alguna forma a la continuidad de toda esta labor que debemos más bien felicitarlo por ella.”

Se procede a recibir la votación correspondiente en cuanto a si se reelige o no al doctor Marvin Carvajal Pérez, y por mayoría de dieciocho votos, se dispuso: Reelegir a don Marvin como Director de la Escuela Judicial, para un nuevo período de cuatro años que inicia el 1 de setiembre próximo y concluye el 31 de agosto del 2014.

Se recibió un voto por no reelegirlo.

ARTÍCULO VIII

En sesión N° 20-10 celebrada el 26 de julio recién pasado, artículo IX, se aceptó la renuncia presentada por el doctor Francisco Dall´Anese Ruiz al cargo de Fiscal General de la República, a partir del 1 de agosto en curso. 

La servidora Nohemy Acuña Segura, Secretaria de la Fiscalía General de la República, con instrucciones del doctor Dall´Anese Ruiz, en su expresado carácter, en correo electrónico de 30 de julio recién pasado, manifestó:
“… dentro del plazo establecido y en cumplimiento de las directrices D-1-2005-CO-DFOE, emitidas mediante resolución R-CO-61 del Despacho General de la Contralora General y publicadas en la Gaceta 131 del 7 de julio de 2005, procedo a remitir INFORME FINAL DE GESTIÓN,  del  Fiscal General de la República.

En acatamiento de la Circular 59-09 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia y la Circular 12-ADM 2010 de la Fiscalía General de la República, sobre reducción de papel potenciando los sistemas de comunicación electrónica, se remite el documento y sus anexos únicamente por este medio. 

El informe será puesto en sitio del Ministerio Público en esta misma fecha, conforme lo señala la normativa indicada.” 
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El citado informe, literalmente dice:

“1. PRESENTACIÓN Y RESUMEN EJECUTIVO

Consta en artículo VIII de la sesión de Corte Plena N° 43-2003, celebrada el 24 de noviembre de 2.003, mi elección como Fiscal General de la República para un período de cuatro años, entre el 1° de diciembre de 2.003 y el 30 de noviembre de 2.007
. Del mismo modo, consta en artículo IV de la sesión de Corte Plena N° 30-2007, celebrada el 5 de noviembre de 2.007, mi reelección para un nuevo período entre el 1° de diciembre de 2.007 y el 30 de noviembre de 2.011
. 

No obstante esto último, en virtud de la honrosa designación que el 2 de julio de 2.010 me hiciera el Secretario General de las Naciones Unidas, señor BAN KI-moon, para dirigir la Comisión Internacional Contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), formulé mi renuncia el 19 de julio pasado, ante el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Magistrado Luis Paulino Mora; dicha renuncia es efectiva a partir del 1° de agosto de 2.010.

Para el primer período, según expuse ante la Comisión de Nombramientos de la Corte Suprema de Justicia durante el procedimiento de elección, manifesté mi propósito de trabajar en cinco áreas fundamentales:

i. nombramiento en propiedad de los fiscales,

ii. reducción del circulante, 

iii. reactivación del Consejo Fiscal, 

iv. identidad institucional y 

v. dirección funcional de la policía. 

Para el segundo período me propuse, principalmente, dejar un sistema para la lucha contra el crimen organizado.

Los objetivos para el primer período fueron cumplidos en su totalidad. Pero es digno de destacar el trabajo del Ministerio Público bajo la nueva forma de control (SISPLAZO) que − entre el 1° de enero de 2.004 y el 31 de diciembre de 2.009− terminó en su fase de investigación 1.120.295 procesos (UN MILLÓN CIENTO VEINTE MIL DOSCIENTOS NOVENTA Y CINCO CASOS) que pasaron a los juzgados penales de todo el país.

Amén de lo anterior, los plazos administrativos para investigar establecidos por el sistema de control, hicieron que el tiempo promedio de investigación en el Ministerio Público sea de 11 meses y 11 días. Pero desde que se judicializa el proceso y hasta que obtiene sentencia, el tiempo consumido es de 28 meses y 3 días. Esto es, las audiencias y el juicio oral consumen el 72% del tiempo del proceso. Debería ser al contrario, porque en un sistema oral la investigación debería tardar más que las audiencias y los juicios.

En lo que hace a la ejecución presupuestaria, tuvo un promedio de un 95,3%, destacándose los años 2.004 y 2.007 con un 98.3% y un 98,5%. Es realmente satisfactorio este nivel de ejecución presupuestaria.

En otro orden de cosas, se diseñó una estructura de lucha contra la delincuencia organizada, conformada de una Fiscalía Contra el Crimen Organizado, una policía especial contra el crimen organizado a cargo del O.I.J., una plataforma de información policial bajo responsabilidad del Director General del O.I.J., una Oficina de Atención a Víctimas del Delito (programa de protección de personas) y una oficina de relaciones internacionales para el intercambio de información sobre delincuencia transnacional entre otras funciones (OATRI).

Al día de hoy la Fiscalía Contra el Crimen Organizado está en funciones, no así la policía especial en el O.I.J. por lo que se espera la transformación de la D.I.S. para esos efectos, y corren peligro de ser trasladadas a la Corte Suprema las oficinas de protección de personas y de intercambio de información sobre delincuencia transnacional. La plataforma de información policial no tiene fecha para comenzar a operar. Con todo esto, la estructura concebida vendrá a menos antes de operar a plenitud, favoreciendo solo a las organizaciones criminales.

2. RESULTADOS DE LA GESTIÓN. 

Referencia sobre la labor sustantiva de la Fiscalía General 

De acuerdo con su Ley Orgánica, el Ministerio Público tiene la función de requerir ante los tribunales penales la aplicación de la ley, mediante el ejercicio de la acción penal y la realización de la investigación preparatoria en los delitos de acción pública. No obstante, cuando la ley lo faculte, podrá solicitar que se prescinda, total o parcialmente, de la persecución penal, que se limite a alguna o varias infracciones o a alguna de las personas que participaron en el hecho. Deberá intervenir en el procedimiento de ejecución penal, en la defensa civil de la víctima cuando corresponda y asumir las demás función. 

El Fiscal General de la República es el Jefe Superior del Ministerio Público y su representante en todo el territorio nacional. Este deberá, con la asesoría del Consejo Fiscal, diseñar y ejecutar la política de persecución penal, dar a sus subordinados las instrucciones generales o especiales sobre la hermenéutica y aplicación de las leyes, a efecto de crear y mantener la unidad de acción e interpretación. 

En el artículo 25 de la Ley Orgánica del Ministerio Público se establecen las atribuciones del Fiscal General, entre las que destacan el establecimiento de la política de persecución penal, la organización de fiscalías especializadas y territoriales, el ejercicio del la Administración y disciplina del Ministerio Público,  efectuar nombramientos, traslados y permutas de los fiscales, asumir personalmente cuando lo considere, el ejercicio de las funciones del Ministerio Público y representar la institución.

2.1. Principales logros de conformidad con la planificación institucional 2007-2011.

Los progresos y resultados alcanzados por el Ministerio Público al 30 de junio de 2.010, se reflejan en los cuadros incluidos en el anexo, pues la presentación horizontal impide incluirlos en este punto.

En todo caso, los resultados permiten concluir en el cumplimento por parte de la institución. Es necesario indicar que previamente al 2007 la Planificación Estratégica se realizaba de manera general  por parte del Poder Judicial y a lo interno se realizaban las labores en cumplimiento con el Plan Anual Operativo. Fue hasta el 2007 que por medio del Programa de Modernización de Justicia, financiado con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo, se contrató una consultoría que diseñó  -de manera diferenciada- un Plan Estratégico Quinquenal para los órganos auxiliares del Poder Judicial. 

2.2 Estado de los proyectos más relevantes existentes al inicio de la gestión 

 

2.2.1.- Sobre nombramientos en propiedad:
Se hicieron los nombramientos en propiedad de las Fiscalas y Fiscales, que para el 1° de diciembre de 2.003 llevaban años como interinos. Se han respetado rigurosamente sus derechos laborales, sobre todo el de vacaciones que por mucho tiempo no disfrutaron.

Al 1° de diciembre de 2.003, el 67% de las Fiscalas y de los Fiscales llevaban años trabajando interinamente. Hoy todas ellas y todos ellos están en propiedad y solamente hay interinos en las plazas nuevas o vacantes por renuncia o jubilación, de modo que la crisis del interinazgo ha quedado superada.

El esfuerzo –en su momento− de hacer estos nombramientos a golpe de tambor, se ha gratificado con el espléndido trabajo de la gran mayoría de Fiscalas y Fiscales.

Debo reconocer la colaboración del Departamento de Personal al acompañarnos en esta enorme labor.

 
2.2.2.- Reducción circulante, control y gestión:
El atraso y la prescripción de casos en los escritorios de las fiscalas y de los fiscales, traía consigo una cierta desconfianza de los usuarios con relación al Ministerio Público. Con la finalidad de restablecer esa confianza –tan necesaria para la legitimación de las instituciones por parte de la ciudadanía−, y para cumplir con lo establecido en la Ley General de Control Interno, se creó el Sistema de Seguimiento y Control de Casos (SISPLAZO).

Se trata de un sistema de gestión del caso, de modo que no se dejaran los expedientes bajo la exclusiva responsabilidad del fiscal a cargo y sin control alguno. El SISPLAZO establece plazos administrativos, así como una forma de fiscalizar la labor del auxiliar judicial, de la policía judicial y de los peritos. Esto se tradujo en una reducción del circulante de 82.951 casos pendientes de investigación el 1° de enero de 2.004, a tan solo 46.126 el 1° de julio de 2.007.

Consecuencia de lo anterior fue la caída de las quejas contra el Ministerio Público, formuladas por los usuarios ante la Contraloría de Servicios. Para el cierre del año 2.005, del total de quejas formuladas por usuarios de todos los despachos del Poder Judicial, solamente el 6.06% fueron contra las fiscalías y no todas fueron declaradas con lugar. Este es un indicador de satisfacción importante, pero también lo es de confianza.

Sin embargo, la cifra del circulante subió a 85.341 asuntos en 2.009.

En el siguiente cuadro se observa el comportamiento del circulante, desde 2.004 hasta 2.010.

	
	2004
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009

	Entrados
	141.294
	143.413
	142.791
	157.438
	187.543
	226.873

	Reentrados
	13.219
	13.170
	19.761
	19.489
	21.585
	23.552

	Testim.
	1.344
	1.499
	1.576
	2.744
	2.293
	776

	Terminados
	170.106
	173.016
	171.996
	173.311
	196.773
	235.093

	Circ. final
	68.702
	53.768
	45.900
	52.260
	66.908
	85.341



Los casos entrados en 2.004, 2.005 y 2.006 fueron similares y no superaron los 143.413 en el año 2.005. Pero en 2.007 entraron 14.647 más que en 2.006; en 2.008 ingresaron 30.105 más que en 2.007; y en 2.009 entraron 39.330 asuntos más que en 2.008.

En 2.008 las fiscalías terminaron 23.462 casos más que en 2.007, mientras que en 2009 terminaron 38.320 asuntos más que en 2.008. A pesar del incremento de causas, el Ministerio Público siempre resolvió más asuntos, lo que atribuyo al SISPLAZO. El control obligado de los Fiscales Adjuntos sobre los expedientes y, por ende sobre sus subalternos, redundó en trabajo redoblado y esto permitió poner al Ministerio Público al día.

Lo anterior significa que 1.120.295 (un millón ciento veinte mil doscientos noventa y cinco) casos fueron terminados en su fase de investigación en el período 2004-2009, y todos pasaron a los juzgados penales con requerimiento para las distintas formas de conclusión de la investigación penal preparatoria.

El circulante a diciembre de 2.003 fue de 82.951 casos, que se redujo hasta 45.900 en 2.006; para subir hasta 85.341 asuntos en 2.009. De no haberse creado el SISPLAZO, al día de hoy el circulante permanecería estancado y sería completamente inmanejable.

Cabe señalar que para 2.009, el tiempo promedio de la fase de investigación preparatoria a cargo del Ministerio Público, tenía una duración de 11 meses y 11 días; pero una vez judicializado el proceso (desde su ingreso al Juzgado Penal y hasta la sentencia en el Tribunal de Juicio) corren 2 años, 4 meses y 3 días.
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Esto significa que el proceso penal ordinario tiene una duración promedio, desde la denuncia hasta la sentencia, de 39 meses y 14 días. Es claro que la investigación del proceso penal en sede del Ministerio Público, consume el 28% del tiempo; en tanto desde que el expediente ingresa al Juzgado Penal y hasta que se dicta sentencia en el Tribunal de Juicio, se consume el 72% del tiempo. En otros términos: en sede judicial el proceso supera en un 255% el tiempo que utiliza el Ministerio Público para investigar. Esta es una contradicción del sistema, pues en tratándose del proceso oral la investigación debería abarcar más tiempo y las audiencias mucho menos.

Debo reconocer el trabajo de la totalidad de la institución para lograr estos niveles de eficiencia. Primero fue la tarea de introducir todos los expedientes en el SISPLAZO, con ello logramos una reducción significativa del circulante de investigación, y después –cuando los procesos llegaron a los Juzgados Penales y a los Tribunales de Juicio− debieron enfrentarse gran cantidad de audiencias y debates.

Desde que fuera creada la Fiscalía Adjunta de Control y Gestión, a cargo del Fiscal Adjunto Francisco Fonseca, se ha estudiado principalmente la eficacia del trabajo del Ministerio Público. Hoy se ejecuta un plan piloto en las Fiscalías de Guápiles y de Heredia, por el que se pretende medir tanto la eficiencia como la eficacia del trabajo de fiscalas y de fiscales: tiempo, cantidad y calidad. Mediante un sistema de suma o resta de puntos, se medirá a cada funcionario, a cada oficina y a cada Fiscalía Adjunta. Los puntajes individuales incidirán en los ascensos, permutas, traslados y becas, de donde la excelencia individual se hará palpable y esto se traducirá en mayor eficacia. Se espera generar –como ocurrió con el SISPLAZO− una sana competencia entre los funcionarios. Los criterios serán objetivos y se visibilizará a cada cual por su trabajo, minimizándose los criterios subjetivos en nombramientos y otros beneficios.

 
2.2.3.- Reactivación del Consejo Fiscal:
De acuerdo a la Ley Orgánica del Ministerio Público, al Consejo Fiscal corresponde asesorar al Fiscal General en materia de política de persecución penal. En este período se fortaleció el Consejo Fiscal a lo interno del Ministerio Público. Ahora se reúne con periodicidad y se toman las decisiones de política de persecución.

El Fiscal General preside este órgano, y lo integran todos los Fiscales Adjuntos y las Fiscalas Adjuntas del país. En el trazado de la política de persecución, corresponde al Consejo Fiscal priorizar los objetivos de la persecución, ver los recursos con que se cuenta y hacer las recomendaciones pertinentes al Fiscal General de la República.

Cuando la decisión del Consejo Fiscal es acogida por el Fiscal General, la responsabilidad es colegiada; pero cuando el Fiscal General se separa de la asesoría, lo que puede hacer exponiendo mejores razones, su responsabilidad es individual.

Las actas cuyo contenido son los acuerdos y resoluciones del Consejo Fiscal, están en el sitio de Internet www.ministeriopublico.poder-judicial.go.cr, donde pueden ser consultadas por cualquier persona, lo que favorece el principio transparencia.

Queda pendiente la aprobación de un documento elaborado por el Consultor Luis Pásara, relativo a un método que permita –de modo permanente− diagnosticar las necesidades impuestas por la criminalidad, para tomar después las decisiones de política de persecución penal. El documento se encuentra en el sitio de Internet del Ministerio Público.

2.2.4.- Identidad institucional:

Durante mi gestión el Ministerio Público ha fortalecido su identidad institucional, en torno a sus valores y a los objetivos de la política de persecución penal.

Nuestro trabajo gravita en torno a la igualdad, la objetividad, la imparcialidad, el conocimiento, la prudencia, la verdad, la transparencia y la integridad, que son las mejores herramientas para alcanzar las más nobles metas del Estado de Derecho: Justicia, Igualdad y Libertad.

Con estos fines y con estos valores nos identificamos la gran mayoría de las Fiscalas y funcionarias administrativas y de los Fiscales y funcionarios administrativos.

Este es un logro importante que hace más grande al Ministerio Público, porque una institución sin identidad y sin unidad no puede cumplir fielmente su función.

Es patente nuestro deseo por hacer del Ministerio Público, día a día, una institución de excelencia, bajo la convicción de ser uno de los más importantes basamentos en que se apoya la democracia costarricense.

 

2.2.5.- Dirección funcional:
Por acuerdo de los jerarcas del Ministerio Público y del Organismo de Investigación Judicial, las relaciones con la policía judicial  en general son de armonía. Fiscales y policía hemos formado un equipo de trabajo frente a la delincuencia.

Es indudable la mejoría de las relaciones entre Ministerio Público y O.I.J., desde que el tema de la dirección funcional lo simplificamos en dos palabras: los fiscales dicen “Qué” prueba se necesita, en tanto los policías establecen “Cómo” se consigue. Cada uno respetando el ámbito profesional del otro para trabajar en equipo.

Nunca faltarán los desencuentros entre fiscales y policías, en algunos casos por responsabilidad de los primeros y en otros los causantes serán los segundos; pero los pequeños conflictos son naturales en las relaciones humanas y frente a ellos corresponde buscar el entendimiento, pensando primero en el país y después en los proyectos personales. Esto consta en las distintas circulares emitidas por la Fiscalía General de la República, pretendiendo generar una práctica obligatoria.

En los últimos años se creó y funciona la Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado, sin que a la fecha el Organismo de Investigación Judicial (O.I.J.) constituya una sección correlativa dentro de la policía judicial. Esto ha obligado a buscar apoyo en otros cuerpos de policía, y existe la oferta verbal de la Presidenta de la República Laura Chinchilla, para transformar la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional (D.I.S.) en una policía contra la delincuencia organizada.

Es necesaria una sección del O.I.J. dedicada a crimen organizado, o de lo contrario, sería recomendable, aceptar e impulsar la oferta de transformación la D.I.S. Con servicios dispersos en el O.I.J. con oficiales distintos según sea la materia, la información sensible debe pasar por muchas manos y se incrementan los riesgos de descoordinación. Piénsese en la necesidad de dar dirección funcional a oficiales de distintas secciones para desarticular una sola organización: de homicidios para sicariato, de contables para legitimación de capitales, de delitos varios en secuestros, tráfico de armas y trata de personas. El riesgo de error en la coordinación, así como de fuga de información, se incrementan porque la responsabilidad está muy diluida.


2.2.6.- Sistema contra el crimen organizado:
Sin que ello implique un descuido o abandono de la persecución penal en delitos convencionales, la lucha contra la criminalidad organizada se concibió primero como una estructura tridimensional (Fiscalía y policía, intercambio de información internacional y protección de testigos), para evolucionar después a una estructura de cinco elementos. En el Ministerio Público:

· La Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado,

· La oficina para el intercambio de información (internacional) sobre delincuencia transnacional (OATRI) y

· La protección de víctimas y testigos (OAVD).

En el O.I.J.:

· la policía especial contra el crimen organizado y

· la plataforma de información policial.


A estos cinco elementos debe sumarse el Centro de Intervención de las Comunicaciones, dependiente de la Corte Suprema de Justicia; herramienta no solo para la investigación del crimen organizado, sino también para la investigación de los delitos contenidos en la Ley N.º 7425, sobre registro, secuestro y examen de documentos privados e intervención de las comunicaciones.
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La Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado (FACCO), creada el 23 de mayo de 2.008, tiene a su cargo la ejecución de la política de persecución contra la delincuencia organizada, para desarticular las organizaciones e impedir la comisión de los delitos cuyos planes se descubran con anticipación, para lo cual debe dirigir funcionalmente a la policía.

Evitar la comisión de delitos en progreso (en las fases de resolución manifestada, de preparación o de ejecución) descubiertos cuando se investiga una organización criminal, tiene su base en el artículo 67 del Código Procesal Penal
. Esto implica sacrificar investigaciones para evitar la lesión de la vida, de la salud, de la libertad o de la propiedad de las futuras víctimas. Fue necesario un cambio cultural, tanto en los fiscales como en los policías judiciales, para “quemar” los casos sin lograr condenas; para ello, se aprendió a hacer un balance entre los bienes jurídicos potencialmente lesionados y el proceso penal que no terminaría en sentencia.


La plataforma de información policial es un logro legislativo de Ministerio Público y del Instituto Costarricense sobre Drogas (I.C.D.), consagrado en el artículo 11 de la Ley Contra la Delincuencia Organizada, N° 8754 de 22 de julio de 2.009
. Esta herramienta de investigación, confiada a la Dirección General del O.I.J., debería contar con los programas de cómputo para la relación de datos, de modo que dé alertas tempranas acerca de la existencia de organizaciones criminales. Esto permitirá la anticipación y la reacción en el menor tiempo.


En este sentido, tanto la Corte Suprema de Justicia como el Ministerio Público, pero sobre todo el Director General del O.I.J., deben emprender una lucha para lograr el presupuesto necesario para el diseño, construcción y funcionamiento de tan importante instrumento de investigación. Mientras no se cuente con la plataforma de información policial, el crimen transnacional organizado está avanzando y las autoridades se estancan.


Otro logro importante del Ministerio Público, compartido con la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, fue la aprobación de la Ley N° 8720, Ley de Protección de Víctimas, Testigos y otros intervinientes en el proceso penal. Con este cuerpo normativo se dio naturaleza legal a la Oficina de Atención a las Víctimas de Delitos (OAVD), fortaleciendo la estructura de lucha contra la criminalidad organizada. Sin embargo, me llevo la preocupación de haber recibido –verbalmente− la opinión de la Magistrada Anabelle León Feoli, en punto a su idea de llevarse dicha oficina del Ministerio Público y ponerla bajo la estructura de la Corte Suprema de Justicia con mayores funciones, con lo cual se debilitaría la respuesta que el Ministerio Público debe dar al crimen organizado, pues la protección de personas dependería de la voluntad de funcionarios no subordinados a las fiscalía, por ende no involucrados en la política de persecución.


Por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, tomado en artículo LXV de la sesión N° 03-2008, celebrada el 15 de enero de 2.008, fue creada la Oficina de Asesoría Técnica y Relaciones Internacionales (OATRI), adscrita a la Fiscalía General de la República, para cumplir –entre otras funciones− los poderes/deberes consagrados en el artículo 65 del Código Procesal Penal:

ARTÍCULO 65.- Cooperación internacional

“Cuando las actividades delictivas se realicen, en todo o en parte, fuera del territorio nacional, o se les atribuyan a personas ligadas a una organización de carácter regional o internacional, en los casos en que deba aplicarse la legislación penal costarricense, el Ministerio Público podrá formar equipos conjuntos de investigación con instituciones extranjeras o internacionales.

Los acuerdos de investigación conjunta deberán ser aprobados y supervisados por el Fiscal General.”


Al aprobar el proyecto de presupuesto ordinario del Poder Judicial para el año 2.009, la Corte Plena aprobó la estructura y la relación de puestos presentada por el Ministerio Público, en la que se incluyó a la OATRI y su personal. Posteriormente, la Asamblea Legislativa convirtió en ley el proyecto de la Corte Plena, con la estructura y personal del Ministerio Público, incluida la OATRI. De este modo, la naturaleza jurídica de la OATRI es legal y no administrativa.

Con fundamento en lo anterior, la OATRI –bajo la dirección y supervisión del Fiscal General de la República− ha establecido relaciones internacionales con los Ministerios Públicos de toda Iberoamérica, de los Estados Unidos de América, Italia, Alemania, Holanda, Rumanía y Finlandia, entre otros. Esto ha permitido intercambiar información valiosa para investigar y desarticular organizaciones delictivas transnacionales.

El caso más notorio atendido por la Fiscalía de Fraudes de San José bajo la coordinación internacional de la OATRI, es conocido mundialmente como Global Con, que conllevó quince meses de investigación conjunta entre el Ministerio Público de Costa Rica y la Fiscalía Federal de Fraudes de los Estados Unidos de América, y de este país con autoridades de Canadá, Holanda, España, el Reino Unido, Nueva Zelanda y Nigeria. El caso culminó en mayo de 2.006, con decenas de allanamientos y 565 detenciones simultáneas en Costa Rica y otras partes del mundo, desarticulándose así una organización transnacional que había realizado parte de muchas estafas desde suelo costarricense, en daño de casi 3 millones de víctimas obteniendo un lucro injusto de casi $1.000.000.000,00 (mil millones de dólares).
 Quienes fueron detenidos en Costa Rica, después fueron extraditados a los Estados Unidos de América.

La OATRI representa al Ministerio Público de Costa Rica en las redes de comunicación internacional IberRed y Groove. Por su capacidad profesional y aportes, la entonces jefa de la OATRI, Fiscala Andrea Murillo Fallas, ahora trabaja a tiempo completo en IberRed en Madrid, para lo cual goza de una licencia sin goce de salario; esto habla bien de nuestra oficina de relaciones internacionales, que, bajo la nueva dirección de la Fiscala Laura Monge, ha conservado e incrementado el prestigio internacional del Ministerio Público costarricense. De igual forma, la OATRI atiende día a día el intercambio de información seguro a través del sistema Groove de la Organización de Estados Americanos; se trata de un correo electrónico seguro, en el que minuto a minuto se comparte información valiosa para desarticular al crimen transnacional.

Me llevo la gran preocupación de saber que el dictamen N° 027-2009 del departamento legal del Poder Judicial –muy deficiente en cuanto no consideró a las facultades del Fiscal General de representación y supervisión para la cooperación en investigaciones criminales internacionales (Art. 65 del C.p.p.)−,  hace peligrar la existencia de la OATRI.

Preocupan algunas afirmaciones hechas en el dictamen legal de cita, pues además de carecer de cualquier base jurídica se oponen frontalmente a la ley. Sin citar alguna norma (porque no existe), el abogado dictaminador señala: “[…] la OATRI tampoco puede ejercer unilateralmente competencias en el ámbito de las relaciones internacionales y de cooperación internacional, pues ello es una tarea que corresponde a la Corte Plena, o a la dependencia u oficina que ella conforme o designe para tales menesteres […]”. Sin embargo, no indica normativa alguna para concluir que la Corte Plena tiene esta competencia.

Omite el dictamen señalar que, de conformidad con el artículo 13 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, el Fiscal General –y solo el Fiscal General− es el representante del Ministerio Público
; representación que se aplica al interpretar el artículo 65 del Código Procesal Penal antes transcrito.

Es notable que el citado artículo 65 es el único en el ordenamiento jurídico que otorga facultades a un funcionario público, que es solamente el Fiscal General, para suscribir, aprobar y supervisar, acuerdos de investigación criminal conjunta con instituciones extranjeras o internacionales, en el más amplio de los sentidos.

Esta facultad especialmente concedida al Fiscal General de la República, no la tiene la Corte Suprema de Justicia.

Ahora bien, en el ejercicio de la jerarquía
 y de la potestad de delegación
 que tiene el Fiscal General de la República, así como de la subordinación y dependencia, en cumplimiento del principio de unidad institucional (para que toda tramitación internacional sea realizada de la misma forma en lo cuantitativo como en lo cualitativo), delegué la cooperación internacional en la OATRI, sin sustraerme a los deberes de aprobación y supervisión establecidos en el artículo 65 del Código Procesal Penal.

En contraposición a lo anterior, la Ley Orgánica del Poder Judicial no otorga a la Corte Suprema de Justicia funciones similares.

 El tema está pendiente sin que se resuelva en la Corte Suprema de Justicia, desde el 17 de agosto de 2.009.

Trasladar la OATRI, como se pretende, del Ministerio Público a la Corte Suprema de Justicia, viene a ser el último golpe para terminar con la estructura construida para luchar contra la criminalidad organizada transnacional.

Otro tema preocupante que debe resolverse, es el de la designación de la Fiscalía General de la República como autoridad central de convenciones internacionales.

Es una verdad incontestable, el error in procedendo en la emisión inconsulta a la Corte Suprema de Justicia, de los decretos que designan a la Fiscalía General como autoridad central de dos convenciones internacionales: contra crimen organizado y contra la producción y comercialización de armas. Personalmente pedí a la entonces Ministra de Justicia y actual Presidenta de la República Laura Chinchilla, su derogatoria y nueva emisión con la consulta previa a la Corte Suprema. Sin embargo, no se han hecho las correcciones que no dependen del Ministerio Público sino del Ministerio de Justicia.

La Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos (A.Ia.M.P.) tiene pronunciamientos reiterados, y la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (UNODC) lo hizo saber el año anterior en Viena, tanto a los Magistrados Luis Paulino Mora y José Manuel Arroyo como a los diputados Jorge Méndez y Federico Tinoco, acerca de la necesidad de designar a los Ministerios Públicos como autoridades centrales de convenios de lucha contra el crimen en general, para reducir el tiempo de reacción frente a las organizaciones transnacionales de delincuentes.

Es recomendable corregir los errores de procedimiento y emitir los decretos en el mismo sentido. Sobre esto ya hay adelantadas conversaciones con el actual Ministro de Justicia Hernando París.

A cualquier costo debe evitarse que la OATRI y la OAVD salgan del Ministerio Público y pasen a la Corte Suprema de Justicia, pues eso reduce la capacidad de reacción para desarticular redes criminales. Pero debe impulsarse la creación de una policía especial contra el crimen organizado en el O.I.J., o apoyar al ejecutivo en la transformación de la D.I.S. en un cuerpo policial de esta naturaleza. Del mismo modo, debe designarse a la Fiscalía General de la República como autoridad central, de todos los convenios internacionales de lucha contra la criminalidad. 

2.2.7.- Otros retos:

Más allá de los objetivos dichos, la cotidianidad impuso retos que debieron resolverse sobre la marcha, como es lo natural en cualquier fiscalía del mundo. 

En estos años se resolvió el caso de Compensación Social; el secuestro y homicidio del ciudadano Fabio Garnier; se investigó, acusó y hubo condena en el caso del incendio del Hospital Calderón Guardia; se concluyeron, con sentencias condenatorias, la quiebra del Banco ELCA, los últimos procesos del Banco Anglo y de los CAT’s; y el “caso de Los Villalobos” por fraudes y violación de las normas de intermediación financiera, con gran cantidad de ofendidos, entre otros asuntos importantes.

Investigaciones penales de resonancia nacional iniciaron y concluyeron en este período. Algunas están en los Juzgados esperando audiencia preliminar y otras en los Tribunales de Juicio a la espera del señalamiento para debate o ya con sentencia. Entre ellas se encuentran los casos del homicidio del periodista Parmenio Medina, de corrupción de funcionarios públicos Caja-Fischel e ICE-Alcatel. En el primero recayó sentencia condenatoria ya firme, en el segundo se dictó condenatoria actualmente impugnada por la defensa ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Por su parte, el caso ICE-Alcatel se encuentra en fase de juicio, pero gracias al trabajo de la Fiscalía Adjunto de Delitos Económicos, Tributarios y Corrupción, por el proceso abreviado hay dos condenados en Costa Rica y otro en los Estados Unidos de América.

En esta última investigación el gobierno de Francia autorizó al Fiscal General de la República y al entonces Fiscal Carlos Morales, para actuar como Fiscales ante el Tribunal de Gran Instancia de París, como parte del trámite de una de las solicitudes de asistencia judicial dirigidas a ese país agotando todas las posibilidades de obtener prueba contra uno de los imputados. En esa misma investigación la OATRI coordinó con la Fiscalía Federal de Fraudes de los Estados Unidos de América, la apertura de una causa penal contra un ciudadano francés y otro costarricense, como presuntos responsables por hechos de corrupción del caso ICE-Alcatel. Como resultado sobrevino, en la Florida, la sentencia condenatoria del ciudadano francés y se despachó orden de captura internacional contra el costarricense. Esto último, basado en la prueba recabada y entregada por el Ministerio Público costarricense al Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América.

De este modo, el caso ICE-Alcatel ya cuenta con tres sentencias condenatorias basadas en la prueba recabada por el Ministerio Público y por el O.I.J.: dos casos tramitados por proceso abreviado en Costa Rica, y uno en los Estados Unidos de América.

 
Se descubrieron y desmantelaron organizaciones criminales dedicadas a secuestros extorsivos, explotación sexual infantil, tráfico y trata de personas −niñas y adultas− con fines de explotación sexual comercial o de esclavitud −a estos últimos se suman los adultos chinos que vienen por vía marítima−, tráfico de hermanos nicaragüenses, actividad creciente en lo que respecta al sicariato, redes de delitos informáticos, graves hechos de corrupción, cárteles colombianos asociados a los cárteles mexicanos, así como las FARC de Colombia que han establecido sus brazos de acción en Costa Rica, y la triada china, entre otros.

 
Las estructuras criminales que hoy enfrentamos han requerido un abordaje distinto al de los delitos convencionales, dada la gran lesividad que la delincuencia organizada ocasiona a las personas, a la economía, a la sociedad y al sistema democrático. El mayor problema es el sicariato y los secuestros.

 


2.2.8- Otros logros:

a).- En accesibilidad:
El Ministerio Público llegó a la población indígena. Al conocer de sus necesidades se gestionó, en 2.007 para el presupuesto de 2.008, una plaza de intérprete de lenguas indígenas, para que este sector de la ciudadanía pueda conocer del contenido de las investigaciones penales. Así, las víctimas y los acusados indígenas no tendrán que esperar hasta la audiencia preliminar y el juicio, para enterarse de los pormenores de la causa.


En 2.009 se creó la Fiscalía Indígena, para atender las necesidades de más de 63.000 indígenas que habitan en más de veinte pueblos en todo el país. Dada su dispersión en el territorio nacional se emprendió el proyecto de Fiscalía Móvil, y fue así como en abril de 2.010 se recibió en donación por parte del Instituto Costarricense sobre Drogas (I.C.D.), un vehículo adaptado para servir como oficina móvil. El costo de este bien asciende a la suma de $70.000,00 pagados íntegramente por el donante.

La Fiscalía Móvil tiene como finalidad principal visitar rutinariamente los pueblos indígenas, para llevar el servicio al usuario y llegar a lugares donde no existe fiscalía. Podrá ser utilizada también en situaciones de crisis, para las necesidades del Ministerio Público o para ubicar el Centro de Operaciones Técnico Tácticas (COTT). Servirá también para la atención de eventos de la naturaleza, como por ejemplo el “Terremoto de Cinchona”, y así evitar que los damnificados caminen decenas o cientos de kilómetros para formular denuncias por desaparición de personas o por sustracción de bienes. Podrá ser, la Fiscalía Móvil, instrumento de respuesta a investigaciones complejas de narcotráfico o en caso de delitos ambientales.


La auxiliar judicial de la Fiscalía Indígena, es una ciudadana indígena que, gracias a la cooperación de la Universidad Escuela Libre de Derecho, a su Junta Directiva y a su Rector Ricardo Guerrero Portilla, tiene una beca total para estudiar derecho, por lo que a la vuelta de pocos años se espera que la Fiscalía Indígena sea dirigida por una indígena fiscal. 
Por tratarse de una mujer, en ella concurren dos aristas importantes: mejorará la accesibilidad de las y de los indígenas a los servicios de justicia penal, al tiempo de convertirse en un ícono de la política de género del Ministerio Público.


El acceso a la justicia por parte de los ciudadanos indígenas, marcha a paso firme con el compromiso del Ministerio Público.

Dentro de esta misma visión, el personal del Ministerio Público recibió cursos de lenguaje LESCO, para respetar los derechos de las personas con esta capacidad especial. Estas son manifestaciones de un Ministerio Público sensible y comprometido con la accesibilidad.

Como parte de la política de transparencia, pero también de accesibilidad, se creó un sitio en Internet: www.ministeriopublico.poder-judicial.go.cr. Allí se pone al servicio de todos los consultantes la totalidad de la información pública, relativa a la administración y a la política de persecución.

Para mejorar la comunicación y la accesibilidad y gracias a la donación del espacio radial de la Cadena de Emisoras Columbia, desde el 19 de mayo de 2.008 se ha transmitido semanalmente el programa “Los Fiscales y Usted”. Son veinticinco minutos relativos, entre otros, a:

· Los derechos de las víctimas y otros usuarios de los servicios de justicia penal,

· El acceso a las oficinas del Ministerio Público para formular denuncias,

· Formación de la ciudadanía en temas del ejercicio de la acción penal pública y de la política de persecución penal,

· La visión del Organismo de Investigación Judicial sobre la administración de la justicia,

· La lesividad de los delitos ambientales y de la criminalidad organizada,

· La independencia del Ministerio Público; entre otros.

En el mismo espacio radial se ha copatrocinado la campaña del Hospital Nacional de Niños denominada “No más lágrimas”, para enfrentar la violencia contra los niños y las niñas.

Los 104 programas de radio “Los Fiscales y Usted”, pueden ser escuchados en nuestro sitio en Internet: www.ministeriopublico.poder-judicial.go.cr
b)- Secuestros:
El trabajo decidido contra la mafia china (las triadas) establecida en suelo nacional, dedicada −entre otros crímenes− a la comisión de secuestros extorsivos contra ciudadanos asiáticos, fue neutralizado gracias a la labor de equipo desarrollada durante 2.005 y 2.006.

Hubo un intenso análisis y estudio, trazado estratégico y táctico de las investigaciones, planificación de acciones, y coordinación con el O.I.J. en lo que hace a inteligencia y operativos. El abandono de los secuestros extorsivos de ciudadanos chinos, es un efecto indirecto de la política de persecución del Ministerio Público que genera seguridad para una parte de nuestra población.

 
c).- Delitos informáticos:
La desarticulación del brazo local de una red dedicada a delitos informáticos, que trasladó, en tan solo tres meses, $8.000.000,oo de cuentas corrientes de bancos costarricenses a bancos de Etiopía y Rumanía. Es inestimable la cantidad de dinero que se ha dejado de sustraer a los cuentacorrentistas costarricenses desde que la Fiscalía de Fraudes de San José diera este exitoso golpe en 2.007.

 
d).- Trata de personas:

Se desarticuló una red internacional de trata de personas menores de edad (recién nacidos), que llevaba los niños y las niñas desde Guatemala hacia otros países, utilizando como puente a Costa Rica. En San José tuvo lugar el macabro descubrimiento de una casa utilizada como “granja de engorde” antes de las entregas. El caso terminó con sentencia condenatoria.


Como presidente del Consejo de Ministerios Públicos Centroamericano, he trabajado con el apoyo de la OATRI –que es la Secretaría Técnica de dicho Consejo− con el Instituto Latinoamericano para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD), para desarrollar el proyecto “XCAS-26” de la Oficina de las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito (UNODC), para diseñar una política de persecución penal centroamericana, en contra de la trata de personas. Parte del proyecto supondrá el reforzamiento de la Secretaría Técnica.

 
e).- Política de persecución agrario ambiental:
La circular 01-05 contiene sistematizada, la política de persecución agrario ambiental. Se trata de un extenso documento preparado por la Fiscalía Adjunta de la materia y aprobado por el Consejo Fiscal.

Dicha circular se utiliza en otros países como base de la persecución penal en asuntos agrario ambientales. Además, se abrieron fiscalías dedicadas a las áreas de protección de Osa y del Tempisque. Es fundamental, una vez superada la crisis económica mundial que nos afecta desde 2.008, crear fiscalías dedicadas a la protección ambiental en la zona norte (San Carlos hasta Upala), en Limón Norte y en Limón Sur.

f).- Casos de migración:
Se han investigado varios casos de corrupción de funcionarios públicos en Migración, coadyuvando con la Dirección de Migración a hacer limpieza, ante la probable existencia de una red que falsifica documentos y visas para extranjeros, algunos con antecedentes criminales, con la finalidad de ingresarlos o mantenerlos en nuestro país con intenciones delictivas. Se han producido varias detenciones, son casos de difícil manejo e investigación debido a la complejidad de estas organizaciones.

 

g).- Casos de Registro Público:
En esta lucha abierta contra la corrupción también hemos realizado operativos en el Registro Público contra funcionarios corruptos y hemos detenido y procesado a varios notarios públicos inescrupulosos que están dando al traste con la seguridad y fe pública registral. En virtud de ello, como parte de las políticas de persecución, nos oponemos a las conciliaciones en esta materia, queremos con mano dura atacar esta delincuencia y con ello devolverle la confianza a los costarricenses y a los inversionistas extranjeros.

 

h).- Grupos extranjeros:
En tiempo record, haciendo uso de la oralidad procesal, se tramitó, ante el Juzgado Penal de Puntarenas, la extradición de uno de los “Hombres Fuertes” de las FARC de Colombia, quien tenía a su haber 137 homicidios de ancianos, mujeres y niños, en un ataque a una Iglesia rural de su país. Me refiero al caso Martínez Quinto. Es altísima la probabilidad de que otros u otras delincuentes de este grupo narco-guerrillero realicen operaciones ilícitas en el país.

La detención de un ciudadano colombiano vinculado al M-19, en poder de más de $1.400.000,oo en efectivo que guardaba en su escritorio, permitió abrir y culminar con sentencia condenatoria una importante causa por lavado de dinero, que a la vez podría ser la puerta que permita investigar, en el futuro, temas relacionados a terrorismo, tráfico de armas y narcotráfico.

 

i).- Limón:
Bajo la dirección y liderazgo del Fiscal Adjunto Celso Gamboa, en 2.009 se emprendió una campaña para desarticular las organizaciones delictivas de Limón, aprehender y enjuiciar a los sicarios de la zona y a llevar a prisión a condenados rebeldes.


Esto se tradujo en una caída de los homicidios en la ciudad de Limón, de 22 por cada 100.000 habitantes en 2.009, a la mitad en lo que va de 2.010: esto es 11/100.000 habitantes. Esto significa una mejora de la seguridad ciudadana en un 50%. Pero no debemos alegrarnos y el Estado debe abordar el problema integralmente, mejorando las oportunidades y con ello las condiciones sociales.

 

j).- Violencia contra las mujeres:

Preocupado por la desafortunada violencia que aqueja a las mujeres en nuestro país, al punto de que muchas han perdido su vida a manos de su pareja sentimental, emití la circular 16-2005, de fecha 22 de agosto de 2005, y adelantándome a la Ley de Penalización de Violencia Contra las Mujeres, que entró en vigencia en junio de 2.007, giré la citada directriz de carácter vinculante a todas las fiscalas y todos los fiscales del país sobre la obligación de perseguir los delitos de lesiones causados por actos de violencia psicológica y de delitos cometidos mediante abuso de relaciones de poder. De tal suerte que, se obliga a perseguir como lesiones gravísimas, graves o leves, según se determine la incapacidad psicológica producto de las agresiones sufridas, por lo tanto no solo deben contemplarse las agresiones físicas para determinar la existencia de este tipo penal.

Ahora bien, en cuanto al tema de los delitos cometidos bajo subordinación, esta directriz ordena a las fiscalas y a los fiscales realizar todos los esfuerzos necesarios para acreditar o descartar que la persona dominante sea instigador o autor mediato del delito con instrumento doloso, así el Ministerio Público al valorar la culpabilidad de la persona que actuó como autor material o como instrumento deberá determinar la exigibilidad de actuar conforme a derecho, de manera que según corresponda, se le atenúe o incluso se le exima total o parcialmente de sanción penal. 

De igual forma emití la circular número 14-2006, de fecha 26 de abril de 2006, la cual fue producto de un diferendo con los Juzgados de Violencia Doméstica, quienes bajo la excusa de no tener competencia para disponer la libertad de las personas, trasladaban al Ministerio Público los agresores detenidos sin existir delito alguno qué perseguir y sin emitir medidas de protección a la mujer agredida, de conformidad con la ley, ocasionando a la víctima un perjuicio que ponía en peligro su integridad física y hasta su vida, y en segundo lugar violentaban los derechos de los detenidos. Lo anterior por cuanto al no existir delito alguno que perseguir, el Ministerio Público se encuentra imposibilitado legalmente para actuar y solicitar al juez penal medidas a favor de esa víctima o medidas cautelares contra el detenido. Este diferendo se llevó hasta el Consejo Superior, que en sesión No. 88.05, celebrada el 08 de noviembre de 2005, en el artículo LXXIX, acogió mi tesis y como consecuencia ordené una serie de reglas de acatamiento obligatorio que entre otras está presentar queja ante la Inspección Judicial para sentar la responsabilidad disciplinaria del Juez de Violencia Doméstica.


Con fondos del Programa PJ-BID correspondientes al Ministerio Público, durante mi gestión fueron emitidos los siguientes protocolos de importancia en materia de género:

· Protocolo de atención a víctimas mayores y menores de edad de delitos sexuales y explotación sexual comercial cometidos por personas mayores de edad. (2.008)

· Protocolo de atención a víctimas mayores y menores de edad de delitos relacionados con la violencia doméstica cometidos por personas mayores de edad. (2.008)

· Protocolo de atención legal a víctimas de delitos sexuales y violencia doméstica cometidos por personas menores de edad. (2.008)

· Protocolo de atención a víctimas de violencia sexual y/o doméstica en el Departamento de Ciencias Forenses. (2.008)

· Protocolo de atención a víctimas en los Juzgados de Violencia Doméstica. (2.008)

· Protocolo de atención a víctimas de violencia sexual y/o doméstica en el Departamento de Trabajo Social Sede Penal. (2.008)

· Protocolo para la atención de la violencia sexual y/o doméstica en el Departamento de de Medicina Legal. (2.008)

· Guía práctica para el otorgamiento de las medidas de protección (típicas y atípicas) para personas en condición de discapacidad y personas adultas mayores. (2.008)

Los derechos de autor de todos estos instrumentos, son en su totalidad del Ministerio Público.

La Fiscalía General de la República apoyada en la OATRI, se opuso a la extradición de Nicole Elsi Kater, solicitada por los Estados Unidos de América. Dicha señora vino a Costa Rica para librarse de la agresión de su ex-esposo, tanto para ella como para su hija. Después de dos instancias, en Puntarenas y en San Ramón, se ordenó entregar a la señora Kater. Esto motivó la promoción de un recurso de habeas corpus a favor de la extraditada, cuyo resultado fue a favor de la tesis del Ministerio Público: la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ordenó celebrar una nueva audiencia y resolver una vez más la segunda instancia. Cumplido lo anterior, se anuló la sentencia de primera instancia y se ordenó una nueva sustanciación. El Tribunal de Juicio de Puntarenas ordenó en primera instancia la extradición de Nicole Elsi Kater, pero ante apelación formulada por el Ministerio Público con la adhesión del INAMU y la Defensoría de los Habitantes, el Tribunal de Casación de San Ramón revocó lo resuelto en primera instancia y denegó la extradición solicitada por los Estados Unidos de América.

No solo se fortaleció con ello la política de persecución en materia de género, sino que se hizo gala de la objetividad e imparcialidad que caracteriza al Ministerio Público.

k).- Coordinación con otros cuerpos de policía:
En 2.006 convoqué a una reunión de alto nivel, con los jerarcas de Seguridad Pública y Justicia, así como con todos los altos jefes de los distintos cuerpos policiales del país. Asistieron observadores de la DEA y de la policía francesa.

La reunión se llevó a cabo en Punta Cocles, Limón, donde se estudió el fenómeno criminal de esa provincia. A raíz de ese encuentro se realizó, meses después, la “Operación Caribe”, en virtud de la cual fueron trasladados a la ciudad de Limón casi 100 policías, entre Fuerza Pública y OIJ, cuya presencia evitó por seis semanas que se diera algún homicidio en esa ciudad. Además, se logró la aprehensión de personas rebeldes o condenadas, al tiempo de desarticular pequeños cárteles locales. El OIJ cumplió el compromiso con ayuda económica del Ministerio Público, que aportó una suma de los gastos confidenciales de la Fiscalía General.

 

l).- Crimen organizado:
El Ministerio Público, junto con el Instituto Costarricense sobre Drogas, entregó al Poder Ejecutivo el Proyecto de Ley Contra la Delincuencia Organizada, convertido en ley de la República según se dijo, que incluye los instrumentos procesales para la lucha contra las redes criminales.

Al compartir experiencias con el Procurador Nacional Antimafia de Italia Pietro Grasso, fue claro al señalar que la lucha contra la mafia en su país afrontó idénticos problemas que los nuestros, por lo que ofreció toda la cooperación y experiencia para instruir a la Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado, lo que se hizo en mayo y junio de 2.008. Así mismo ofreció ayuda para formar a los policías de la correspondiente Sección en el Organismo de Investigación Judicial. Esta última, como ya se indicó, es tarea pendiente para el O.I.J.

 

m).- Legitimación de capitales:
La Fiscalía Adjunta Contra el Crimen Organizado atiende, entre otros casos, las redes de legitimación de capitales derivados del narco-tráfico. Sin embargo, el blanqueo de dinero, de conformidad con la ley vigente es el que proviene de la comisión de cualquier delito grave, en razón de lo cual el Ministerio Público abrió estas investigaciones a otras materias, de modo que ahora se atienden asuntos de legitimación de capitales derivados de fraudes, robo de vehículos, sicariato, trata de personas y delitos económicos. Además, ahora no esperamos a resolver el hecho principal para después investigar la legitimación de capitales, sino que procedemos simultáneamente. En otras situaciones actuamos preventivamente, como en conocido caso Quintavalle, en el que sin esperar denuncia, tanto el Ministerio Público como el Instituto Costarricense sobre Drogas habíamos iniciado las investigaciones.

 

n).- Situaciones de crisis:
Ante la ausencia de legislación para atender situaciones de crisis, por primera vez ejercí la potestad del Fiscal General de la República de emitir una instrucción general, en este caso la 01-05, vinculante para todas las autoridades policiales del país, para la atención de eventos críticos. Sin embargo urge la aprobación de una ley o de al menos un decreto que solvente la laguna del ordenamiento en este caso. 

 

ñ).- Propiedad intelectual:

Las ofensas contra la propiedad intelectual son protegidas por el Ministerio Público en un marco más amplio que el Departamento de Justicia de los Estados Unidos de América, pues en tanto dicho país solamente interviene cuando el delito se relaciona con terrorismo, narcotráfico o lavado de dinero, en Costa Rica se actúa frente a esos supuestos y además, cuando los artículos falsificados ponen en peligro la salud de las y los consumidores. El resto de los asuntos deben tramitarse mediante querella o por conversión de la acción pública en privada.

 

o).- Consejo de Ministerios Públicos Centroamericano:
Por casi tres años ejercí, en mi condición de Fiscal General, la presidencia del Consejo de Ministerios Públicos Centroamericano, y la OATRI es desde hace dos años la  Secretaría Técnica pro tempore. De aquí partirá la coordinación y políticas para perseguir y castigar el crimen transnacional en el istmo. 

 

p).- Gestión y recepción de ayuda de las Embajadas de Italia, Gran Bretaña, Francia, Estados Unidos de América, España y de Colombia. La Embajada de Italia junto con UNICRI y PANIAMOR, nos donó el software para enlazar con la Fiscalía de Delitos Sexuales de San José, todas las causas del país en esta materia. La Embajada de Gran Bretaña donó el equipo y capacitación para entrevistas de víctimas  de delitos sexuales, para evitar su re-victimización y hace meses se utiliza con buen suceso en San José; y una segunda donación consistió en un Taller sobre recuperación de dineros comisados y decomisados en materia de legitimación de capitales. La Embajada de los Estados Unidos de América ha contribuido con la donación de equipos para la persecución de los delitos sexuales, así como con capacitación. Hemos recibido también donaciones y capacitación de las Embajadas de Francia, España y Colombia.

 

q).- Establecimiento reciente de relación con la Embajada China, con la que se hacen los preparativos para suscribir un Convenio con el Ministerio Público de ese país, que nos permita mayor eficacia en la lucha contra el trasiego, explotación sexual y la esclavitud de inmigrantes de esa nacionalidad.

 

r).- Hemos participado activamente en foros internacionales con UNODC, ILANUD y el Fondo Monetario Internacional en materia de combate al terrorismo, a la corrupción y a la legitimación de capitales.

 



s).- Equipos de investigación con autoridades extranjeras: Por primera vez se ejerció la potestad del Fiscal General de integrar equipos conjuntos de investigación con autoridades extranjeras, de conformidad con el artículo 65 del Código Procesal Penal, para lo cual se firmaron acuerdos para casos concretos.

 



t).- Investigaciones en el exterior: Gracias al Poder Legislativo, que incluye en la Ley de Presupuesto Nacional una partida de gastos confidenciales de la Fiscalía General, desde 2.005 se han logrado avances importantes en investigación en el extranjero. La globalización de la criminalidad, que llegó primero, ha obligado a ir más allá de las fronteras a investigar o a recabar prueba. Así, hay Fiscales que han estado en esa misión en Guatemala, Nicaragua, Panamá, Colombia, Ecuador, Las Antillas, Miami, New York, Washington, Gran Bretaña, Alemania, Francia e Italia. Esto nos ha convertido en un Ministerio Público relativamente poderoso, pues la mayor fortaleza, por encima de instalaciones adecuadas que siempre son necesarias, está la capacidad de maniobra y de reacción frente al delito.

 

u).- Atención de demandas por violación de derechos humanos:

Por primera vez, el Ministerio Público patrocinó al gobierno de Costa Rica en una causa ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en Washington, concretamente en el caso Nicaragua vs. Costa Rica, por la desafortunada muerte del ciudadano nicaragüense Natividad Canda Mairena, por el ataque de dos perros en Cartago. En esta oportunidad la Embajadora de Costa Rica en México Gioconda Úbeda tuvo a su cargo la defensa procesal, en tanto a mí, en mi condición de Fiscal General, me correspondió la defensa de fondo. Con ello el Ministerio Público contribuyó a la absolutoria a favor de nuestro país, constituyendo una victoria judicial internacional celebrada por el pueblo costarricense. La Cancillería ha solicitado al Poder Judicial, autorización para que el Ministerio Público colabore en este tipo de procesos siempre que así lo requiera el Ministro de Relaciones Exteriores.

 



v).- Conformación de un equipo de trabajo interinstitucional:  Por iniciativa de la Fiscalía General de la República, la cual fue compartida posteriormente por la Procuradora General Ana Lorena Brenes, conformamos la Comisión Interinstitucional, a la que asiste también la Contralora General de la República Rocío Aguilar. Nos reunimos periódicamente para coordinar las investigaciones y casos que, conjuntamente abordados, permiten disminuir el tiempo de investigación y eliminar la duplicidad, así como evitar la prueba ilegal para los procesos penales.

 

2.3. Estado de los proyectos pendientes de concluir 
Dentro de los principales proyectos pendientes de concluir se encuentra el Proyecto para el fortalecimiento de la Administración de Justicia, financiado con fondos del Banco Interamericano de Desarrollo.

Este Proyecto aprobado mediante Ley 8273 del 18 de enero de 2002, comenzó su ejecución a partir del nombramiento del Gerente del Componente Ministerio Público el 15 de enero de 2003, según consta en sesión 04-2003 del Consejo Superior del Poder Judicial. 

Tal y como se ha indicado en anteriores apartes el Ministerio Público ha cumplido con los objetivos de la Ley del Préstamo, a saber: el fortalecimiento de la capacidad de investigación y persecución de los delitos para la adecuada implantación del nuevo Código Procesal Penal, por medio de los cuatro componentes: Mejoramiento gerencial y de la planificación estratégica, mejoramiento de la gestión de las fiscalías, atención a las víctimas de delitos y fortalecimiento del recurso humano. Lo cual se ha logrado entre otras acciones con adquisición de equipo, capacitación en Gerencia, Maestría de Fiscales,  sensibilización en materia de género, protocolos de atención a víctimas de delitos sexuales, elaboración de manuales sobre diferentes materias, etc.  En la actualidad únicamente falta por ejecutar el proyecto de gestión al cual fue necesario salir de manera conjunta con el resto de componentes,  lo cual significó un atraso importante.

En sesión No. 57-08 del 5 de agosto del 2008 artículo XVI, El Consejo Superior del Poder Judicial acordó adjudicar la licitación pública a la empresa Indra Sistemas S.A, firmándose el respectivo contrato el 2 de septiembre de 2008, aquel contrato tiene por objeto el Rediseño de Procesos de la Gestión de las Fiscalías del Ministerio Público, el rediseño de procesos de la labor del defensor(a) de la Defensa Pública y el desarrollo de Herramientas informáticas para el Ministerio Público, Defensa Pública y su articulación con el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales.

Esta contratación inició el 12 de enero del 2009, aprobándose el plan de trabajo o proyecto el día 8 de enero del 2009, único producto recibido y aprobado por el grupo contraparte técnico del Ministerio Público, durante ese año dos mil nueve hubo una serie de incumplimiento de la empresa Indra con los tiempos y la calidad de los productos entregados de conformidad con los términos de referencia, hasta que el 3 de noviembre de aquel año, por parte de la Unidad Ejecutora del Programa se puso en conocimiento la resolución del procedimiento de resolución contractual y ejecución de garantía de cumplimiento.

Para el 3 de diciembre del 2009, la Comisión de Seguimiento, acordó escuchar a los representantes de la empresa Indra Sistemas, generándose el 2 de febrero del 2010 el acuerdo de generar una carta de entendimiento para lograr llegar a la finalización del proyecto sin desmejorar el objeto del contrato y sin modificar el monto de aquella contratación. Lo anterior trajo como consecuencia que la Comisión de Seguimiento en sesión No. 4-10 del 9 de febrero del 2010, dispuso recomendar al Consejo Superior la continuación de la contratación, lo cual fue acogido por el Consejo Superior en sesión número 15-10 del 18 de febrero del 2010, en el artículo VIII.

Con base en lo anterior, se comenzó a ejecutar nuevamente las actividades en pro de la presentación de los productos contratados, sin embargo a la fecha han sido rechazados por el grupo contraparte técnico todos los productos presentados al Ministerio Público por la empresa, por problemas de calidad e incumplimiento en los términos de referencia, estando en ejecución y en espera de una decisión del Comité Gerencial a partir del día 26 de julio en adelante y muy posible de la propia Comisión de Seguimiento.

2.4. Principales acciones por realizar para la buena marcha de la Fiscalía General
Es imperativo defender la completa independencia del Ministerio Público en el diseño y ejecución de la política de persecución penal, lo que ya está declarado por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia 2009-12090. En esta sentencia se reafirma lo establecido por la ley, en punto a la completa independencia del Fiscal General en esta tarea.
3. CAMBIOS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO DEL ENTORNO QUE HAN AFECTADO EL QUEHACER INSTITUCIONAL Y DE LA DIVISIÓN

3.1. Promulgación de Leyes: 

3.1.1 Ley 8292 Ley de Control Interno. Gaceta 169 del 4 de setiembre de 2002.

3.1.2 Ley 8422 contra La Corrupción y el Enriquecimiento ilícito en la función pública. La Gaceta Nº 212 — Viernes 29 de octubre del 2004. 

En relación con esta ley cabe resaltar que en la actualidad se encuentra trabajando en una revisión y  propuesta de reforma a dicha ley una comisión interinstitucional en la que participan la Contraloría General de la República, la Procuraduría General de la República, el Instituto Costarricense contra Drogas, el Ministerio de Justicia y el Ministerio Público. Esta Comisión expuso un primer avance de su trabajo en el 4to Congreso Nacional de Gestión y Fiscalización de la Hacienda Pública, realizado el 30 de junio de 2010, en el Hotel Barceló San José Palacio. Entre las reformas se sugiere la inclusión de algunos puestos no descrito en el aparte de incompatibilidades, asimismo se valora la creación de una norma general que recoja los supuestos de incompatibilidad y prohibición y unifique la normativa que se encuentra dispersa en varios cuerpos legales. En relación con los tipos penales se pretende simplificar o aclarar aquellos tipos que han provocado problemas en su aplicación en los casi seis años de vigencia de la Ley 8422.

3.1.3 Ley 8589 Penalización de la violencia contra las mujeres Gaceta 103 del 30 de mayo de 2007.

3.1.4 Ley 8630. Deroga el 343 bis Ofrecimiento u otorgamiento de dádiva  y adiciona 345 bis que agrega circunstancias al delito de cohecho. Gaceta 15 febrero de 2008. Con esta reforma se agregaron dos circunstancias para la aplicación de las penas del delito de cohecho, incluyendo la dádiva solicitada por el funcionario, asimismo se incluye la utilización de la posición del funcionario público como tal, aunque el acto sea ajeno a su competencia autorizada. Esta reforma obliga a determinar casos límite entre concusión y el tráfico de influencias.

3.1.5 Ley 8696 reforma ley de tránsito Alcance No. 55 a la Gaceta 248 del 23 de diciembre de 2008.

3.1.6 Ley 8720  Ley de  protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al código procesal penal y al código penal. Gaceta 77 del  22 de abril de 2009.

3.1.7 Ley  8719 Fortalecimiento de la legislación contra el terrorismo Gaceta 52 del 16 de marzo de 2009
3.1.8 Ley 8754 contra la Delincuencia Organizada, Gaceta 143 Alcance No. 29 del  24 de julio de 2009
4. ESTADO DE LA AUTOEVALUACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO INSTITUCIONAL. 

4.1 Acciones emprendidas para establecer, mantener, perfeccionar y evaluar al sistema de control interno del Ministerio 
Las medidas y acciones tomadas durante la gestión que finaliza se han basado en el análisis de la situación imperante y la información obtenida mediante el proceso de autoevaluación, que en última instancia ha propiciado información e insumos para el mejoramiento y para la toma de decisiones oportunas.

Lo anterior acorde con la Ley General de Control Interno N°8292, que busca el impulso o fortalecimiento de los mecanismos de control, así como el desarrollar medidas y  acciones para maximizar la utilización de los recursos públicos institucionales.

Dentro del ámbito de competencia cada despacho u oficina del Ministerio Público realiza anualmente las autoevaluaciones del Sistema de Control Interno, y a nivel general se el taller conjunto de revisión del resultado de las mismas, todo lo que permite identificar y corregir las acciones que obstaculicen el cumplimiento de los objetivos de nuestra organización.

 Análisis
A continuación se detalla para cada uno de los componentes funcionales las acciones y medidas más significativas emprendidas, así como las propuestas acciones por realizar

4.1.1
Ambiente de Control

De lo realizado:

i. Desde el inicio de la gestión agilizar los concursos de nombramientos en propiedad de las plazas de Fiscales, principalmente de los Fiscales Auxiliares.

ii. Generar lo movimientos internos que hayan sido necesarios para procurar un situación favorable a la realización del trabajo, tanto de los profesionales como de los despachos, en esencial debido a situaciones de salud o de carácter familiar, siempre en procura de no afectar el servicio público como eje primordial.

iii. Dada la necesidad de oferentes de Fiscal Auxiliar con todos los requerimientos, en especial por la poca cantidad de profesionales que ganaron los exámenes de selección, se ha generado una pequeña bolsa de profesionales que contribuya a cubrir las necesidades de sustituciones de carácter temporal, esencialmente en periodos cortos.

iv. Promovido en coordinación con la Unidad de Control Interno la realización de curso de control interno que subsanara los vacíos por desconocimiento de los términos y aplicación normativa.  
v. Iniciar la elaboración de un mecanismo para la evaluación de las Fiscalías donde se consideren tanto los aspectos cualitativos como los de cantidad.

vi. Apoyar y realizar gestiones ante las instancias superiores del Poder Judicial a las para el reconocimiento de plus salariales, riesgos asociados al ejercicio de la labor de los Fiscales.   Para el caso de los anteriores “Auxiliares Judiciales Coordinadores”, el apoyo en los trámites por reconocimiento de asumir la responsabilidad de la coordinación y asistencia en la administración del  despacho.  Hoy el puesto se denomina Asistente Judicial con un sueldo mayor de acuerdo a responsabilidades y funciones.

vii. Mantener una actitud ética que sirva de ejemplo a nivel interno como externo en las Fiscalías, comenzando por el despacho de la Fiscalía General de la República.

viii. Dar mayor importancia y preponderancia al Consejo Fiscal en el asesoramiento de la definición de políticas de persecución penal como en el abordaje de otros temas y situaciones de interés institucional para el Ministerio Público.  Con ello los y la Fiscales Adjuntos(as) tiene potestad de toma de decisiones y la ejecución de las metas establecidas, esto en la materia, ámbito y territorio de su competencia.

ix. Haber iniciado gestiones y coordinación para la creación de una plataforma informática integrada que recopile la información de los casos a nivel nacional
x. En acatamiento de las Normas de Control Interno para el Sector Público N-2-2009-CO-DFOE, aprobadas mediante resolución del Despacho de la Contralora General de la República Nº-R-CO-9-2009 del 6 de enero de 2009, publicadas en la Gaceta No. 26 del 6 de febrero de 2009, la Fiscalía General emitió la Circular 08-ADM-2010, del 15 de marzo de 2010.
Por realizar:

i. Propiciar por parte de la Corte una revisión de la política de disponibilidad de los Fiscales y de dotar de mayores condiciones y recursos para la Fiscalía de Turno Extraordinario.

ii. Promover la modificación de la Ley Orgánica del Ministerio Público que le brinde rango constitucional, le brinde independencia administrativa y le fortalezca en todos los ámbitos, materias y el desarrollo de su labor en general.
iii. Continuar con el fortalecimiento y mayor impulso al Consejo Fiscal como órgano relevante para el Ministerio Público y una mayor facultación a los(as)  Fiscales Adjuntos(as).
iv. Dar continuidad a la elaboración o creación del mecanismo o sistema objetivo para la evaluación de las Fiscalías donde se consideren tanto los aspectos cualitativos como los de cantidad.

v. Política interna de nombramiento de los oferentes en plazas de Fiscal Auxiliar a cargo de la Unidad de Capacitación pero con pasantías en fiscalías específicas, en Coordinación con la Administración
vi. Continuar con la gestiones para la creación de la plataforma informática integrada. que recopile la información de los casos a nivel nacional.
vii. Ante la inexistencia de una oficina que organice y analice  la información total de las causas en el Ministerio Público, propiciar su creación e instar a la Corte Plena el otorgamiento del presupuesto necesario para la creación y funcionamiento de la misma.
4.1.2-
Valoración del Riesgo

De lo realizado:

i. Transmitir algunas situaciones e informes de situaciones de riesgos para que se procuraran medidas inmediatas de seguridad en los locales y edificios donde se localizan Fiscalías u oficinas del Ministerio Público.
ii. También favoreció la creación de los equipos de riesgos en cada despacho.
iii. Coordinación a través de la Unidad administrativa del Ministerio Público con la Unidad de Control Interno la realización de cursos y la creación de los equipos de riesgos en las Fiscalías y oficinas del Ministerio Público.
iv. A través de la supervisión administrativa la consulta y revisión de los archivos, carpetas con información de Planes Operativos, Presupuestos, Valoraciones de Riesgo y principalmente de la realización de acciones para administrar o mitigar riegos.

Por Realizar:

i. Solicitar y tramitar ante el Consejo Superior implementar y mejorar las medidas de seguridad en todos los edificios y o locales alquilados donde se localicen las Fiscalías y oficinas del Ministerio Público, para el aseguramiento no solo de los expedientes y sus elementos probatorios; sino en especial por la seguridad del  personal.  Asimismo, la seguridad de los funcionarios que deben llevar a cabo actividades y diligencias fuera de las edificaciones.
ii. Contribuir a que de se de la permanencia y funcionamiento de los equipos de riesgos en las diferentes Fiscalías, Unidades y oficinas del Ministerio Público.  Así como de su capacitación y asesoría continua en su labor.
iii. Dada la falta mayor cantidad de profesionales distintos a los abogados para los procesos administrativos y de control de riesgos, propiciar el fortalecimiento y desarrollo de la Administración del Ministerio Público.
iv. Proponer bases y fundamentos de  una carrera fiscal, como un factor de estabilización laboral.
v. A nivel interno del Ministerio Público, elaborar guías o informativos periódicos de refrescamiento sobre el tema en coordinación con la Oficina de Riesgos del Poder Judicial.  Además de que ello sirva para una mayor vinculación con la planificación institucional.
4.1.3-
Actividades de Control

De lo realizado:

i. Generación de circulares y directrices que contribuyen a mejorar la custodia de la evidencia, expedientes de la oficina y de activos o recursos públicos en general; así como  tomar conciencia al personal sobre la responsabilidad que tienen.

ii. La Fiscalía General designo en la Fiscalía Adjunta de Control y Gestión la realización de estudio analítico de los informes y los controles administrativos que deben llevar y suministrar las Fiscalías y oficinas del Ministerio Público, para valorar la utilidad, pertinencia y necesidad ante la posible duplicidad de los actuales sistemas de control.

iii. Realización de actividad anual pública de informe y rendición de cuentas especifica de la Fiscalía general de la República en acto con presencia de representantes de supremos poderes y en especial de la comunidad en general.
iv. Lineamientos permanentes para controlar la atención a los usuarios en los diferentes despachos judiciales.

Por Realizar:

i. Dar continuidad a la definición de lineamientos a las actividades de control que correspondan y sobre todo de concienciar al personal sobre la responsabilidad que tienen por la custodia de la evidencia y expedientes de la oficina, como del uso de los recursos públicos.

ii. Retomar los resultados del estudio de informes y los controles, efectuado por la Fiscalía Adjunta de Control y Gestión, para definir pertinencia y necesidad de los mismos, tomando medidas que eliminen duplicidades de los sistemas prevalecientes.

iii. Simplificar el sistema de recopilación de información estadística y se debe de dotar de los recursos necesarios para su correcto funcionamiento.
iv. Continuidad en rendición de informe y cuentas a nivel público por parte del Fiscal General como responsable máximo del Ministerio Público.

v. Continuar con el control de la atención a los usuarios en los diferentes Fiscalías y Oficinas del Ministerio Público.

4.1.4-
Sistemas de Información

De lo realizado:

i. Creación, funcionamiento y mejora del Sitio Web del Ministerio Público.

ii. Propiciado ante las instancias del Departamento de Tecnología de la Información del Poder Judicial  el mejoramiento de los servicios de comunicación con Intranet  e Internet para la Fiscalías y oficinas del Ministerio Público.

iii. Gestionar ante el Consejo Superior que se promuevan los mecanismos de comunicación informáticos que faciliten la ubicación de datos que requieran los usuarios internos y externos.

iv. Identificar la información que se requiere hacer del conocimiento del personal e implementar un sistema que garantice que llegará dicha información a los destinatarios en forma oportuna.

Por Realizar:

i. Concretizar los proyectos de mejora y actualización del Sitio Web del Ministerio Público.

ii. Gestar la Creación de una oficina de Estadística especifica para el Ministerio Público.
iii. Simplificación de los informes y que haya una instancia o funcionario(a) que analice dichos informes para la toma de decisiones.
iv. Definición de una política integral de comunicación.

v. Identificar la información que se requiere hacer del conocimiento del personal e implementar un sistema que garantice que llegará dicha información a los destinatarios en forma oportuna.

vi. Simplificar el sistema de recopilación de información estadística y se debe de dotar de los recursos necesarios para su correcto funcionamiento.
4.1.5-
Seguimiento

De lo realizado:

i. Se ha dado la evaluación periódica de los Planes Operativos y las observaciones, ajustes o  toma de las medidas correctivas, para que al final de cada año se logren las metas.

ii. Promovido las mejoras a la ejecución del presupuesto de nuestro programa para la entrega oportuna de los bienes presupuestados.

iii. Procurado revisar y actualizar las circulares y lineamientos emitidos por la Fiscalía General.

Por Realizar:

i. Gestionar al Consejo Superior para que solicite a  los Departamentos técnicos especializados que brinden plazos razonables para la realización y revisión de informes.
ii. Dar continuidad a la revisión de los informes de los despachos judiciales.

iii. Necesidad de continuar con la revisión y actualización de circulares y lineamientos de la Fiscalía general.
iv. Dar seguimiento al cumplimiento de las circulares emitidas por la Fiscalía General.
5. ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS FINANCIEROS ASIGNADOS. 

Para los periodos presupuestarios comprendidos entre los años 2004 al 2009 se autorizaron para el Ministerio Público un total de ¢87.336.658.411,00 en montos diversos para cada periodo como se presenta en el cuadro que se expondrá a continuación, recursos que fueron ejecutados en un 95.3%, siendo variable dicho porcentaje para cada año:

PODER JUDICIAL, PROGRAMA 929 MINISTERIO PÚBLICO 

Producto: Actividades de Promoción y Ejercicio de la Acción Penal

	Descripción del Producto
	Años
	Monto Autorizado o Presupuestado

(en ¢)
	Monto Ejecutado

(en ¢)
	Porcentaje de Ejecución 

(%)

	1. actividades de promoción y Ejercicio de la Acción Penal

	2004
	8.128.365.383,00
	7.991.547.022,19
	98.3 %

	
	2005
	10.085.640.120,00
	9.736.250.745,79
	96.5 %

	
	2006
	11.752.621.000,00
	11.480.073.228,98
	97.7 % 

	
	2007
	13.601.600.000,00
	13.396.815.795,13
	98.5 %

	
	2008
	19.133.522.908,00 
	    17.697.786.849,33 
	92.5 %

	
	2009
	24.634.909.000,00
	22.939.091.507,39
	93.1%

	Total General
	--
	87.336.658.411,00
	83.241.565.148,81
	95.3%


Fuente: Elaborado con información suministrada por el Departamento Financiero y la prevaleciente en los informes de evaluación de actividad y financieros del programa 929 Ministerio Público.

En el periodo presupuestario 2007 se dio un mayor nivel porcentual de ejecución (98.5%) coincidiendo que en dicho año se inicio la puesta en marcha del Plan Estratégico Quinquenal 2007-2011 del Ministerio Público.
Es importante mencionar que para la ejecución de la Ley de Protección a Víctimas y Testigos, se aprobó a finales del año 2009 un presupuesto extraordinario por la suma de ¢995.161.142,00  para la atención de las necesidades de dicha oficina respectiva, sin embargo dichos recursos fueron cargados presupuestariamente en el último bimestre del año, lo cual dificultó en gran manera la ejecución del mismo. 

Cabe destacar que no se incluye el año 2003 por cuanto se manejaba el presupuesto del Poder Judicial como un solo programa y en especial la partida de remuneraciones estaban consolidados los montos de lo aprobado como también en lo montos ejecutados. 

Para el año 2010 la suma autorizada llega a la cantidad de ¢31.443.742.000,00 siendo que para el primer semestre se ha logrado ejecutar el 44.1% del presupuesto del programa 929 Ministerio Público, lo que arroja un avance dentro de los parámetros normales de ejecución global del primer semestre en los últimos años:

PODER JUDICIAL, PROGRAMA 929 MINISTERIO PÚBLICO

Presupuesto Aprobado para 2010 y Ejecutado al I Semestre

	Descripción del Producto
	Años
	Monto Autorizado o Presupuestado

(en ¢)
	Monto Ejecutado

(en ¢)
	Porcentaje de Ejecución 

(%)

	1. actividades de promoción y Ejercicio de la Acción Penal

	2010
	31.443.742.000,00
	13.869.807.247,89
	44.1 %


Fuente: Elaborado con información suministrada por el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.
5.1 Desempeño de la Ejecución

Por constituir una institución pública fundamentalmente de servicios la partida general de “Remuneraciones” es la más relevante en los últimos cuatro años tanto en el monto autorizado o presupuestado con un promedio 93% del presupuesto anual total y de igual manera en la ejecución del mismo  se ha venido dando una aplicación del 98.5%.

En cuanto a las partidas de tipo operativo ( “Servicios”, “Materiales y Suministros”, “Bienes Duraderos”), dentro de las subpartidas con mayor desempeño podemos destacar la ejecución de: 1.05.01 “Transporte Dentro del País”  y 1.05.02 “Viáticos Dentro del País” por medio de las cuales se cancelaron viáticos y transporte a funcionarios del Ministerio Público a nivel nacional; además de gestionarse ayudas económicas a personas de escasos recursos. Por medio de la subpartida 1.04.06 “Servicios Generales” se logró gestionar la compra de aspectos como cortinas para diversidad de Fiscalías y oficinas.  Los fondos de la subpartida 1.08.01 “Mantenimiento de Edificios y Locales” se emplearon en la contratación para construcción de  oficinas, instalación de polarizados,  servicio de mano de obra para la  pintura de diferentes despachos en espacios tanto del personal profesional como de apoyo y de las zonas de atención de usuarios(as).

Otra de las partidas que  presentaron mayor movimiento son la 1.08.05 “Mantenimiento de Equipo de Transporte” y 2.04.02 “Repuestos y Accesorios”, las cuales se emplearon  para gestionar la compra de repuestos y la cancelación del servicio de mano de obra, por la reparación de los diferentes vehículos y motocicletas pertenecientes al Ministerio Público, lo anterior por cuanto estos representan insumos necesarios e indispensables para el desempeño de  funciones  y realización de las diversas diligencias de investigación, como lo es el traslado de evidencias y armas, ya sea al Depósito de Objetos o al Arsenal; o bien  desplazarse a realizar inspecciones, allanamientos, entre muchas otras.  A su vez, con la 10807 “Mantenimiento de Equipo de Oficina”  se utilizó  en la reparación de equipos como escritorios, cepillos eléctricos, fotocopiadoras, fax, y una gran diversidad de equipo menor. 

Dentro de los gastos que destacan en la  sub partida 2.99.04 “Textiles y Vestuarios” se destaca la compra de capas, botas y oro tipo de vestimenta para oficiales de citación y localización, Fiscales y demás personal que lo requiera de acuerdo a la función que cumplen, así como banderas distintivas entre otros. 

Por medio de la subpartida 5.01.02 “Equipo de Transporte” se logró adjudicar la compra de vehículos sedán, carga liviana y motocicletas, aires acondicionados para las unidades. Los recursos en la subpartida 5.01.04 “Equipo y Mobiliario de Oficina”, se  utilizaron en la adquisición de escritorios, archivadores, juegos e muebles, bibliotecas, mesas, sillas, cajas de seguridad para el resguardo de documentación y/o títulos valores, además de confeccionar estantería variada para la ubicación de expedientes, lo que permitió brindar mayor confidencialidad y seguridad al personal profesional y auxiliar. En cuanto a los recursos de la subpartida 6.02.01 “Becas a Funcionarios” se utilizaron para cubrir gastos de funcionarios que actualmente cursan maestrías de acuerdo a lo programas de becas existentes en el Poder Judicial. 

En general los montos y porcentajes de la ejecución presupuestaria expuesta reflejan el empleo eficiente y eficaz de los recursos asignados al  Ministerio Público.  
6. ESTADO ACTUAL DE CUMPLIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, AUDITORÍA INTERNA O ALGÚN OTRO ÓRGANO DE CONTROL INTERNO. 

En relación con el estado actual de cumplimiento de las recomendaciones de la Contraloría General de la República, la Auditoría interna o algún otro órgano de control interno, realizada la revisión respectiva en la Fiscalía General,  así como la consulta a los órganos de control (oficio No FGR 608-2010 del 23 de julio de 2010
 dirigido a la Gerencia de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República), así como correo remitido a la Auditoría del Poder Judicial, vemos que en este momento únicamente se encuentran pendientes de cumplimiento las disposiciones giradas a la Fiscalía General de la República en el Estudio denominado “Evaluación de Gastos Confidenciales de la Institución otorgados al Ministerio Público.” Específicamente las contenidas en los numerales 4.3 y 4.4,  debido a que requieren la emisión de lineamientos de manera conjunta con el Organismo de Investigación Judicial y el Departamento de Planificación del Poder Judicial, sobre las cuales se está trabajando.

7. ENTREGA FORMAL DE ACTIVOS CUSTODIADOS POR LA FISCALÍA GENERAL 
8- ANEXOS

a. Inventario de bienes a cargo del Despacho del Fiscal General
b. Logros alcanzados de conformidad con el Plan Estratégico quinquenal.”
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Se acordó: Tener por recibido el informe anterior del doctor Francisco Dall´Anesse Ruiz, en relación con el ejercicio del cargo de Fiscal General de la República.
ARTÍCULO IX
El Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 54-10 celebrada el 27 de mayo del año en curso, artículo IX, tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:


“En sesión N° 27-10 celebrada el 18 de marzo de este año, artículo LI, se solicitó al doctor Francisco Dall’Anese Ruiz, Fiscal General de la República, que informara a este Consejo los nombres de los fiscales y fiscalas trasladados y las oficinas en que fueron realizados los cambios, lo anterior de conformidad con la Ley General de Control Interno y de las recomendaciones de la Contraloría General de la República, acerca de la rotación de puestos. 

         En sesión N° 37-10 del 20 de abril del año en curso, artículo LXI, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:

         “En atención a lo anterior el doctor Francisco Dall’Anesse Ruiz, Fiscal General de la República, en oficio Nº FGR-0298-2010 de 5 de abril en curso, hace del conocimiento lo siguiente:

“(…)

 

         El Capítulo II, titulado “Normas sobre Ambiente de Control”, del cuerpo reglamentario denominado Normas de Control Interno para el Sector Público, N-2-2009-CO-DFOE, aprobadas por la Contralora General de la República mediante resolución R-CO-9-2009 del 26 de enero de 2009, Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero de 2009, parágrafo 2.5.4, refiere la rotación de labores, en los siguientes términos:

 

2.5.4 Rotación de labores:

 

         El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la rotación sistemática de las labores entre quienes realizan tareas o funciones afines, siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida.

 

         Ahora bien, el artículo 25.g de la Ley Orgánica del Ministerio Público, otorga la competencia al Fiscal General de la República para “[…] Efectuar […] nombramientos, ascensos […] y traslados de los fiscales […]”.

 

         De conformidad a la normativa de cita y a la Circular de la Fiscalía General de la República 08-ADM-2010, se dispone la siguiente rotación de jefaturas:

 

         La Fiscala Adjunta del Circuito Judicial de Heredia, pasará a la Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela.

 

         La Fiscala Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela, pasará a la Fiscalía Adjunta del III Circuito Judicial de Alajuela.

 

         El Fiscal Adjunto del III Circuito Judicial de Alajuela, pasará a la Fiscalía Adjunta de Heredia.

 

         Estos traslados afectan a la Fiscala Adjunta Emilia Navas, que pasará de Heredia a Alajuela; a la Fiscala Adjunta Silvia Carmona, que pasará de Alajuela a San Ramón; y al Fiscal Edwin Retana, que pasará de San Ramón a Heredia.

 

         Se aclara que actualmente la Fiscala Adjunta titular  de la Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela, es la licenciada Silvia Carmona. Esta dirige interinamente la Fiscalía Adjunta de Ejecución de la Pena, por lo que el traslado a San Ramón se hará efectivo –de momento- en la persona de su suplente doña Annia Henríquez.

 

         Esta rotación se hará efectiva a partir del 1º de mayo de 2010.”
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[…]
Se acordó: 1.) Por mayoría, tener por rendido el informe anterior y tomar nota de los traslados realizados por el Fiscal General de la República, por estar fundamentados en lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. Sobre este extremo la Magistrada Villanueva y la Integrante Chaves Cervantes se apartan del voto de mayoría y disponen que previamente a resolver la solicitud del Fiscal General se le remita a éste para que fundamente y explicite los motivos de su gestión. Lo anterior con el único interés de fortalecer la transparencia institucional y del propio Ministerio Público, con base en las siguientes consideraciones:

I.- Indica el señor Fiscal General que su decisión de trasladar las plazas de fiscales y fiscalas tiene como sustento las Normas de Control Interno para el Sector Público emitidas por la Contraloría General de la República en la resolución No. 2-2009-CO-DFOE, específicamente el apartado 2.5.4; y el artículo 25 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

II.-  Efectivamente, el artículo 25 de la Ley Orgánica del Ministerio Público le señala al Fiscal General, dentro de sus atribuciones, fijar la organización del Ministerio Público, lo mismo que ejercer la administración y disciplina de esa dependencia.

III.- Sin embargo, el ejercicio de esas facultades no puede abstraerse del ámbito normativo más general, fijado por los principios constitucionales y legales  que rigen en un estado de derecho, en el cual, el ejercicio de las potestades discrecionales se inserta en el bloque de legalidad.  En ese contexto, la razonabilidad en el ejercicio del poder se torna básica y particularmente,  donde las normas generales, tienen un contenido distinto. (Facultades regladas – estabilidad  frente facultades discrecionales y  movilidad).  La discrecionalidad y la movilidad son situaciones excepcionales que deben justificarse.

IV.- La discrecionalidad no implica arbitrariedad. La necesaria motivación de los actos que afectan derechos subjetivos está dispuesta como un requisito de validez del acto, por el artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, que dice:

“Serán motivados con mención, sucinta al menos, de sus fundamentos:

a)    Los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos.

 

V.- Por su parte, la Sala Constitucional, al igual que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se han referido en forma amplia y reiterada al derecho a la estabilidad en el empleo público como un derecho constitucionalmente garantizado a todos los funcionarios y funcionarias del sector público y no únicamente a quienes están cubiertos por el Estatuto del Servicio Civil. Se ha afirmado que la “garantía de estabilidad” deriva de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política; e implica el derecho a permanecer en el puesto, a no ser removido, salvo que exista una causa justificada; evitando con ello la arbitrariedad de parte de las autoridades públicas. 

Dice el artículo 192 Constitucional:

Con las excepciones que esta Constitución y el estatuto de servicio civil determinen, los servidores públicos serán nombrados a base de idoneidad comprobada y sólo podrán ser removidos por las causales de despido justificado que exprese la legislación de trabajo, o en el caso de reducción forzosa de servicios, ya sea por falta de fondos o para conseguir una mejor organización de los mismos.

                 

VII.- Son pues, dos principios básicos que deben tomarse en cuenta en la petición planteada a este Consejo: la razonabilidad de los actos de administración y la estabilidad en el empleo de los funcionarios y funcionarias potencialmente afectados.

VIII.- Cabe señalar que no desconocen las suscritas la naturaleza de instituciones como el Ministerio Público y los cuerpos de carácter policial; así como las advertencias con las cuales contratan su personal. Pero esto no exime de la obligación de motivar sus decisiones, considerando el carácter excepcional de la potestad discrecional y la posible afectación  de derechos. 

 2.) Trasladar al Fiscal General para su conocimiento lo manifestado por las Fiscalas y Fiscales Auxiliares y personal auxiliar de Heredia. 

El Departamento de Personal y la Fiscalía General de la República tomarán nota para los fines consiguientes.”
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         En relación con lo anterior, mediante correo electrónico de 18 de mayo en curso, el doctor Francisco Dall’Anese Ruiz, en su expresado carácter, remitió copia de la resolución Nº 87-2010, la cual en lo conducente literalmente dice: 

“(…)

 

         De conformidad con la normativa de cita, los numerales 134 y 135 de la Ley General de la Administración Pública, así como lo  134 de la Ley General de la Administración ayuda (sic) establecido en la Circular de la Fiscalía General de la República 08-ADM-2010, se dispone de manera definitiva  la siguiente rotación de jefaturas:

 

         a) La Fiscala Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios Licda. Patricia Cordero Vargas –junto con su puesto en propiedad código número 34402-, se trasladará definitivamente a la Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental.

 

         b) El Fiscal Adjunto de la Segunda Fiscalía Adjunta de San José Licenciado Juan Carlos Cubillo Miranda –junto con su puesto en propiedad código número 47564- se trasladará definitivamente a la Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios.

 

         c) El Fiscal Adjunto Agrario Ambiental –junto con su puesto en propiedad código número 34377-, se trasladará definitivamente a la Segunda Fiscalía Adjunta de San José.

 

         Se aclara en este acto administrativo que, actualmente el Fiscal Adjunto titular  de la Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental Licenciado José Pablo González Montero se encuentra fuera del Ministerio Público, en virtud de un permiso sin goce de salario otorgado por el Consejo Superior del Poder Judicial. En mérito de la anterior circunstancia, la presente reorganización se hace efectiva en la persona de su suplente el Licenciado Miguel Ángel García Martínez, pero se concreta el traslado definitivo del código de puesto asignado al titular José Pablo González Montero, a la II Fiscalía Adjunta del I Circuito Judicial de San José.

 

         Asimismo, en este acto además, se traslada definitivamente al Licenciado Warner Molina Ruiz titular del código 34372, como Fiscal Adjunto de Cartago; paralelamente, en igual sentido se dispone trasladar a la Licenciada Patricia Cordero Vargas –plaza 34402- a la Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental,  al Licenciado José Pablo González Montero propietario del código de puesto 34377, a la Segunda Fiscalía Adjunta de San José y el Licenciado Juan Carlos Cubillo Miranda –propietario del código 47564- se traslada de forma definitiva a la Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios      

 

         Esta rotación y los traslados indicados, se harán efectivos a partir del 1º de junio de 2.010.  

 


Sobre el trámite:

 

         Notifíquese a la Fiscala Adjunta Cordero Vargas, así como a los Fiscales Adjuntos Cubillo Miranda y García Martínez.”  
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En referencia con la resolución anteriormente transcrita, el licenciado José Pablo González Montero, Fiscal Adjunto Agrario Ambiental del Ministerio Público, en nota de 20 de mayo en curso, manifestó lo siguiente: 

“(…)

          Me refiero a la Resolución 87-2010 de la Fiscalía General de la República, de las trece horas  y cuarenta minutos del catorce de mayo de dos mil diez, que dispone la rotación de jefaturas en varias Fiscalías Adjuntas Especializadas, para solicitarles formalmente que no se acepte dicha pretensión, de manera que los puestos permanezcan en sus respectivas especialidades.

 


Motivos:

 


1) El señor Fiscal General, ha considerado, en aras del buen servicio público, aplicar las “Normas sobre Ambiente de Control” de las Normas de Control Interno para el Sector Público, N-2-2009-CO-DFOE,  aprobadas por la Contralora General de la República mediante resolución R-CO-9-2009 del 26 de enero de 2009, Publicadas en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero de 2009, párrafo 2.5.4, sobre la rotación de labores. Para cumplir con dicha norma se ha trasladado el puesto de la Fiscal Adjunta de Delitos Económicos para la Fiscalía Ambiental y al fiscal Adjunto Ambiental para la Segunda Fiscalía Adjunta de San José.

 


2) Dicha norma establece que el jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la rotación sistemática de las labores entre quienes realizan tareas o funciones afines, siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida. (el resaltado no es del original).

 


3) Otros de los argumentos utilizados en dicha resolución justifica que la medida pretende que “los funcionarios y las funcionarias no tengan permanentemente el control de recursos –humanos y materiales− empleados en un área de la administración”, “evitar que el “confort” impida anticipar situaciones adversas al desempeño de las oficinas, así como corregir procesos que afectan la prestación del servicio”, y “comparar el desempeño de distintos funcionarios, y con ello evidencia las habilidades particulares de cada uno. Esto da paso a la asignación de tareas para las que cada cual tiene mayores fortalezas”.

 


4) Finalmente, la resolución afirma que  “la rotación de puestos es también un mecanismo de aprendizaje, pues al desarrollar actividades diferentes − producto de traslados horizontales o de suplencias por vacaciones o incapacidades por razones de salud − los funcionarios entran en contacto con diversas responsabilidades y tiene oportunidad de observar y juzgar formas distintas de trabajo, lo que debería redundar en un mejor desempeño”.

 


5) La solicitud que planteo, en esta oportunidad, no cuestiona las potestades y competencias conferidas al Fiscal General por la Ley Orgánica del Ministerio Público, ni desconoce el voto 356-2000 de la Sala Constitucional, por lo que no considero que se me estén lesionando derechos fundamentales.

 


6) El motivo real de mi solicitud es, precisamente, el aseguramiento del “buen servicio público”, para lo cual, considero que la resolución no toma en cuenta aspectos esenciales de oportunidad, racionalidad en el uso de los recursos, aprovechamiento de las capacidades y eficacia en las funciones.

 


7) En primer lugar, considero que realizar este cambio, no es acorde con el espíritu de la norma de control interno en cuanto a que no estamos ante funciones “afines”. En efecto, aunque la función general de investigar y acusar pueda ser afín, lo cierto es que la sofisticación de la delincuencia ha exigido un alto grado de especialización, el cual ha demandado una gran inversión de recursos y de tiempo por parte del Poder Judicial para hacer frente a esta delincuencia, tanto la económica, que requiere de estudios especializados, como la ambiental que, además, demanda el manejo de 144 conductas delictivas distribuidas en 12 leyes especiales. A mayor abundamiento, la resolución no toma en cuenta que la norma aplicada dice: siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida. Es obvio que la naturaleza de ambas funciones hace que la medida sea improcedente, pues no se trata aquí de cumplir con una norma sino de conocer a profundidad las implicaciones que puede tener tal decisión. Por si fuera poco, las supuestas ventajas de que habla la resolución no son tales: No es momento para que a esta altura de nuestras carreras, ni la Licenciada Cordero ni mi persona, fiscales adjuntos desde hace 12 años y fiscales desde hace 30 y 23 años, respectivamente, comencemos a aprender nuevas lecciones o debamos salir de un supuesto “confort”, si ya no hemos aprendido lo que debemos saber resulta un poco tarde para hacerlo. De esta manera, no es eficiente ni es racional hacer una rotación que desperdicie las capacidades de los prestadores del servicio y genere, por el contrario, una situación de incertidumbre, en los funcionarios y en la sociedad que se verá afectada con este cambio. 

 


8) El Poder Judicial ha invertido una gran cantidad de recursos en la especialización de fiscales. En mi caso particular, desde que asumí el reto de crear la Fiscalía Ambiental por orden del Fiscal General, en el año 1993 (hace 17 años), he tenido la oportunidad de ser capacitado y de capacitar dentro y fuera del territorio nacional. Incluso, fui beneficiado con una beca Fulbright para estudiar Derecho Internacional Ambiental en la Universidad George Washington en los Estados Unidos de Norteamérica. En esa oportunidad el Poder Judicial invirtió en mi persona, otorgándome un permiso con goce de salario hasta terminar mi maestría.

 


9) Dicha especialización me ha permitido, no solo hacer la diferencia en la investigación y condena de importantes casos penales ambientales, sino también, generar un mayor impacto en el ámbito nacional al crear las políticas de persecución de los delitos ambientales (primera política sistematizada y completa en el Ministerio Publico, como lo ha afirmado el Lic. Francisco Dall’Anese). También me ha permitido consolidar un programa de capacitación de fiscales dentro del Ministerio Publico, programas de capacitación ambiental para jueces e innumerables oportunidades de capacitar a otros funcionarios públicos del sector ambiental y a la sociedad civil. Todo ello, ha culminado con la publicación del Manual de Delitos Ambientales por parte de la Escuela Judicial, que recoge todos estos años de experiencia en el manejo de los delitos ambientales. El cambio de puesto, en estas circunstancias implica un desperdicio de la memoria institucional y de las capacidades que han costado tan caras a la institución y a los ciudadanos costarricenses.

 


10) Debo mencionar que, además, la inversión del Poder Judicial en mi persona, ha redundado en beneficios ulteriores para el país y para la región, pues no solo he podido crear la política de persecución penal ambiental de Costa Rica, sino también la de Nicaragua y, en estos momentos, me encuentro supervisando la publicación de las políticas de Guatemala, El Salvador y Republica Dominicana, así como la actualización de las políticas de Costa Rica y Nicaragua y la publicación de otros manuales de investigación y juzgamiento y compendios de legislación y jurisprudencia ambiental para todos los países de la región (20 publicaciones, en total). Esto lo realizo dentro del programa regional de USAID para CAFTA-DR, donde me encuentro trabajando gracias al permiso sin goce de salario, otorgado por ustedes. 

 


11) Estos motivos no son una oportunidad para hablar de mi persona, sino que se trata de la única forma de fundamentar el porqué la decisión de rotar puestos tan especializados constituye un desperdicio de recursos y una consecuente falta de eficacia y efectividad de las funciones encomendadas, ambos también, principios rectores dentro de las normas de la Ley de Control Interno que fundamenta la resolución. 

 


12) Debo aclarar que, tanto la licenciada Patricia Cordero como mi persona, con muchos años dentro de esta institución, podemos desempeñarnos exitosamente en cualquier fiscalía y, de hecho, así lo hemos hecho por muchos años. Incluso luego de varios años de experiencia como fiscal no especializado, pude trabajar en las fiscalías de delitos Económicos y de Narcotráfico. Pero el punto aquí no es nuestra capacidad de asumir otros retos, es el beneficio o perjuicio que esta decisión pueda tener para la institución, para la función que realizamos y para la sociedad, situación que no ha sido objeto de estudios o de valoración profunda o fundamentación por parte del Fiscal General, que ha tomado esta decisión, sin siquiera comentarlo con mi persona y mucho menos notificarme de su decisión, como consta en la misma resolución, pues me he enterado por otros medios.

 


13) En conclusión, solicito muy respetuosamente que ese honorable Consejo no acepte la referida decisión y que, como medida cautelar, se ordene la suspensión del acto hasta que se definan los parámetros que se utilizaron para hacer estos cambios, se conozcan las razones por las que nosotros fuimos elegidos sin un plan previo y general que involucre a todos los fiscales y si se han realizado estudios sobre el impacto real que tal decisión tendrá en la función y en el buen servicio público. También solicito, respetuosamente, resolver antes de que el acto se haga efectivo, ya que el mismo está previsto para tener efecto el primero de junio próximo.”
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         Al propio tiempo, licenciada Patricia Cordero Vargas, Fiscal Adjunta la Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios del Primer Circuito Judicial de San José, solicitó lo siguiente:

“(…)

 

1-Desde el primer día hábil de enero de 2007 me desempeño como Fiscala Adjunta de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios, en razón de que a finales del año anterior el Señor Fiscal General Francisco Dall’Anese me solicitó hacerme cargo de este despacho debido a que varias investigaciones importantes se encontraban rezagadas y se requería la agilización de esta oficina.

 

2- Acorde con el compromiso adquirido hacia el Licenciado Dall’Anese, y principalmente hacia el Ministerio Público, se eliminó el rezago mencionado y se ha conducido la Fiscalía a mi cargo bajo estándares de productividad bastante más que buenos, pese a que al menos durante los dos últimos años en forma constante y por disposición del Fiscal General hemos visto reducidos nuestros recursos humanos y materiales.

 

3- Mediante resolución de la Fiscalía General número 87-2010 de las trece horas y cuarenta minutos del catorce de mayo en curso, se me notifica el pasado lunes 17, entre otros, la reasignación de mi plaza en propiedad número 34402 a la Fiscalía Agrario Ambiental, despacho del cual deberé hacerme cargo a partir del 1 de junio próximo. Copia de dicha resolución fue comunicada al Consejo Superior.

 

Como fundamento de lo resuelto se señala en primer lugar que “El Ministerio Público como órgano estatal, debe dirigir sus labores para a (sic) realización del buen servicio público.” Más adelante, invocándose la Ley de control interno se indica que “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la rotación sistemática de las labores entre quienes realizan tareas o funciones afines, siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida”. (El destacado es nuestro)

 

         Partiendo de estas primeras aseveraciones, resulta abiertamente contrario a una buena prestación del servicio público, la reasignación de una funcionaria que conoce un despacho en el cual se mantiene un excelente clima laboral, que conoce las causas que en él se tramitan,  como es el caso de la firmante, a otro despacho con el cual no se ha mantenido ningún contacto anteriormente y que para conocerlo habrá que partir de cero. Como contrapartida, al ahora titular de la Fiscalía Ambiental, experto en la materia con reconocimiento internacional, se le reasigna a otra Fiscalía en la que se tramitan materias que le son ajenas. En este sentido, no logramos entender cuál es la “afinidad” que existe entre las funciones desempeñadas por quien suscribe, como Fiscala de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios, con la materia Agrario Ambiental que se me pretende asignar (salvo el hecho obvio que todos somos fiscales) y menos entendemos la “lógica” aplicada en este procedimiento para el mejoramiento del servicio público: esta es nuestra preocupación, y no el reto de conocer otro despacho u otra materia.

 

         No es de recibo la tesis planteada por el señor Fiscal General en cuanto a que estos cambios constituyen un “mecanismo de aprendizaje” o que permiten evidenciar “…las habilidades particulares de cada uno”:  en mi caso, si luego de treinta años al servicio de la misma institución y a escasamente tres meses de adquirir mi derecho a la jubilación, no he aprendido a hacer mi trabajo, o no he evidenciado mis habilidades para el desempeño de mi cargo, no considero que es este el momento para llenar tales “falencias”. 

 

         Pese a que en la resolución de marras se aducen “…políticas de transparencia, legalidad y rendición de cuentas..”, el traslado de la suscrita a otra plaza se ha caracterizado por una absoluta falta de transparencia:  de hecho, para el viernes 9 de abril pasado, el Señor Fiscal General convocó a la mayoría de Fiscales Adjuntos del Ministerio Público (incluidos los ya trasladados) a una reunión en la que según entiendo se abordó entre otros temas, el de los traslados, y en lugar de convocarme a mí, sin ninguna razón conocida convocó a una subalterna de mi despacho quien ha mantenido en reserva lo conversado en tal oportunidad (en cuanto al Licenciado González Montero, ni siquiera se le ha notificado el traslado de comentario). Adicionalmente, tengo conocimiento que los fiscales Cubillo y García ya habían tomado previsiones para los cambios dispuestos, de seguro en coordinación con el Fiscal General, en tanto que la última en enterarse de la situación he sido yo.

         En línea con lo anterior, es importante señalar que los traslados ordenados por el señor Fiscal General no obedecen a ningún plan preestablecido y de carácter general, sino que por el contrario, la elección de los fiscales a trasladar se realiza “a dedo” y sin ninguna razón específica u orden de prelación. Si de lo que se trata es de evitar el “confort” en un determinado puesto, ciertamente me he mantenido en el que ocupo actualmente, por mucho menos tiempo que otros funcionarios que han ocupado el suyo desde hace más de doce años, con la entrada en vigencia de la Ley Orgánica del Ministerio Público y el Código Procesal Penal. El sistema de selección adoptado posibilita los excesos en el ejercicio del poder, la imposición de sanciones veladas, y hasta la eliminación de la disidencia.

 

         Petitoria: En virtud de lo que se viene exponiendo, respetuosamente solicitamos al Consejo Superior no aprobar el traslado ordenado por el Señor Fiscal General hasta tanto se haya realizado una investigación exhaustiva en torno a si existe algún plan generalizado para realizar cambios al interno del Ministerio Público y los motivos específicos por los que se me reasigna a la Fiscalía Agrario Ambiental si como se indicó ello no redunda en un mejor servicio público ni se concretizan las otras razones aducidas por el Jerarca del Ministerio Público.

 

         Medida cautelar: Con tal carácter solicitamos se ordene la suspensión del acto administrativo dispuesto por el Fiscal General hasta tanto el Consejo Superior cuente con suficientes elementos para ponderar la bondad de la medida adoptada. Adicionalmente se apercibirá a la Fiscalía General de abstenerse de realizar en contra de la suscrita y/o el despacho a mi cargo de cualquier represalia u asedio por impugnar sus disposiciones y disentir de su criterio por esta vía.”
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Luego de analizar las razones de oposición de los fiscales que solicitan se suspenda el acto de traslado ordenado, este Consejo considera necesario acoger esa gestión de suspensión y  trasladar a  conocimiento del señor Fiscal General de la República,  las argumentaciones que han esgrimido los señores fiscales, mismas que  están relacionadas con la especialización en este caso del fiscal Agrario José  Pablo González Morales, especialista en esa materia con reconocimiento a nivel internacional,  materia que señala  la licenciada Cordero Vargas por su parte que no cuenta con conocimientos y por ello, en aras de evitar la afectación al servicio publico,  se estima necesario acoger la medida cautelar de suspensión del acto de traslado, para lo que a bien tenga que señalar el  Fiscal General a estas oposiciones.

La integrante Conejo manifiesta que en audiencia concedida a  la licenciada Patricia  Cordero Vargas,  ésta  le manifestó que ha iniciado la apertura de procedimiento de acoso laboral  contra el Fiscal General y que ha recibido asesoría profesional por todas las situaciones vividas, en la cual  le han aconsejado dicho trámite. 

         Se acordó: 1.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al Fiscal General de la República para que se refiera a las gestiones presentadas por el licenciado José Pablo González Montero y la licenciada Patricia Cordero Vargas.2.) Acoger como medida cautelar la suspensión de la ejecución de los traslados de los citados fiscales hasta tanto la Fiscalía resuelva lo pertinente. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -


Asimismo, el Consejo Superior en la sesión N° 65-10 efectuada el 6 de julio en curso, artículo LXXV, tomó nota del escrito presentado por las fiscalas y fiscales destacados en las diferentes Fiscalías del país, en razón de que la gestión será conocida por la Corte Plena. 

         En memorial de 22 de junio último, los licenciados y licenciadas Walter Espinoza Espinoza, Carlos Meléndez Sequeira, Lilliam Gómez Mora, José Alberto Rojas Chacón, Edgardo Bonilla Astúa, Ileana Patricia Mora Muñoz, José Cabrera Badilla, Luis Diego Serrano Rodríguez, Max Chinchilla Fernández, Katia Fernández González, Edwin Retana Carrera, Manuel Gómez Delgado, Juan Carlos Cubillo Miranda, Ronald Eduardo Segura Mena, Minor Zumbado Calvo, Ellen Jaspers Salas, Alejandra Arce González, Annia Enríquez Chavarría, Edgar Ramírez Villalobos, José Sanders Quesada, Francisco Fonseca Ramos, entre otros, fiscalas y fiscales destacados en diferentes Fiscalías del país, expresaron lo siguiente: 

“Con ocasión de la publicación realizada en el periódico La Nación, el día quince de junio del año 2010, conocimos sobre el acuerdo del Consejo Superior en sesión del 27 de mayo de 2010, de suspender un acto administrativo emitido por el Fiscal General de la República, sustentado en la Ley de Control Interno.

Las y los fiscales abajo firmantes consideramos:

•        El Ministerio Público tiene “[...] completa independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser impelido ni coartado por ninguna otra autoridad [...]“ (artículo 3 Ley Orgánica del Ministerio Público).

•        Es deber y atribución del Fiscal General “[...] Efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias.[...]” (artículo 25 inciso g) Ley Orgánica del Ministerio Público)

•        Los funcionarios del Ministerio Público “[...] actuarán siempre por delegación y bajo la dependencia del Fiscal General.[...]” (artículo 15 Ley Orgánica del Ministerio Público).

•        La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en la resolución número 2001-05702 de las 16:31 hrs. del 26 de junio de 2001 reconoció que: “[...] El Fiscal General es el encargado de ejercer la administración y disciplina de Ministerio Público; así como revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados (artículos 25 incisos f y g) y 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público,) [...]”.

•        Dentro de las atribuciones del Consejo Superior según artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no se contempla la posibilidad de aprobar o improbar los traslados de fiscales dispuestos por los fiscales generales, en el ejercicio de la potestad legal antes señalada, pues el inciso 2) de este artículo le otorga a este Consejo, únicamente la potestad de designar funcionarios que administren justicia (artículos 3, 47 y 149 LOPJ), de los cuales se excluye al Ministerio Público.

•        Al Ministerio Público el legislador asignó la enorme responsabilidad de: “[...] requerir ante los tribunales penales la aplicación de la ley, mediante el ejercicio de la acción pena! y la realización de la investigación [...]” (artículo 2 LOMP) consecuentemente se erige corno garante de la institucionalidad y democracia en nuestro Estado de Derecho. El Fiscal General como “[...] Jefe Superior [...]” (artículo 13 LOMP) es el mayor obligado a cumplir el mandato y con ello a velar por la representación de los intereses del Estado, las victimas de los delitos, los imputados y la sociedad en general, razones por las cuales, el ejercicio de esas potestades y obligaciones legalmente establecidas, le es personal y no compartida con algún órgano administrativo del Poder Judicial. 

De conformidad con el artículo 146 de la Ley General de la Administración Pública, los actos administrativos son ejecutivos y ejecutorios. El ordenamiento jurídico, sólo contempla la posibilidad al tribunal o juez respectivo para “[...] ordenar, a instancia de parte, las medidas cautelares adecuadas y necesarias para proteger y garantizar provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. [...]“ siempre y cuando la “[...] permanencia de la conducta sometida a proceso, produzca graves daños o perjuicios [...]“ (artículos 19 y 21 del Código Procesal Contencioso Administrativo) como lo podría ser, la suspensión de los traslados de fiscales ordenados, o la suspensión de los efectos de las leyes u otras disposiciones normativas cuestionadas al recurrente, así como la de los actos concretos impugnados (artículo 41 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional), cuando se haya presentado recurso de amparo, fuera de estas dos hipótesis, se impone entonces el respeto al artículo 146 LGAP citado.

•        El avocamiento de una potestad legal conferida al Fiscal General, como lo es el nombramiento y traslado de las y los fiscales, no está previsto para ningún órgano administrativo del Poder Judicial y así debe reconocerse.

Nuestra condición de funcionarios públicos y este marco normativo invocado, nos obliga a expresar nuestra abierta oposición a lo actuado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en cuanto a ordenar la suspensión de un acto administrativo adoptado por el fiscal general en el ejercicio de una potestad legal, rebasando las atribuciones conferidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial y asumiendo competencias propias de los Tribunales de Justicia de este país; consecuentemente solicitar expresamente a la Corte Suprema de Justicia, el avocamiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, de conformidad con el artículo 59 inciso c) de la LOPJ, restablecer el quebranto legal producido y reconocer la potestad del Fiscal General de la República para efectuar los nombramientos y traslados de las y los fiscales.”
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Esta Corte en la sesión N° 20-2010 efectuada el 26 de julio pasado, artículo XIII, dispuso avocar el conocimiento del asunto; continuar su análisis en esta sesión y solicitar un criterio jurídico sobre la naturaleza del Ministerio Público al Licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte.


El licenciado Mora, en cumplimiento de lo dispuesto, remite el informe N° 20-2010 de 5 de agosto en curso, que literalmente dice:


“La Corte Plena en sesión N°20-10 celebrada el 26 de julio del año en curso, artículo XIII, acordó solicitar a esta Asesoría Legal que rindiera un informe respecto de los temas discutidos en dicha sesión, enfocándose específicamente en un estudio del marco jurídico que regula el actuar del Ministerio Público para determinar su naturaleza jurídica y la relación de jerarquía con el Consejo Superior del Poder Judicial.

En cumplimiento a lo ordenado por la Corte en el acuerdo de cita, procedo a informar lo siguiente: 

I.- FUNCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO Y ATRIBUCIONES DEL FISCAL GENERAL.

La Ley Orgánica del Ministerio Público (N° 7442 de 25 de octubre de 1994) en su artículo 1° expresa que el Ministerio Público es un órgano del Poder Judicial que ejerce sus funciones en el ámbito de la justicia penal, por medio de sus representantes, conforme a los principios de unidad de actuaciones y dependencia jerárquica, con sujeción a lo dispuesto por la Constitución Política y las leyes. Seguidamente, el artículo 2 de dicho cuerpo normativo señala que su función primordial es requerir ante los tribunales penales la aplicación de la ley, mediante el ejercicio de la acción penal y la realización de la investigación preparatoria en los delitos de acción pública. Debe además intervenir en el procedimiento de ejecución penal, en la defensa civil de la víctima cuando corresponda y asumir las demás funciones que la ley le asigne. Goza de independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias, sin que pueda ser compelido o coartado por otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia (artículo 3).


Es importante referir que en el expediente legislativo referente a la discusión de esa ley, se verifica que el Poder Ejecutivo ejerció su derecho al veto, argumentando, entre otras razones, que debía modificarse la redacción del artículo 3° para delimitar el ejercicio de la competencia e independencia del Ministerio Público, por lo que sugirió que al final se agregara un párrafo que dijera “…, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia”. Esta es la redacción que finalmente se aprobó y que se encuentra vigente, a saber:

 “Artículo 3.- Independencia funcional 

El Ministerio Público tendrá completa independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia”.


Al dictaminarse el veto del Poder Ejecutivo en la Comisión Permanente de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa (Acta #24 del 15 de mayo de 1994, Tomo III, folios 1111 a 1116), el diputado Álvarez Desanti expresó:

“Voy a darle el voto afirmativo al proyecto. Si me parece que debemos estar claros de qué estamos hablando, de que el Ministerio Público no estará impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia. Al hablar de los Tribunales de Justicia, estamos incluyendo de dentro de ella lo que es el ámbito de competencia de la Corte Plena, que es la reunión de todos los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y que no podríamos pretender que exista un organismo que dependa del Poder Judicial, que es nombrado por la Corte Plena y sobre el cual, la Corte Plena no pueda dictar ninguna directriz en el ámbito de su competencia”.

A este comentario, el diputado Venegas Porras agregó:

“Comparto con el Diputado Álvarez Desanti que la redacción en ese sentido no es la más correcta, sí interpreto que el Poder Ejecutivo quiso dar a entender que la Corte Plena está inmersa en los Tribunales de Justicia como un todo, entonces, es lógico pensar que si la Corte Plena es en este caso la que nombra a los representantes del Ministerio Público, concretamente al Fiscal General, en esas circunstancias que es la Corte Plena, en última instancia, a la que le correspondería si el Ministerio Público se aparta de las funciones que ya tiene establecidas y encomendadas, intervenir y establecer las sanciones correspondientes.”

En cuanto a los deberes y atribuciones del Fiscal General, que funge como el Superior Jerárquico del Ministerio Público y su representante en todo el territorio nacional, el artículo 25 de la referida Ley Orgánica define las siguientes:

“Artículo 25. Deberes y atribuciones. Son deberes y atribuciones del Fiscal General:

a) Determinar la política general del Ministerio Público y los criterios para el ejercicio de la acción penal.

b) Establecer la política general y las prioridades que deben orientar la investigación de los hechos delictivos.

c) Impartir instrucciones, de carácter general o particular, respecto del servicio y ejercicio de las funciones del Ministerio Público y de los funcionarios y servidores a su cargo.

d) Integrar equipos conjuntos de fiscales y policía judicial para la investigación de casos específicos o, en general, para combatir formas de delincuencia particulares; en tales casos las autoridades policiales no podrán ser separadas sin la expresa aprobación del representante del Ministerio Público.

e) Establecer la organización del Ministerio Público por medio de fiscalías territoriales o especializadas, permanentes o temporales.

f) Ejercer la administración y disciplina del Ministerio Público.

g) Efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias.

h) Conceder licencias sin goce de sueldo hasta por un año; los jefes de oficina también podrán otorgar dichas licencias por lapsos máximos de una semana.

i) Presentar ante la Corte Plena una memoria anual sobre el trabajo realizado, que incluya las políticas de persecución penal e instrucciones generales establecidas, la previsión de recursos, las propuestas jurídicas y cualquier otro tema que el Fiscal General estime conveniente. Dicha memoria deberá ser presentada por lo menos, un mes antes de la inauguración del año judicial.

j) Practicar, personalmente, la investigación inicial y solicitar lo que corresponda, intervenir en los juicios, así como asumir todas las funciones que corresponden al Ministerio Público, en los procesos penales seguidos contra los miembros de los Supremos Poderes y funcionarios equiparados. En estos casos podrá hacerse acompañar de un fiscal.

k) Asumir, personalmente, cuando lo estime oportuno, las funciones que la ley le otorga al Ministerio Público.

l) Representar al Ministerio Público en audiencias orales ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de delegar, en forma parcial y por razones motivadas, esa función en sus subalternos.

m) Las demás que las leyes y el reglamento de la presente ley le atribuyan”. (El énfasis es suplido).

II.- POTESTADES DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL Y SU RELACIÓN JERÁRQUICA CON EL MINISTERIO PÚBLICO.


Con la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333 de 5 de mayo de 1993, publicada en el Alcance N° 24 a La Gaceta N°124 del 1° de julio de 1993), se procuró organizar y sistematizar la estructura administrativa interna del Poder Judicial. Uno de sus principales objetivos fue sustraer a los Magistrados de resolver cuestiones administrativas, con el fin de que se pudieran dedicar a cuestiones o asuntos más complejos y delicados propios de la función jurisdiccional y a discutir temas referentes a la política de gobierno y administración del Poder Judicial.

Es así como en ese cuerpo normativo se crea el Consejo Superior, con la finalidad que asuma la función puramente administrativa de la institución, en el entendido que la Corte Suprema de Justicia, conforme a lo dispuesto en el artículo 156 de la Constitución Política, se reservaba las funciones de gobierno y mantenía su estatus como el Órgano superior administrativo del Poder Judicial. Es importante recordar que es norma constitucional expresa:“La Corte Suprema de Justicia es el tribunal superior del Poder Judicial, y de ella dependen los tribunales, funcionarios y empleados en el ramo judicial, sin perjuicio de lo que dispone esta Constitución sobre servicio civil”.

Así se desprende de la lectura del artículo 67 de la Ley Orgánica del Poder Judicial cuando expresamente señala que: “El Consejo Superior del Poder Judicial es un órgano subordinado de la Corte Suprema de Justicia y le corresponde ejercer la administración y disciplina de ese Poder, de conformidad con la Constitución Política y de acuerdo a los dispuesto en esta Ley, con el propósito de asegurar la independencia, eficiencia, corrección y decoro de los tribunales y garantizar los beneficios de la carrera judicial”.

Esta potestad de ejercer la administración del Poder Judicial, también la podemos encontrar en los incisos 1), 6) y 16) del artículo 81 de la citada ley Orgánica, al disponer que el Consejo Superior debe ejecutar la política administrativa del Poder Judicial, dentro de los lineamientos establecidos por la Corte Suprema de Justicia, trasladar, provisional o definitivamente, conceder licencias con goce de sueldo o sin él, remover y rehabilitar, con arreglo a las disposiciones correspondientes, a todos los servidores judiciales, sin perjuicio de las potestades atribuidas al Presidente de la Corte.


Además, el párrafo segundo del artículo 84 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es concluyente al expresar que el Ministerio Público dependerá del Consejo Superior únicamente en lo administrativo y no en lo técnico profesional.


Dicha norma dispone:

ARTÍCULO 84.- Del Consejo Superior dependerán el Tribunal de la Inspección Judicial, la Dirección Ejecutiva, la Auditoría, la Escuela Judicial, el Departamento de Planificación, el Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, el Departamento de Personal y cualquiera otra dependencia establecida por ley, reglamento o acuerdo de la Corte.

Asimismo, dependerán del Consejo Superior, pero únicamente en lo administrativo y no en lo técnico profesional, el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública. (El énfasis es suplido).

III.- ROTACIÓN DE LOS SERVIDORES Y FUNCIONARIOS EN EL PODER JUDICIAL



En cuanto a la regulaciones de la Ley de Control General de Interno N°8292 de 31 de julio de 2002, en términos generales toda Administración Activa debe ejercer actividades de control y establecer un sistema que le permita contar con una información confiable y oportuna y garantizar la eficacia y eficiencia de las operaciones. A tenor de esa normativa, corresponde al Jerarca y a los Titulares Subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno, mantener un ambiente de control adecuado y contar, como se dijo, con sistemas de información para controlar, almacenar y, posteriormente, recuperar de modo adecuado la información producida o recibida en la organización, en el desarrollo de sus actividades, con el fin de prevenir cualquier desvío en los objetivos trazados.

En lo que respecta a la rotación del personal, en las Normas de Control Interno para el Sector Público emitidas por la Contraloría General de la República en la resolución No. 2-2009-CO-DFOE, el apartado 2.5.4 indica: “El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar la rotación sistemática de las labores entre quienes realizan tareas o funciones afines, siempre y cuando la naturaleza de tales labores permita aplicar esa medida.
Sobre este aspecto también es importante considerar que el Estatuto de Servicio Judicial (Ley 5151 del 10 de enero de 1973), regula las relaciones entre el Poder Judicial y sus servidores, conforme lo establece su artículo 1°, con el fin de garantizar la eficiencia de la función judicial y proteger a esos servidores. A su vez, el artículo 44 establece el derecho a la estabilidad de los servidores judiciales, e indica que solamente podrán ser trasladados de su puesto cuando haya mérito para hacerlo. Valga hacer la aclaración que el estatuto define “traslado” como el paso de un servidor a otro puesto que se halle vacante.

Este derecho de estabilidad emana de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. Respecto del traslado de funcionarios, la jurisprudencia de la Sala Constitucional ha sido consistente en señalar que “… la facultad que tienen los órganos administrativos para el traslado de sus funcionarios a otras dependencias no puede ser una facultad desmesurada ni descontrolada en aras de la satisfacción del interés público, sino que debe obedecer a parámetros de razonabilidad y proporcionalidad sin que perjudique al funcionario que sufre el traslado”. (En similar sentido votos 1885, 6227, 6039, 3823, 2752 y 2751, todos de 1994).

Agrega la Sala que si bien es constitucionalmente legítima la potestad de la Administración de trasladar a sus servidores de lugar de trabajo, debe existir como causa de ello el interés público, y además, el objetivo a fin de prestar un mejor y más eficiente servicio público (debidamente fundado), observándose también el equilibrio que dispone, entre otros, el ordinal 8 de la Ley General de la Administración Pública.

Por su parte, el referido numeral de la Ley General de la Administración Pública expresa:

Artículo 8°.- El ordenamiento administrativo se entenderá integrado por las normas no escritas necesarias para garantizar un equilibrio entre la eficiencia de la Administración y la dignidad, la libertad y los otros derechos fundamentales del individuo”

IV.- SOBRE LA DESCONCENTRACIÓN ADMINISTRATIVA


Siguiendo los lineamientos de la Contraloría General de la República (oficio N°07189 (DI-CR-273) de 7 de julio de 2003) y de la Procuraduría General de la República (Dictamen C-277-2006 de 6 de julio de 2006), se puede definir la desconcentración como una técnica de distribución de competencias a favor de un mismo órgano o persona jurídica, por la que un órgano inferior se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad. Aclara la Procuraduría General en el oficio de cita que “… la atribución de esa competencia quiebra los principios normales en orden a la relación de jerarquía. En primer término, el jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia desconcentrada. Esa incompetencia no es, sin embargo, absoluta. La norma que desconcentra delimita la materia desconcentrada así como los poderes conferidos al órgano inferior. Pero en los demás aspectos de su actividad, este órgano permanece sometido a la relación de jerarquía. Consecuentemente, el jerarca ejercita sus poderes normales respecto de los ámbitos no desconcentrados. De allí que la norma que desconcentra deba establecer hasta dónde llega la desconcentración, qué poderes conserva el jerarca respecto de los desconcentrado. (…)”

Debemos recordar que existen dos grados de desconcentración: mínima y máxima. Sobre ese tema, el artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública expresa:

Artículo 83.- 

1. Todo órgano distinto del jerarca estará plenamente subordinado a éste y al superior jerárquico inmediato, salvo desconcentración operada por ley o por reglamento.

2. La desconcentración mínima se dará cuando el superior no pueda:

a) Avocar competencias del inferior; y

b) Revisar o sustituir la conducta del inferior, de oficio o a instancia de parte.

3. La desconcentración será máxima cuando el inferior esté sustraído además, a órdenes, instrucciones o circulares del superior.

4. La imposibilidad de revisar o sustituir la conducta del inferior hará presumir la potestad de avocar la misma y a la inversa

5. Las normas que crean la desconcentración mínima serán de aplicación restrictiva en contra de la competencia del órgano desconcentrado y las que crean la desconcentración máxima serán de aplicación extensiva en su favor.

CONCLUSIÓN:


En virtud todo lo expuesto, el suscrito concluye que el Ministerio Público es un órgano desconcentrado del Poder Judicial, con independencia funcional, es decir, tiene la potestad o poder de decisión para ejercer, en forma exclusiva, la competencia material que le ha sido otorgada por el ordenamiento jurídico, sea el ejercicio de la acción penal y la realización de la investigación preparatoria en los delitos de acción pública. 


No obstante, de la lectura y relación de los artículos 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público y 84 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es dable afirmar que si bien el grado de desconcentración es máxima respecto de la competencia específica o exclusiva que le atribuye la ley al Ministerio Público, sea la persecución del crimen; este órgano se encuentra sujeto al poder de mando e instrucción que en lo administrativo ostenta el Consejo Superior del Poder Judicial.”
REFERENCIA ARTÍCULO XIII SESIÓN DEL 26 DE JULIO 2010
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El Consejo Superior en sesión N° 71-2010 de 3 de agosto en curso, artículo V, en razón de que esta Corte se avocó a su conocimiento, dispuso trasladar a conocimiento de ésta, el correo electrónico de 19 de julio último, dirigido al Presidente Magistrado Mora, en su calidad de Presidente del Consejo Superior, en que el doctor Francisco Dall’Anese Ruiz, a la sazón Fiscal General de la República, expuso lo siguiente: 

“1.- Objeto:

Me refiero al acuerdo tomado en artículo IX, de la sesión N° 54-10 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 27 de mayo de 2.010, en el que dispuso en lo conducente:

“[…] 1) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al Fiscal General de la República para que se refiera a las gestiones presentadas por el licenciado José Pablo González Montero y la licenciada Patricia Cordero Vargas. 2) Acoger como medida cautelar la suspensión de la ejecución de los traslados de los citados fiscales hasta tanto la Fiscalía resuelva lo pertinente […]”

Del mismo modo me refiero a un supuesto acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, del que me enteré en pasillos, mediante el cual se otorgó permiso para realizar tele-trabajo, según entiendo, a la Fiscala Jessica Hernández de la Fiscalía Adjunta de Delitos Económicos, Tributarios y Corrupción.

2.- Ilegalidad de las actuaciones del Consejo Superior:

Es una verdad –incontestable− que los precedentes y la jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, por su valor normativo, son vinculantes erga omnes[1], incluido el Consejo Superior del Poder Judicial.

Este órgano –al emitir el acuerdo tomado en artículo IX, de la sesión N° 54-10, celebrada el 27 de mayo de 2.010− violó lo dispuesto por la Sala Constitucional en la sentencia N° 2001-05113, dictada a las 14:43 hrs. del 13 de junio de 2.001.

El hecho histórico en que se basa esta resolución del alto tribunal, es la impugnación del acuerdo del Consejo Superior contenido en el artículo III de la sesión N° 17-01 del 27 de febrero de 2.001, que dice en lo atinente:

“[…] En sesión celebrada el 13 de este mes, artículo V, se tuvo por presentada la revisión del artículo III, de la sesión del 25 de enero último [de 2.001], con relación a las facultades que tiene el Consejo Superior de realizar traslados, aprobar o improbar los nombramientos que realiza el Fiscal General de la República de los funcionarios y servidores de ese Ministerio.

“Luego de un amplio intercambio, se acordó: De conformidad con lo que establece los artículos 25 inciso g, 28 párrafo final y 45 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que son atribuciones del Fiscal General efectuar traslados aprobar o revocar los nombramientos de los Fiscales, por consiguiente, toda gestión que sobre ese particular se tramite, será de conocimiento EXCLUSIVO del Fiscal General de la República, no así en cuanto a su personal administrativo […]” (Se suple el destacado.)

Insatisfecho con lo resuelto por el Consejo Superior, el gestionante, entonces fiscal del Ministerio Público licenciado Olman Ulate Calderón, acudió ante la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia e impugnó de inconstitucionales las normas que establecen tales facultades exclusivas del Fiscal General de la República, así como el acuerdo del Consejo Superior.

Mediante sentencia N° 2001-05113, dictada a las 14:43 hrs. del 13 de junio de 2.001, el tribunal constitucional rechazó la acción de inconstitucionalidad y dijo con claridad meridiana:

“[…] resulta manifiestamente improcedente el alegato de inconstitucionalidad ya que nada obsta para que la Ley Orgánica del Ministerio Público otorgue al Fiscal General la competencia de efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias porque de los artículos 152 y 156 constitucionales no pueden desprenderse las conclusiones del accionante […]” (Se suple el destacado.)

Pero la Sala Constitucional fue más allá, y despejó totalmente cualquier duda con relación a la independencia del Ministerio Público en cuanto a la administración de su personal (excepto el personal administrativo).

Aclaró la Sala el contenido de los artículos constitucionales 152[2] y 156[3], de tal modo que reafirmó una verdad contenida en la Ley Orgánica del Ministerio Público, como es que los fiscales no dependen de la Corte Suprema de Justicia –y por añadidura: tampoco del Consejo Superior− porque el Ministerio Público no es el Poder Judicial:

“[…] Es preciso aclararle al accionante que el Ministerio Público no es el Poder Judicial, en el sentido del Título XI constitucional. Poder Judicial, en sentido estricto, son la Corte Suprema de Justicia y los demás Tribunales; es decir, son los órganos que administran justicia y sus servicios administrativos indispensables; no así los adscritos. Los órganos auxiliares de la administración de justicia colaboran con el Poder Judicial y se han inscrito y adscrito orgánicamente al Poder Judicial como sus apéndices; ni por su naturaleza, ni por sus funciones, forman parte del Poder Judicial […]” (Se suple el destacado.)

Lo resuelto por el Consejo Superior desdice su propia disposición del año 2.001, cuando rechazó la gestión del entonces Fiscal Olman Ulate Calderón; resolución que, al ser prohijada por la Sala Constitucional, adquirió carácter vinculante erga omnes y, en esa inteligencia, vinculante para el propio Consejo Superior.

Si la Sala Constitucional acogió el criterio de la exclusiva competencia del Fiscal General de la República para realizar nombramientos, traslados y permutas de los fiscales del Ministerio Público, no puede válidamente el Consejo Superior asumir un criterio en contrario. Recuérdese que los funcionarios públicos –y los miembros del Consejo Superior son tales− solamente pueden hacer lo expresamente permitido[4].  Así, en tanto la Sala Constitucional hizo suyo el razonamiento del Consejo emitido en 2.001, en punto a la exclusiva competencia del Fiscal General para hacer nombramientos, traslados y permutas, sobreviene un límite expreso a la competencia del Consejo Superior que no puede abordar esta materia.

En tanto las decisiones de la Sala Constitucional tienen fuerza superior a la ley, lo dicho hasta aquí sobra para comprender que el Consejo Superior es incompetente (i) para conocer de las gestiones del Fiscal Adjunto José Pablo González y de la Fiscala Adjunta Patricia Cordero, y (ii) para suspender cualquier traslado como medida cautelar.

No cabe ante esto argumentar que los miembros del Consejo Superior en 2.001 eran otros, porque el marco normativo de competencia del Consejo siempre es uno –con independencia del nombre de sus integrantes−. Pretender que ahora otras personas integran el Consejo y por ello no los vincula el fallo de la Sala Constitucional, no resiste un examen apagógico: eso lleva a la absurda consecuencia de que cada vez se dé un cambio en la integración de un órgano, este queda liberado de todo cuanto le hubiera dictado la Sala Constitucional. Esta tesis es inaceptable.

Pero, además, el Consejo Superior  violó el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto se extralimitó en sus competencias. Esta norma concede la potestad de administración de los “funcionarios que administran justicia”[5], no de fiscales del Ministerio Público.

Además, el Consejo Superior voló el artículo 25 inciso g) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, en tanto invadió −se arrogó sin tener competencia para ello− la facultad exclusiva del Fiscal General de trasladar a los fiscales del Ministerio Público[6].

3.- Control de las actuaciones del Fiscal General:
Establecido lo anterior, cabe preguntar cómo se controla el ejercicio de las exclusivas facultades del Fiscal General de la República, para evitar o remover actos de abuso o arbitrariedad. Es un hecho incuestionable que todo funcionario público debe someterse a controles, según el espíritu del artículo 11 de la Constitución Política[7], por lo que el Fiscal General no está exento del control.

La duda viene resuelta por el artículo 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que literalmente reza:

“Artículo 3.- Independencia funcional. El Ministerio Público tendrá completa independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia.”

Esta norma consagra, primero la completa independencia funcional del Ministerio Público, de modo que no debe obediencia a otra autoridad en el ejercicio de las atribuciones y deberes establecidos en la Ley Orgánica del Ministerio Público (como el traslado de fiscales), en el Código Procesal Penal y en otras leyes especiales y reglamentos. Y, en segundo lugar, el texto legal transcrito establece la vía jurisdiccional como control de los actos del Ministerio Público, cuando ejerce sus competencias exclusivas  con completa independencia funcional.

Ergo, la vía para controlar los actos del Ministerio Público son los tribunales de justicia, de donde deriva claramente: es a través de la jurisdicción contenciosa o la jurisdicción constitucional, que el Fiscal Adjunto José Pablo González y la Fiscala Adjunta Patricia Cordero debieron impugnar sus traslados.

Como profesional en derecho no dudo de mi deber de obediencia a los jueces, cuando –en el ámbito de su competencia− dictan órdenes al Fiscal General. Pero también tengo claro, en virtud de lo dicho, el Consejo Superior no es un tribunal, no ejerce la jurisdicción y no es competente para intervenir en los actos de competencia exclusiva del Fiscal General.

4.- Sobre la autorización para tele-trabajo:
De conformidad con lo establecido por el artículo 25 inciso c) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, corresponde al Fiscal General de la República “[…] impartir instrucciones, de carácter general o particular, respecto del servicio y ejercicio de las funciones del Ministerio Público y de los funcionarios y servidores a su cargo […]”. Esta no es función del Consejo Superior del Poder Judicial, pues la organización e instrucciones para brindar el servicio público (quién, dónde, cuándo y cómo) es un poder/deber del Fiscal General de la República.

Autorizar el tele-trabajo por parte del Consejo Superior a una fiscala, es una extralimitación de competencia.

No cabe como excusa que el Fiscal Adjunto o la Fiscala Adjunta inmediata superior de la fiscala autorizada para hacer tele-trabajo, hubiera dado su “visto bueno” para la gestión, porque de conformidad con lo dispuesto por el párrafo segundo del artículo 30 de la Ley Orgánica del Ministerio Público “[…] el fiscal adjunto distribuirá las labores y los casos entre los funcionarios a su cargo, siguiendo las directrices del Fiscal General […]”.

Es claro que la gestión debió presentarse ante el Fiscal General y no ante el Consejo Superior, y es claro también que el Consejo Superior NUNCA debió arrogarse una competencia de otro órgano ni debió resolver como lo hizo.

5.- Petición:
Por las anteriores razones estrictamente jurídicas, señor Presidente, solicito hacer lo que a Ud. corresponde como el más alto funcionario del Poder Judicial, para dejar sin efecto los referidos acuerdos del Consejo Superior, con lo cual se repondrá a la Fiscalía General de la República –al margen de quién sea su titular− de la independencia que el ordenamiento jurídico establece.

Ruego, en consecuencia, someter el contenido de este memorial a conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, para que este órgano reconsidere y deje sin efecto los acuerdos de comentario.”

- 0 -


En la sesión del Consejo Superior antes mencionada, la Integrante Lupita Chaves Cervantes, manifestó lo siguiente: “…entendida de que la Corte Plena se avocó a conocer de la gestión anterior, estima conveniente dejar constancia que con relación a la competencia del Consejo Superior que cuestiona el doctor Francisco Dall´ Anese Ruiz, a la sazón Fiscal General de la República,  debe tenerse claro que en la sesión del 20 de abril  del presente año,  fue el  Fiscal General  el que comunicó a este Consejo de los traslados de algunas Fiscalas y Fiscales, lo que generó solicitarle en su momento a don Francisco que motivara los traslados conforme al ordenamiento jurídico tal y como lo dispone la Ley General de Administración Pública,  sobre el deber de motivación de los actos  y como consecuencia,  la medida cautelar que se dictó lo fue en razón de estar a la espera de la motivación del acto.  El recurso que ha presentado ante este Consejo el señor Dall´Anese y que  se avoca conocer del tema la Corte Plena, es omiso en cuanto a motivar el acto de los traslado de interés, según se constata de su lectura.”

Se concede el uso de la palabra al Magistrado Jinesta, quien manifiesta: “Me di a la tarea de revisar la Ley Orgánica del Ministerio Público y discrepo de la posición del licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, Asesor Legal de la Secretaría General de la Corte. Estimo conveniente repasar una serie de normas de la Ley Orgánica del Ministerio Público, que nos pueden dar una luz sobre el particular.

El artículo 1, por ejemplo, sin mayor calificación dice que: “El Ministerio Público es un órgano del Poder Judicial…”, y no hace mayor exposición el legislador en ese artículo. 

El artículo 3. Me parece que tiene un profundo contenido, señala el tema de la Independencia funcional y dice que: “El Ministerio Público tendrá completa independencia funcional en el ejercicio de sus facultades y atribuciones legales y reglamentarias y, en consecuencia, no podrá ser impelido ni coartado por ninguna otra autoridad, con excepción de los Tribunales de Justicia en el ámbito de su competencia” (el subrayado no corresponde al original). Aquí esta norma nos está diciendo muy claramente que en la órbita administrativa, el Ministerio Público tiene una independencia en el ejercicio de sus competencias y atribuciones, por lo que no puede ser interferido, coartado o impelido, en ese ámbito administrativo, por ninguna otra autoridad administrativa, únicamente, podrá serlo por un Tribunal de la República pero para el adecuado ejercicio de funciones materialmente jurisdiccionales. 
El artículo 13, párrafo primero, establece el tema de la jerarquía e instrucciones y señala que: “El Fiscal General de la República es el Jefe Superior del Ministerio Público y su representante en todo el territorio nacional. Éste deberá dar a sus subordinados las instrucciones generales o especiales sobre la interpretación y la aplicación de las leyes, a efecto de crear y mantener la unidad de acción e interpretación de las leyes en el Ministerio Público”. Aquí nuevamente se subraya esa independencia funcional dentro de ese contexto de la competencia exclusiva que se le asignó al Ministerio Público.

El artículo 14, párrafo primero, habla del Principio de Jerarquía dice que: “Los fiscales deberán acatar las orientaciones generales e instrucciones que el superior jerárquico imparta sobre sus funciones”. Cuando habla de superior jerárquico o superior la Ley Orgánica del Ministerio Público siempre se refiere al Fiscal General.

El artículo 15 al señalar la representación y sustitución señala: “Los funcionarios del Ministerio Público actuarán siempre por delegación y bajo la dependencia del Fiscal General.”
Dentro de las principales atribuciones que nos pueden dar luz sobre la independencia y ese carácter desconcentrado del Ministerio Público, hay una serie de normas que así lo establecen. Por ejemplo, el artículo 25, inciso c) de la Ley Orgánica del Ministerio Público, establece que le corresponde al Fiscal General: “Impartir instrucciones, de carácter general o particular, respecto del servicio (cuando dice del servicio está hablando -entiendo yo- de la organización del servicio administrativo) y el ejercicio de las funciones del Ministerio Público y de los funcionarios y servidores a su cargo”. Ahí yo veo que está clarísimo el tema que no puede haber un órgano administrativo ajeno al Fiscal General que pueda impartir este tipo de instrucciones de carácter general o particular; eso es exclusivo del Fiscal General.

El inciso e) dice que le corresponde: “Establecer la organización del Ministerio Público por medio de fiscalías territoriales o especializadas…”; ahí está hablando claramente de la potestad de organización de funcionamiento si la enlazo con el inciso c) del mismo artículo 25.

El artículo 32 señala que: “El Fiscal General podrá crear unidades especializadas que actuarán, temporalmente, en parte o en todo el territorio nacional…” con lo cual nuevamente se reitera el tema de la potestad de organización del Fiscal General.

El artículo 25, inciso f), dice que le corresponde: “Ejercer la administración y disciplina del Ministerio Público.” 

Un artículo muy significativo es el artículo 25, inciso g), considero que es una norma muy expresa sobre el caso particular, independientemente de que queramos ver desde una perspectiva más macro el tema de la autonomía e independencia del Ministerio Público. Dice así, le corresponde al Fiscal General: “Efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias.” (lo subrayado no corresponde al original).

El artículo 27, concordando el tema de la potestad de nombramiento, dice: “Corresponde al Fiscal General el nombramiento por nómina de los fiscales adjuntos, fiscales y fiscales auxiliares”.

El artículo 7 en lo que interesa indica: “…establecer el territorio en que los fiscales ejercerán sus funciones, lo que podrá ser variado mediante resolución motivada por razones de mejor servicio público.

Si se produjeren conflictos sobre la distribución de trabajo serán resueltos por el superior.”, es decir, por el Fiscal General, de tal manera que aquí tienen una amplísima potestad incluso de organización, ya no solo funcional, sino de distribución territorial.

El artículo 14 dice que los fiscales deberán acatar las orientaciones generales e instrucciones que el superior jerárquico imparta sobre sus funciones.

El artículo 18 en términos generales señala que el Fiscal General puede enmendar los pronunciamientos o solicitudes de un inferior u ordenar a otro representante del Ministerio Público la interposición de recursos, o que se haga cargo del proceso o incluso delegar el caso en otro. 

El artículo 19 indica que, contra las órdenes e instrucciones del superior jerárquico, solamente procederá su reconsideración, cuando quien las reciba le haga saber a aquél, mediante escrito fundado, que las estima contrarias a la ley o improcedentes, por el motivo o motivos que aducirá.

El superior podrá ratificarlas, modificarlas o revocarlas, según lo estime procedente.

En esa materia potestad y ordenación que es la potestad clásica; el contenido mínimo de la relación de la jerarquía, le corresponde exclusivamente al Fiscal General.

Y por último, el artículo 28, párrafo segundo, dice que le corresponderá conocer de la apelación interpuesta contra lo resuelto por el Tribunal de la Inspección Judicial, cuando se revoca el nombramiento a un Fiscal Adjunto, Fiscal o Fiscal Auxiliar. Ese tema también hay que concordarlo con las normas de la Ley Orgánica, pero lo cierto es que hay una apelación que la va a conocer el Fiscal, con lo cual vean ustedes que agota la vía administrativa. Esto revela que, evidentemente en la competencia desconcentrada, exclusiva, que le atañe al Ministerio Público, es el jerarca, el superior jerárquico supremo, no tiene a nadie por encima.

Yo particularmente considero que el Ministerio Público es un órgano desconcentrado, al que se le atribuye una competencia exclusiva y excluyente, por razones técnicas de eficacia, eficiencia, imparcialidad, objetividad o de independencia, que son las razones que han señalado la doctrina del Derecho Administrativo, para hablar de órganos desconcentrados. Y la Corte Plena que formalmente es el superior, no tiene la potestad de mando de revisión sobre la conducta del Fiscal General, es decir, no le puede impartir instrucciones, circulares, órdenes y, además, el Ministerio Público ejerce una competencia exclusiva en nombre propio y bajo su plena responsabilidad, que son las características de la desconcentración.

Si vemos nuestra Ley General de la Administración Pública, podríamos ir más allá y decir que tiene una desconcentración máxima, porque la Corte Plena no puede abocarse al conocimiento de las competencias del Ministerio Público, no está previsto el abocamiento, con lo cual, calza perfectamente con una de las características de la desconcentración máxima. No puede revisar tampoco la Corte o sustituir las actuaciones del Jefe del Ministerio Público, segunda característica de desconcentración máxima y tercera no puede dictarle órdenes, instrucciones o circulares. Esto es desarrollado por el artículo 83, párrafo segundo y tercero de la Ley General de la Administración Pública.

En otras palabras, como es típico en todos los órganos desconcentrados no hay en los términos de la Ley General y cito textualmente una plena subordinación, una plena relación de jerarquía, sino una relación de jerarquía debilitada o una relación de jerarquía, como se dice en la doctrina en caso de desconcentración máxima, prácticamente extinguida porque no hay potestad de ordenación. Desde ese punto de vista, me parece que el Ministerio Público sí tiene una clara independencia, autonomía, una desconcentración máxima y me parece que el Consejo Superior del Poder Judicial, que por cierto no tiene esta connotación legislativa que tiene el Ministerio Público, jamás podría intervenir o inmiscuirse, porque ahí se estarían violentando de manera flagrante varias normas de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el tema de los traslados que pueda disponer el Fiscal General, que vimos hay una norma expresa, clara, cuando dice el artículo 25, inciso g) que le corresponde al Fiscal General: “Efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias”.

Esta desconcentración máxima es para darle imparcialidad, objetividad e independencia al Ministerio Público, para apartar al órgano de cualquier criterio político en buen sentido -político judicial- y no me parece que si el Fiscal General tiene amplias potestades de organización y de independencia funcional y organizacional y puede disponer lo que estime con los órganos asesores del caso que están previstos también en la ley, lo pertinente sobre políticas de persecución penal no me parece que, a través de una decisión administrativa de un órgano eminentemente administrativo como el Consejo Superior del Poder Judicial, se vaya a poder impactar o afectar, una decisión de persecución penal que pueda disponer el Fiscal General. La independencia es precisamente para darle protección a esa posibilidad de definir políticas de persecución que tiene el Jefe del Ministerio Público y en general el Ministerio Público. Cualquier intervención de un órgano administrativo ajeno podría distorsionar e impactar, aunque haya buena voluntad del órgano administrativo. En todo caso, dada esta desconcentración máxima del Ministerio Público, en la medida que le corresponde agotar la vía administrativa, cualquier Fiscal Adjunto, Fiscal o Fiscal Auxiliar, que estime lesionado sus derechos o sus situaciones jurídicas sustanciales, puede acudir al recurso de amparo o a la jurisdicción Contencioso Administrativa, porque el Fiscal está ejerciendo una función administrativa, porque a nivel orgánico administrativo interno sí tiene un blindaje especial el Ministerio Público.”
MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO JINESTA, ENTRÓ EL MAGISTRADO VEGA.


Interviene el Magistrado Solís: “Yo participo plenamente en la valoración jurídica doctrinaria que el Magistrado Jinesta nos acaba de explicar, en cuanto a los alcances de la autonomía funcional que tiene el Ministerio Público en el ejercicio de sus competencias exclusivas, que en palabras simples es la investigación y la persecución del delito, pero me quedan varias dudas y las planteo, porque estas dudas normalmente surgen por simples o por ingenuas pero son dudas, que es en relación a los alcances de todo aquello que no tenga que ver con la competencia funcional del Ministerio Público. Por ejemplo, pregunta ingenua: ¿podría el Fiscal General señalar una política salarial totalmente distinta al resto de los empleados del Poder Judicial para sus fiscales? Si me dicen que sí de acuerdo, si me dicen que no habría que entrar a determinar los grados o la mayor potenciación que pueda tener esa desconcentración máxima, que en vía de principio la tiene el Ministerio Público, en lo que se refiere a su competencia funcional.


Planteaba también la duda sobre la relación que corre entre Corte Plena y Fiscal General, porque es una relación, o bien, que se limite exclusivamente al nombramiento del cargo y en situaciones extremas a su remoción, previa investigación y debido proceso que se pueda hacer, y ¿qué pasa en el ínterin?, ¿qué sucede cuando la Corte puede detectar que hay un gran desorden en el cumplimiento de las funciones legales que se le han asignado al Ministerio Público? ¿Podríamos intervenir el Ministerio Público?, se le podría exigir responsabilidad ya no de carácter disciplinario, sino de carácter administrativo y con ella para un cargo de esa naturaleza como lo es la del Fiscal General, responsabilidad de naturaleza política al Fiscal General ante un reiterado incumplimiento de funciones, competencias y atribuciones que pueda tener el Ministerio Público como un todo. 


Otra duda que tengo es de carácter existencial, si eso fue como creo que lo fue, el interés que tuvo el legislador al momento de hacer las reformas legales pertinentes, entonces yo creo que lo más saludable para la salud de la República es darle, mediante la reforma legal -que es una tesis que yo he venido defendiendo desde que fui nombrado Magistrado y la repito y la seguiré reiterando hacia futuro- darle total independencia ya no solamente funcional, sino también orgánica al Ministerio Público. Lo pregunto; lo afirmo ingenuamente: ¿Para qué el Ministerio Público quedó adscrito dentro de la Organización del Poder Judicial de Costa Rica? ¿Cuál es la bondad de esa adscripción?, porque si llegamos a concluir en los términos planteados -que reitero- comparto desde el punto de vista técnico-jurídico, ¿por qué entonces el Ministerio Público sigue dentro de la organización del Poder Judicial?, ¿por qué su presupuesto forma parte del Poder Judicial?, y ¿por qué toda la gestión administrativa del mismo y gestión administrativa la aparto claramente de lo que es el ejercicio de sus competencias funcionales, responde también a los lineamientos eventualmente adoptados por los órganos administrativos del Poder Judicial? Son dudas que quedan allí planteadas, que si bien durante mucho tiempo no han generado mayores discusiones, ya se plantearon con la situación dada y que nos tiene en esta sesión, y no sabemos hacia el futuro qué podrá darse. Yo creo que el tema merece una muy profunda discusión y reitero lo que dije hace unos instantes, si es así entonces es mejor dar el paso que requiere reforma legal y eventualmente el proyecto constitucional de darle una total y absoluta independencia, ya no solamente funcional sino orgánica al Ministerio Público, para que no haya ningún tipo de incertidumbre sobre su ligamen con el Poder Judicial. Creo que ese es el tema en cuestión, hasta dónde está o no está formando parte la Fiscalía General de la República de la organización del Poder Judicial.


Repito aquí lo que hace muchos había dicho con ocasión de una discusión que se había abierto con el tema de la persecución de aquellos delitos de bagatela, que había un fuerte roce entra la jerarquía del Organismo de la Policía Judicial y el señor Fiscal General ya saliente. Hubo una sesión de Corte Plena en donde los dos jerarcas estuvieron aquí presentes, explicando lo que estaba pasando y después la Corte los oyó y eventualmente se solucionó el problema, sin necesidad de adoptar acuerdos por parte de esta Corte Plena, porque legalmente no los podíamos adoptar. Yo en aquella ocasión dije que los triunfos y los aciertos de la Fiscalía General, son del titular de esa organización. En ese momento histórico del Fiscal General, pero los desaciertos, los errores y las incertidumbres de la Fiscalía General no se los piden al jerarca, no los enrostran a nosotros como máximos jerarcas del Poder Judicial y yo creo que ese es otro tema que debe estar aquí presente, porque esos desaciertos, esos errores, etcétera, la responsabilidad política la tiene la Corte Suprema de Justicia, aunque legalmente no esté nada definido, ni tenga por qué definirse nada, porque es una responsabilidad en el tanto forma parte de la organización del Poder Judicial la buena y adecuada prestación del servicio, que el legislador le ha encomendado a la Fiscalía General de la República. Son temas que si bien tienen un adecuado ropaje técnico-jurídico, también hay que valorarlo políticamente en la perspectiva que nosotros somos la máxima autoridad del Poder Judicial y también hay que definir hasta dónde podemos nosotros tener un órgano a lo interno de la organización del Poder Judicial, al cual –reitero- desde la perspectiva técnica-jurídica goza de esas características que se han señalado en el informe del Magistrado Jinesta, sobre la cual nosotros no podemos decir nada como máxima autoridad de Gobierno Judicial, y en esa perspectiva mejor dar ese paso grande, fuerte, serio, para que el Ministerio Público quede totalmente fuera de la Organización del Poder Judicial y que adopte la autonomía y la independencia con la partida presupuestaria fijada constitucionalmente para el mejor desempeño de sus funciones legales.”


Expresa la Magistrada Pereira: “Quiero reiterar mi posición desde el inicio de la discusión en sesiones anteriores. Creo que el licenciado Mora Rodríguez nos señala expresamente en su informe como conclusión, de que el Consejo Superior del Poder Judicial tenía competencia para solicitar el informe que solicitó al Fiscal General. Nos señala que realmente quienes desde un principio tenemos la firme convicción de que era competencia del Consejo Superior y que la ley así lo establece, nos indica cómo el párrafo segundo del artículo 84 de la Ley Orgánica es concluyente al expresar que el Ministerio Público dependerá del Consejo Superior únicamente en lo administrativo y no en lo técnico profesional. El informe aunque algunos no lo compartan me da la razón, porque eso me da una gran tranquilidad de conciencia de cuántas veces yo resolví asuntos iguales estando en el Consejo Superior y es que se trata de que la Ley Orgánica tanto del Ministerio Público como del Organismo de Investigación Judicial, faculta a su jefe a hacer los nombramientos, traslados, establecer el régimen disciplinario hasta cierto límite de sus servidores, en todos aquellos casos que así corresponda, pero en aquellos casos en que puede haber algún vicio de arbitrariedad, surge entonces el artículo 84 cuando dice que asimismo dependerán del Consejo Superior, pero únicamente en lo administrativo y no en lo técnico profesional el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial y la Defensa Pública. Esta disposición del artículo 84 viene a resumir en pocas palabras lo que el Magistrado Solís estaba diciendo. Es cierto que toda la interpretación muy respetable que ha hecho el Magistrado Jinesta es absolutamente válida para el aspecto funcional, pero en el aspecto administrativo la Corte Plena y la ley amparándose en ello, estableció un órgano que puede pedirle, no que quiera cercenar toda posibilidad de administración que tienen ellos, pero sí pedir cuentas cuando esta facultada de trasladar, de sancionar o de hacer nombramientos raye con lo que es legal. Yo solamente quiero reiterar mi posición. Avalo desde luego el informe que el licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez ha rendido a Corte y que cuando hablamos de una independencia funcional, ello no quiere decir que en el aspecto administrativo no exista por ley y no tenga que llamarse a cuentas en ese aspecto exclusivo a cada uno de los jefes, tal y como la ley lo dispone. Yo sigo avalando la tesis que ya había expuesto. La tesis que don Luis Paulino manifestó en su oportunidad y que fue la que motivó la decisión de no avocarse y sigo creyendo que la Corte no hace bien en avocarse al conocimiento de una resolución del Consejo Superior que está amparada por la ley.”


Expresa el Magistrado Castillo: “En primer término para expresar mi apoyo al análisis jurídico que con gran acierto ha hecho el Magistrado Jinesta. Me parece que estamos en un caso de una desconcentración máxima por todos los argumentos que él ha dado y que no voy a repetir. Solamente quiero hacer unas aclaraciones en estos sentidos. En primer lugar, ¿qué es la desconcentración? La desconcentración es la asignación de una competencia a un órgano que no ocupa la cúspide administrativa y eso trae -como bien lo decía el Magistrado Jinesta- un resquebrajamiento, un debilitamiento del principio de jerarquía. El artículo 101 de la Ley General de la Administración Pública, establece que el jerarca tiene seis potestades en relación con sus subordinados, concretamente las potestades de: nombramiento, vigilancia, revisión, avocación, dirimir conflictos de competencia y la sancionatoria. En el caso de la desconcentración máxima ocurre que la potestad de dar órdenes y directrices y también la potestad de mando se enerva, lo mismo que la potestad de avocar y de revisar, y en el caso del Ministerio Público es muy particular, porque incluso al jefe del Ministerio Público se le da la potestad de nombrar, remover, trasladar, etcétera, y hay un principio muy básico en el Derecho Administrativo que todo lo que es exclusivo es excluyente, o como ha dicho la doctrina española, lo exclusivo implica el monopolio del ejercicio de la función. Desde esta perspectiva si el Fiscal General tiene eso en forma exclusiva, lógicamente tiene un monopolio en el ejercicio de esa función y consecuentemente ningún otro órgano administrativo puede ejercer esas funciones. En relación con las preocupaciones que señalaba el Magistrado Solís con acierto, yo creo que la desconcentración máxima del Ministerio Pública, no implica una personificación presupuestaria o lo que se ha llamado en la doctrina uruguaya el órgano persona. Esa es una figura que desarrolló la doctrina uruguaya y que fue traída a nuestro país, pero ahí es un caso muy particular, porque prácticamente la personificación presupuestaria implica, que el órgano al cual se personifica una parte, ya sea la organización o el funcionamiento y está unida por una Dirección Ejecutiva, ahí ese órgano que tiene personificación presupuestaria, que no es el caso del Ministerio Público tiene su propio presupuesto, tiene sus propias cuentas corrientes, puede demandar y ser demandado en juicio, tiene sus propias propiedades, prácticamente llega a ser un órgano que se adscribe a un ente que es el Estado, pero viene en la práctica a funcionar como un verdadero ente. Incluso en el nuevo Código Procesal Contencioso se le reconoce legitimación procesal para demandar y ser demandado en juicio. Respondiendo un poco las interrogantes del Magistrado Solís, ¿qué nos queda a nosotros en relación con el Ministerio Público?, dos cosas muy básicas: Una, nombrar al Fiscal y eventualmente removerlo y dos, ejercer una potestad de vigilancia, para que en aquellos casos en los cuales amerite algún tipo de sanción, poderla establecer esta Corte. Me parece que esta Corte debe sentar la tesis de que estamos en presencia de un órgano de desconcentración máxima. Reconocer que nosotros tenemos únicamente esas atribuciones y dejar que el Fiscal General actué con toda su independencia, tanto en el ámbito de su definición de políticas de persecución del delito, como en cuanto a la organización y administración del Ministerio Público como tal.”


Manifiesta el Magistrado Cruz: “Este es un tema que para mí resulta relativamente familiar de vivencias históricas cuando fui Fiscal General. Recuerdo que a propósito de un conflicto con unos jueces, por una situación que ocurrió sobre un préstamo en un banco, el presidente del órgano que intervino el banco me pidió un informe. Eso originó una causa disciplinaria complicada y, por supuesto, se originó porque yo le respondí al presidente del órgano que intervino ese banco en aquella época. Después de un proceso seguro muy complicado y que discutió Corte Plena, finalmente Corte Plena sancionó a varias personas y, por supuesto, me sancionó a mí y me sancionó -me pusieron una amonestación o alguna llamada de atención-, porque yo no le pedí permiso a Corte Plena para contestarle al Presidente del Banco. Soy el único que quedó con la sanción. Probablemente ahora ya está caduca, pero el resto de las sanciones se fueron quitando por diversas razones. Esto les da una muestra de la dificultad de articular una relación Ministerio Público-Corte, porque en el fondo si eso no se define bien, por eso yo siempre he dicho que el sistema costarricense es estructuralmente inquisitivo, porque si Corte no se autorregula lo que hace es tener control sobre la acusación. Eso digamos es como una tendencia por la naturaleza de la estructura judicial, que sigue siendo la misma de hace muchos años, no obstante, el cambio con el Consejo Superior.


El segundo aspecto que me parece que ha sido difícil para el Ministerio Público, ha sido la dirección de la policía judicial que originó que durante diez años no hubiera Ley Orgánica del Ministerio Público. Yo tuve bajo mi potestad la posibilidad de ser Fiscal General, pero la Ley Orgánica no existía, no tenía definidas las potestades. Y por supuesto, hubo una definición política muy importante en el año 1973, cuando se promulga el código y en el año 1975 cuando comienza el código y es que en realidad Costa Rica adopta el modelo italiano de un Ministerio Público muy cercano o adscrito al Poder Judicial. Es muy interesante, no obstante las vicisitudes que he mencionado, que probablemente solo en Costa Rica y en Italia el Ministerio Público ha podido acusar en asuntos de gran importancia por hechos de corrupción política. Y por supuesto, en Costa Rica con diferencias y con grados muy abismales por una tradición. De tal forma que en lo que decía el Magistrado Solís hay que valorar muy bien la ubicación y que eso obedeció a una razón política, entre otras además, porque recuerden que el código de 1973 tenía el monopolio de la acción penal en manos de la Procuraduría. Entonces si se le daba el monopolio al Ministerio Público había que desarticular una posible influencia política. Curiosamente por esa razón en el caso de Italia es que Berlusconi ha tratado de hacer un cambio en la estructura del Ministerio Público, que es como lo que le llaman una magistratura requirente o acusatoria.


Hago esta cuestión de contexto, porque talvez en el caso que estamos mencionando no es lo determinante; lo hago solo porque el Magistrado Solís mencionó ese tema que sería de contexto de una discusión de mayor trascendencia y, además, importante desde el punto de vista político. Y por supuesto, hubo razones políticas para ubicar el Ministerio Público dentro del Poder Judicial, lo cual no significa que el Poder Judicial no pueda tener al Ministerio Público adscrito con una autonomía o con una desconcentración máxima y que se puedan regular o articular bien las relaciones, con la perspectiva que señaló el Magistrado Castillo, a propósito de las potestades que tiene el fiscal. La ubicación de los fiscales, yo no creo que sea una función administrativa, es una función que tiene que ver con la definición funcional del Ministerio Público. ¿Cómo el Fiscal General organiza a los fiscales? ¿Por qué los traslada a otras funciones o en otras actividades?, eso es un tema que no es administrativo es funcional. Casualmente el tema es que la organización que el Fiscal General le puede hacer a sus fiscales, a las personas que colaboran con él, en ese principio de unidad de jerarquía con toda la organización que he mencionado, es un tema que no es administrativo. Me parece que si el Fiscal General traslada un fiscal a otra función, en otra unidad especializada, eso es un tema de la organización funcional del Ministerio Público, no es un tema administrativo. Ahora, como bien dijo el Magistrado Jinesta, si hubiera un exceso, una desviación de poder, un ejercicio abusivo de la situación, casualmente para eso está el amparo constitucional y, eventualmente una vía contenciosa o laboral.


Este tema que discutimos que me parece apropiado hacerlo, creo que el Consejo Superior no podía hacer o realizar los actos que hizo y las decisiones que adoptó. Si el Fiscal General hizo un traslado de funcionarios conforme a lo que la ley prevé, eso es parte de la dirección funcional que él tiene en máxima desconcentración. 


Creo que para otros propósitos el tema del presupuesto, etcétera, lógicamente el fiscal no podría tener esa potestad, porque está definido que él no puede definir una política salarial, pero sí lo puede hacer para efectos de dónde ubica a los fiscales y de qué manera.


En la discusión de la ley que duró muchos años, siempre se trató que hubiera una organización muy flexible del fiscal, para que el fiscal ubicara las personas, hasta recuerdo que se habló de la posibilidad de trasladar a un fiscal, incluso fuera de San José cuando había un juicio de mucha trascendencia, cuando hubiera una investigación que requería su presencia en el sitio. Creo que en esto hay una diferencia con la judicatura. No me imagino al Consejo Superior -no sé si hay precedentes o si eventualmente talvez lo ha hecho- diciéndole a la policía judicial cómo puede hacer los traslados, ni tampoco a la Defensa Pública, pero la función del Ministerio Público es bastante diferente. En todo caso las decisiones del Consejo Superior han sido oscilantes, porque si ustedes ven algunos precedentes, verán que el Consejo ha resuelto cosas diferentes. En una decisión que tomó don Carlos Arias a propósito de un traslado de una fiscala, en esa época uno de los jerarcas del Ministerio Público objetó ese traslado y el Consejo dijo que eso era potestad de ubicación y nombramiento del Fiscal General. Si uno ve los precedentes no ha tenido una línea coherente en la decisión. Deberíamos definir -y me parece que es lo que corresponde- que en realidad la ubicación de los fiscales es un tema que tiene que ver con la función técnica del Ministerio Público y la organización del poder acusatorio. Me parece que eso fortalecería esa autonomía del Ministerio Público y, por supuesto, el funcionario o la funcionaria que encuentre que está siendo perjudicado/a, o que el ejercicio de esa potestad es arbitraria o lesiva de sus derechos, para eso tiene otras vías que no es una intervención de un órgano de rango administrativo dentro de la Corte, para corregir una decisión del Fiscal General, que al fin y al cabo no deja de ser una intervención sobre decisiones de autoridad de él, para que frente a sus colaboradores y subalternos se le reste autoridad, de modo que cada vez que haya un traslado yo voy donde el Consejo Superior y le digo al Consejo: “hágame el favor y le piden cuentas al Fiscal sobre este traslado”.
MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO CRUZ, SALIÓ LA MAGISTRADA CALZADA.


Señala el Magistrado Vega: “Quiero hacer de conocimiento de la Corte que este tema fue analizado por la Sala Constitucional en alguna oportunidad, sobre los alcances de los artículos 25 y 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. En un caso muy similar al presente, dio origen al voto de la Sala Constitucional Nº 5702 de las dieciséis y treinta y una horas del veintiséis de junio del dos mil uno. En ese voto que, asumiría que actuando nosotros como órgano en este caso administrativo deberíamos de acatar obligatoriamente, la Sala Constitucional dijo: “El Fiscal General es el encargado de ejercer la administración y disciplina del Ministerio Público, así como revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de conformidad con el artículo 25, incisos c), f) y g) y 28 de la Ley Orgánica del Ministerio Público”. Desconozco porque aquí hay fuentes primarias de primer orden si hay reiteraciones sobre esta línea jurisprudencial, pero por lo menos cito en este caso este antecedente que me parece es importante no desconocer para la Corte y yo votaría en ese sentido, pues haciéndole eco a lo que la Sala Constitucional ha venido a decir y mantendría un poco la misma tesis de lo que ha expuesto el Magistrado Jinesta y el Magistrado Cruz y creo que en un tema de esta naturaleza, siendo justamente la independencia del Ministerio Público uno de los valores esenciales para su funcionamiento; creo que ese sería desde mi punto de vista, la dirección a seguir que ha sido –repito- ya muy bien planteada en su momento por la Sala Constitucional analizando un antecedente de esta naturaleza del 2001”.


Indica el Magistrado Arroyo: “Para que quede constando mi punto de visto, creo que lo fundamental ha sido dicho. Yo coincido plenamente con el análisis que se ha hecho aquí de un Ministerio Público con máxima desconcentración y con autonomía funcional, tal y como de manera muy precisa y amplia lo explicó el Magistrado Jinesta. He creído en eso desde que, en alguna medida he participado en los procesos de elaboración de las reformas legales que finalmente han plasmado un modelo como el que actualmente estamos debatiendo. Sí creo que en esto obviamente hay una apuesta política por la independencia del Ministerio Público que es fundamental. Independientemente de los aspectos estrictamente jurídicos de ¿cómo se construye un modelo?, ¿qué niveles de dependencia pueden tener unos órganos de otros?, obviamente ahí no me voy a meter porque los expertos son otros de los aquí presentes, pero sí es cierto que en la ideología que inspiró tanto el Código de Procedimientos Penales del 73, 75, como las Reformas del 96, 98 y la Ley Orgánica que ha venido evolucionando en ese sentido, me parece que ha apostado a que haya un funcionamiento plenamente en manos del jerarca del Ministerio Público y, como bien se ha dicho, con aspectos muy puntuales que tienen que ver con el nombramiento, la remoción y la disciplina del jerarca del Ministerio Público como existen otros jerarcas en las mismas condiciones para con la Corte Suprema de Justicia. 


Normalmente cuando esto se debate termina diciéndose, ¿qué tal está nuestro esquema? ¿Cuán adecuado es? ¿Convendría hacerle algunas modificaciones? y finalmente la pregunta que se hace el Magistrado Solís: ¿Qué le queda a esta Corte como jerarca a la hora de evaluar y valorar la acción del Ministerio Público?


Dicho lo que ya con mayor propiedad se ha expresado, me parece que efectivamente dentro de los esquemas posibles de organización el nuestro es uno bastante adecuado. Creo que la evolución futura del Ministerio Público no tiene que ser en orden a sustraer el Ministerio Público del Poder Judicial. Básicamente por razones de orden político también. Es decir, yo no me imagino a un jerarca del Ministerio Público negociando año a año con la Asamblea Legislativa un presupuesto que puede significar, en alguna medida, una limitación importantísima o un veto importante a las políticas de persecución que en determinado momento se sigan. Sí creo que en la esfera del Poder Judicial, el Ministerio Público tiene protecciones y tiene garantías que no tendría fuera del Ministerio Público y básicamente yo me refiero a esa independencia que depende de las aprobaciones anuales presupuestarias o de cualquier otro tipo de presiones que desde una posición más aislada podría tener el Ministerio Público.


En fin, quiero que quede constando que aprecio y valoro mucho lo que aquí se ha dicho con respecto al Ministerio Público como órgano de máxima desconcentración, siempre unido al Poder Judicial, pero sí deberíamos dar esta tarde un paso firme. Ya el Magistrado Vega nos ha dicho que esto no es nada nuevo, incluso en la discusión de constitucionalidad, de suerte que, me parece que en esa dirección tenemos que afirmar lo que ha sido hasta ahora la evolución del Ministerio Público entre nosotros”.


Manifiesta el Magistrado Armijo: “Ciertamente la Sala Constitucional desde el 2001 ya se había pronunciado sobre este tema y, precisamente, a raíz de un choque con el Consejo Superior. No solo la Sala dijo eso, sino que el Ministerio Público y el jerarca tenían esa potestad en forma exclusiva y excluyente. Esto no responde más que al modelo de política criminal que se decidió cuando se implementó la nueva ley que rige al Ministerio Público. Creo que vivimos tiempos muy complejos que ameritan también un Ministerio Público con nuevas competencias y que pueda dar respuesta a los nuevos retos. No creo que sea aleatorio que haya quedado en la ley, la posibilidad de que el jerarca del Ministerio Público pueda mover, dependiendo de las circunstancias a su personal. Me parece apropiado. También me parece correcto que lo hayamos traído a Corte Plena, porque en última instancia creo que se está discutiendo algo más importante y es la Corte puede decidir dar un cambio de viraje en relación a la autonomía que se le reconoce al Ministerio Público o conservarle esa autonomía. Y esto creo que es importante para la persona que vaya a ocupar esta plaza, porque creo que ella debería saber con claridad a qué se va a atener, ¿cuál será la posición de la Corte?, y ¿cuál va a ser su grado también de autonomía? Desde ese punto de vista, yo me inclino por conservar la línea que ya se ha establecido. Me gusta un Fiscal independiente. Me gusta un Fiscal que pueda hacer las cosas bien y me gustaría un Fiscal que pudiera poner los puntos sobre las “ies” cuando se necesite y en cuanto tenga mayor independencia sé que lo puede hacer de mejor manera. Por eso, yo estaría con la propuesta de mantenerle la autonomía a la Fiscalía”.


Refiere la Magistrada Villanueva: “Quiero hacer algunas manifestaciones que me sugiere el tema, pero sobre todo ubicarlo en el contexto. Yo no dudo que en una discusión académica los razonamientos que han dado sobre órganos desconcentrados quienes están en la materia, lo hayan hecho con toda propiedad. No tengo la menor duda al respecto. Como tampoco tengo duda de cuál es el Organismo de Investigación Judicial que quiero y de cuál es el Ministerio Público que quiero. Creo que cualquiera de las instituciones, como también lo quise y lo quiero para la Judicatura, tiene que ser independiente, no tengo de ello la menor duda. Pero esta discusión no es académica, esta discusión tiene una base de realidad y lo que ustedes ahora se están planteando, si podía o no opinar el Consejo Superior, no fue lo que el Consejo se planteó y no se lo planteó porque al Consejo vinieron y le dijeron: “hágame esto”. Se ha dicho que el Consejo Superior es cambiante, pues sí. Igualmente se puede decir que es cambiante cuando se somete algo a su conocimiento y me responde que sí, pero cuando planteo nuevamente la pregunta y me dicen que no, entonces yo ya no digo este Consejo sirve, sino este Consejo me está limitando mis poderes. Ubiquemos muy bien teóricamente lo que han dicho, pero la realidad del conflicto y de lo que nos lleva a la meditación es una pregunta, que el Consejo no le hace al Ministerio Público, sino que el Ministerio Público viene haciéndole preguntas al Consejo y cuando el Consejo dice que sí, ¡muy bien!, pero cuando el Consejo dice que no, o ni siquiera dice que no, sino que tuvo la osadía de preguntar: ¿Cuál es el fundamento?, porque eso fue lo que hizo el Consejo. En lo demás estoy de acuerdo, quiero una Judicatura independiente; un Organismo de Investigación Judicial y una Fiscalía General independiente y valiente, pero no quiero nada de esto arbitrario y los valores institucionales son unos como los valores nacionales son unos y la razonabilidad de la función pública es un requisito inherente a todo acto de la administración y no puede ser que cuando a mí me dicen que sí, está muy bien, y cuando yo pregunto pero me responden que no, no está bien y es arbitrario. Creo que eso no puede ser y no podemos dejar de verlo.


El amparo de esta institución que yo lo celebro, es precisamente lo que dijo el Magistrado Arroyo, el poder ejercer las funciones con toda libertad y razonabilidad, pero ¿Estoy yo obligada a que alguien a la par mía haga un acto que no tiene justificación y quedarme sin manifestación alguna?, ¿Es esa la función que nos impone la Constitución Política y las leyes?, no es que todo acto aún los actos discrecionales tienen que ajustarse a los principios que están detrás del Estado costarricense. El Consejo no se cuestionó si tenía o no potestad.


Yo tuve la oportunidad de participar en la discusión de la Ley Orgánica y en las reformas de la Ley Orgánica del Ministerio Público y siempre he abogado por un Consejo fiscal independiente o con criterio, donde forme parte el Director General del Organismo de Investigación Judicial; donde haya alguna representación de la ciudadanía, lo cual me parece muy importante, porque nos debemos a la ciudadanía. No estamos para ejercer poderes arbitrarios y creo que el marco de una institución como el Poder Judicial, no es un adorno es una garantía de que los actos tienen que ser lícitos, racionales y deben ajustarse a la ley, porque independiente de lo que puedan ser las funciones policiales o la función acusatoria, lo importante es que sean independientes, atrevidas, pero no arbitrarias.


A mí no me preguntaron si es que podía o no pronunciarse el Consejo Superior. Yo simplemente habituada a lo laboral, digo la estabilidad de la norma. El artículo 192 de la Constitución Política es una garantía constitucional que costó mucho tener un Servicio Civil en este país. Ha sido un avance para dejar atrás los botines políticos. La estabilidad es un derecho de todo trabajador y de toda trabajadora, ¿Cómo no? si esa es mi formación. ¿Y la estabilidad? La Ley de Carrera Judicial no vino de ninguna Asociación de Empleados Judiciales. No vino de ninguna Asociación de Jueces ni Juezas, fuimos nosotros en esta Corte los que dimos una Ley de Carrera Judicial, porque necesitábamos estabilidad para poder tener independencia, para poder pensar. Eso para decirles que contra la arbitrariedad no se pude estar. La discrecionalidad tiene los límites de servicio público y de la legalidad. Se pidió al Consejo Superior el traslado de fiscales y fiscalas de Heredia, Alajuela y San Ramón y el Consejo dijo sí. Y vinieron las cartas de los fiscales y las fiscalas diciendo – ¿Cómo era eso?, que no se justificaba después de siete años, que ¿cuál era el fin público?, pero el Consejo dijo sí. En esa oportunidad, yo dije me separo del criterio de la mayoría, porque la estabilidad es la norma y la discrecionalidad tiene límites y yo no desconozco cuál es la jerarquía y la naturaleza de un ente como la Fiscalía General. Sí claro pueden hacerlo, pero por una razón que tenga validez, que pueda ser transparente, y ¿cuál es la razón? Yo me voy a limitar al caso concreto, porque en lo demás estaría con ustedes. Académicamente yo puedo decirles lo mismo que ustedes están diciendo y me parece muy bien, pero resulta que decimos que el fundamento de esta actuación está en la Ley de Control Interno y para que no haya un confort. Perdónenme, pero como voy yo a aceptar un argumento de esa naturaleza, es como decir pasemos a la Magistrada Pereira que está en la Sala Tercera a la Sala Segunda, con fundamento en la Ley de Control Interno y que yo pase a la Sala Tercera, esa es la finalidad de la Ley de Control Interno ¿cómo me van a exigir a mí que no piense ante eso?, ¿qué justificación tiene una solicitud de esa naturaleza?, ¿qué bien le hace al fin público?


Yo no tengo ningún interés de tipo personal en este asunto para estar o no de acuerdo, mis razones son de lógica, de razonabilidad, de principios, no tengo por qué obligar a alguien a que sufra y decirle: “sí muy bien usted puede ir a la Sala Constitucional” ¿por qué? Esta institución debe caminar con las normas legales. No tiene por qué poner a la gente sufrir y debe respetar el ordenamiento jurídico, ¿cómo me puedo quedar impávida ante una situación de esa naturaleza?


En esta segunda ocasión lo que sucede es que llegaron las notas del licenciado José Pablo González Montero y de la licenciada Patricia Cordero Vargas. Don Pablo dice una cosa relacionada con el puesto que tenía y doña Patricia dice yo he estado ejerciendo en la Fiscalía de Delitos Económicos y me han tenido ahí y ese cambio es únicamente por efectos de la Ley de Control Interno, esa es la justificación que da el Fiscal General, porque es para cumplir la Ley de Control Interno, pero yo no tengo por qué aceptar un argumento que está fuera de toda lógica. No es que el Consejo tuviese algún deseo de inmiscuirse en los asuntos de la Fiscalía General. Yo creo que todos los que estamos aquí queremos una Fiscalía independiente, valiente, activa y lo mismo el Consejo. Nadie en el Consejo tuvo que cuestionarse si le competía o no. Esto es como la obediencia debida, como decirle a alguien está obligado a acatar y decir que sí aunque sea arbitrario. Yo sé lo que es la estabilidad y sé que la inestabilidad es una excepción, porque eso es fundamental en el derecho del trabajo y que en la función pública los botines políticos se quedaron atrás desde la Constitución de 1949. Ustedes dirán qué es concentrado y qué es desconcentrado, pero son dos cosas distintas y si queremos verlo teóricamente me parece muy bien, pero si queremos verlo en función de lo que estaba pasando yo creo que no.


Aprovecho para decir lo siguiente: Esta institución tiene muchos sectores y a Dios gracias nos cobijamos todos y todas en este arco que nos permite actuar, hablar y salir. Hoy en la mañana le decía a don Luis Paulino Mora el gran prestigio que tiene en el exterior y lo difícil que es asumir la representación que él ostenta y don Luis muy humildemente -creo yo- me dijo: “Magistrada Villanueva es porque yo pertenezco a este Poder Judicial”. Pues sí, yo estoy segura que la libertad, el poderlo plantear, el poderlo decir a la prensa se debe compañeros y compañeras, porque se está ejerciendo en este Poder Judicial que nos permite estas divergencias de criterios, pero creo también que es importante que los valores institucionales sean unos y sean los mismos para la Judicatura, para el Organismo de Investigación Judicial, para el sector administrativo y sean los mismos para la Fiscalía. El respeto a la ley y a los derechos de las personas en cualquier parte donde se esté, y eso es únicamente lo que movió al Consejo que no llegó a resolver. El Consejo no ha resuelto, el Consejo únicamente preguntó ¿por qué?, porque la justificación de la Ley de Control Interno es groseramente sin sentido y cuando a mí me correspondió exponer las razones, yo solo dije para mayor transparencia de la Fiscalía por favor indíqueme cuáles son las razones, pero –repito- no dudo de que ustedes tienen todo el fondo académico para decir o para hablar de  desconcentración o concentración. No podría yo dejar pasar esta oportunidad sin decir y reiterar que, ninguna compañera y compañero del Consejo Superior, ha pretendido ni siquiera cuestionar en absoluto al señor Fiscal General de la República, ni la función que ejerce la Fiscalía. Lo único que ha pretendido es mantener en orden esta institución.


Interviene el Magistrado González: “En alguna actividad que recientemente tuvimos, cuando yo hacía alguna conceptualización del tema de la desconcentración, obtuve como respuesta que esos eran tecnicismos secundarios y que el tema era de orden político y que yo no había entendido la discusión que estaba planteada en la mesa (esto en un foro internacional). Por supuesto, el modelo de construcción de una institución o de un Estado es una decisión político ideológica. Política en el buen sentido de la palabra no politiquera desde luego, pero debe ir aparejada con un acompañamiento técnico. Hago esta introducción porque aquí hay dos aspectos que valorar en una amalgama interesante entre teórico y político. Si entendemos como entendemos creo que todos la desconcentración como una transferencia de competencia a un centro último y definitivo de imputación. Decir y aquí me perdonan lo coloquial porque no tengo ningún ánimo de hacer ningún mal chiste, es como el viejo dicho del pueblo que dice: ¡lo que se da no se quita! Y cuando decimos último es porque agota y es que agota cualquier tema. Desconcentración y avocación son como agua y aceite, es decir, si yo desconcentro luego yo no me estoy metiendo día con día en lo que luego transfiero, son agua y aceite. Y esto obedece a razones básicamente de especialidad de la materia o por cuantificación de la materia, estas son básicamente las razones fundamentales de la desconcentración, ¡que es máxima!, yo creo que sí es máxima. Ya el Magistrado Jinesta de manera impecable como él suele hacer ha hecho un análisis agudo de la normativa, y yo también coincido con que es máxima. Podría discutirse desde un punto de vista teórico y luego paso a la visión macro política, porque técnico sin visión es un tecnócrata; político sin técnico es un charlatán. Yo creo que en lo funcional y en lo técnico no tenemos duda de que en la materia que realiza el Ministerio Público hay una desconcentración. Yo creo que aquí hay consenso en la materia que ejerce el Fiscal como tal; en la materia penal de persecución del delito. Creo que no hay mayor discusión. El tema es en materia funcionarial, de empleo, de nombramiento, de revocación, y hago el análisis casi al estilo juez, aquí dichosamente desapegado como sé que lo estamos todos, a pasiones, odios o amores, y me place que esta discusión pueda llevarse en este plano, aquí en esta Corte. Yo creo que lo funcionarial con el recuento que nos hacía el Magistrado Jinesta y repasando la normativa para no reprobar en la materia, también da una desconcentración en lo funcionarial y en lo que corresponde a nombramientos, traslados, ascensos y régimen disciplinario, no tengo ninguna duda. Por supuesto que no es en la materia presupuestaria eso está clarísimo, ni en las políticas generales de esta Corte, porque efectivamente no es un ente autónomo como muy bien también decía el Magistrado Solís, que eso es una decisión político ideológica, ¿qué queremos del Ministerio Público?, queremos un ente autónomo, pues bueno eso hay que definirlo; queremos en compañía con otros grupos de decisión, hablo de la Asamblea Legislativa, con otro Supremo Poder. El tema de la autonomía plena puede ser discutido ya desde el punto de vista político ideológico, pero lo cierto es que no lo es aún. Es un órgano desconcentrado que sí está con un cordón umbilical en ciertas áreas amarrado y me estimulaba profundamente escuchar y casi que eso fue lo que me decidió a intervenir, las palabras de la Magistrada Villanueva que siempre motivan mi inquietud intelectual. Yo más que nadie y me atrevo afirmar que los compañeros que me han antecedido en el uso de la palabra, creo que todos estamos en favor de una interdicción de la arbitrariedad, nada más odioso y aberrante en cualquier función pública y en función de la administración que la arbitrariedad como tal, creo que contra esa luchamos todos. También digo sí con la Constitución a la estabilidad. La pregunta es ¿quién controla esa eventual arbitrariedad? ¿Puede el Consejo Superior controlarla?, yo afirmo para avanzar e ir cerrando mi intervención no de acuerdo con las potestades, sí al control de acuerdo con las reglas jurídicas preexistentes y a la titularidad que se le corresponde. Si el Fiscal de turno, el que esté ahí como huésped de esa plaza y me interesa subrayar lo de huésped que es lo que somos todos, incurre en arbitrariedad, pues tendrá que responder ante los órganos de control correspondientes, llámese jurisdiccionales, Sala Constitucional, puede ser laboral, contencioso, hasta la misma penal.


Creo que ahí hay tal vez una nebulosa en las normas. Yo no me preocuparía porque en el pasado se haya hecho así y que ahora ya no. Ha habido esa oscilación que hablaba el Magistrado Cruz también. En definitiva me place mucho escuchar a la Magistrada Villanueva con la sensibilidad que es propia o que es necesaria para cualquier Juez/a, porque para mí y creo que también coincidimos, no estoy diciendo nada nuevo, el juez/a necesita de dos cosas de sentido común y de sensibilidad y si no las tiene mejor dedíquese a otra cosa. Y por supuesto la exposición de la Magistrada Villanueva lo ha sido con sentido común y sensibilidad, pero no podemos desbordarla a que allí donde veamos algún viso de arbitrariedad podemos incursionar en un control oficioso donde la ley no lo permite, y creo que en este caso no lo permite. Además creo que esta discusión nos permite una mayor claridad en una normativa ambigua y enhorabuena la claridad que al menos para mí provoca, una desconcentración máxima que exime y aparta al Consejo del control de este tipo de decisiones. Me parece que el caso concreto debemos ajustarlo a esa normativa genérica y en ese sentido dejo planteada mi posición.”


Expresa el Magistrado Chinchilla: “En esto que hemos podido escuchar durante esta tarde, me parece que hay dos ámbitos: Un ámbito de lo que es, lo que quisiera que fuera y otro de lo que podríamos decir que es, pero sí hay algo muy importante y yo quiero rescatarlo, es algo que el señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia, don Luis Paulino Mora, redactó, escribió y envió a los medio de comunicación, por lo menos se publicó, y es importante porque eso refleja la realidad de lo que nosotros estamos pensando sobre el Ministerio Público, con respecto a la relación con el Poder Judicial, es la total y absoluta independencia y no intervención en las decisiones y procederes propios de lo que corresponde la actividad de un Ministerio Público y don Luis Paulino lo dijo muy claramente en todos estos años no solo con el Fiscal saliente, sino con todos los demás, nunca en ningún momento se ha intervenido por parte de ningún funcionario/a de alta jerarquía o de inferior jerarquía, pero principalmente alta jerarquía, sobre lo que es una toma de decisión por un Fiscal General y eso es importante, porque eso nos demuestra que de todas formas siempre la independencia ha sido absoluta en este Poder Judicial, siempre se ha respetado el proceder y nunca en este seno se ha cuestionado esa situación y eso como les digo es parte de lo que nosotros podemos pensar sin necesidad de hacer referencia a la ley o no, que es lo que más o menos es lo que voy a referirme en forma bastante rápida, pero sí es importante tener claro esa situación. Y cuando digo eso es porque nunca ha existido de parte de esta Corte Suprema de Justicia interés alguno en intervenir en una decisión de política de persecución criminal, en una decisión de investigación en un proceso, ya sea para abrir o que esté en este caso desarrollándose, y eso dice mucho en buen sentido de esta Corte Suprema de Justicia y del Poder Judicial en general y no solo porque el señor Presidente lo dijo, sino el mismo Fiscal General saliente el que ya ha abandonado el cargo recientemente, él mismo ha aceptado que nunca ha tenido ni una llamada, ni una visita de algún alto jerarca de este Poder Judicial, para pedirle que proceda en uno u otro sentido. Esa es la historia de este Poder Judicial y es la historia de un Ministerio Público dentro de este Poder Judicial, totalmente independiente, totalmente con todas las atribuciones propias de ejercer su puesto, con la mayor soltura que podría pensarse dentro del ámbito, y ¿por qué?, porque la Ley Orgánica del Ministerio Público así lo permite, y yo se los aseguro aunque no lo dijera, también este Poder Judicial, esta Corte Plena así se lo garantizaría, porque es la forma en que este Poder Judicial enfrenta las situaciones. Por eso me parece a veces injusto que se digan algunas cosas y pareciera que se deja algún sesgo importante como que si pudo o podría haber, o sentimos la situación de que podría darse alguna intervención o que hubo alguna intervención, que estoy seguro que no o que podría llegar a haber alguna intervención, que creo que tampoco se va a presentar sobre una decisión de política de persecución criminal por parte del Fiscal o de la Fiscala General de la República que se nombre. Esto es importante porque no quiero, y tampoco me gusta que se deje entredicho la buena actuación, la buena actividad que ha tenido esta Corte Suprema de Justicia, encabezada por el señor Presidente en este caso, don Luis Paulino Mora Mora. Porque si se han hecho las cosas bien ha sido desde esta Corte Plena, si se han hecho bien es desde la Presidencia de esta Corte Suprema de Justicia y eso me parece digno de reconocer como yo lo reconozco y siempre se lo he reconocido a don Luis Paulino en sus actuaciones en este ámbito y en muchos otros del Poder Judicial. 

Hay un tema que de todos modos está planteado desde hace muchos atrás que es la independencia de carácter constitucional del Ministerio Público un tema pendiente. Un tema en el cual no seremos nosotros los que lo asumamos, pero sí es materia propia de decisión política, porque es una decisión de carácter político y eso se verificaría en el seno, en el pleno de la Asamblea Legislativa donde se tomen decisiones en ese sentido. Podríamos estar a favor, podríamos estar en contra, pero me parece que es importante que en algún momento se decida sobre el tema, pero esto y eso sí quiero que quede claro, esto no hará cambiar absolutamente en nada la rectitud con que esta Corte Plena y este Poder Judicial han aceptado bajo su alero protector al Ministerio Público y lo han mantenido allí y le han respetado siempre esa total absoluta independencia. 

La otra parte que sí resulta importante es como les digo una cosa es lo que tenemos hoy y otra cosa es lo que desearíamos mañana. Hoy tenemos una Ley Orgánica del Ministerio Público que tiene una directa relación con la Ley Orgánica del Poder Judicial y, por supuesto, hace llevar ello, a que la no posibilidad de total independencia, estamos hablando no funcional, sino de administración, porque ya el Magistrado Solís lo dijo: ¿El Ministerio Público tiene su propio presupuesto? pues no, lo tiene el presupuesto general del Poder Judicial. ¿Tiene posibilidad de practicar sus propias políticas salariales? pues no lo tiene, sino que son las políticas salariales de este Poder Judicial. ¿Tiene personería para actuar, ser demandado y demandar?, tampoco lo tiene, sino que depende de este Poder Judicial. ¿Tiene capacidad internacional de vincularse como parte de un órgano del Estado independiente con personería para hacerlo?, no lo tiene tampoco, pero todo ello nosotros lo hemos respetado y les aseguro se seguirá respetando. Por eso algunos detalles que me parecen importantes, como lo expuso la Magistrada Villanueva, Vicepresidenta de esta Corte Suprema de Justicia, son claros, hay algunas situaciones que pueden llamar la atención de la forma como se hace. Nosotros como Corte Plena no hemos llamado al Fiscal General a que nos explique cuál fue la actuación suya en algún caso específico, pero sí lo hemos hecho y lo hemos hecho en varias ocasiones, no recuerdo un voto disidente, bueno puede ser que los hubiese en ese momento, pero sí hemos estado anuentes a ello, ¿eso es posible ejecutarlo?, pregunto yo; por un órgano como el que se perfila por algunos de los señores Magistrados donde su independencia es tan absoluta, ya no estoy hablando funcionalmente, sino desde un ámbito de carácter administrativo, que pudiera decirse es imposible hacerlo, pues parece que inicialmente no lo es, pero tampoco creo yo que hay que desgastarse en esa situación. No hay nada más cierto que el Ministerio Público sigue siendo parte de este Poder Judicial, lo cual viene en resguardo de que su independencia se va a consolidar cada día más dentro de este Poder Judicial. Si se quiere constituir como un órgano de carácter constitucional que así sea, y que sean quienes tengan la potestad para hacerlo que lo hagan, es importante si se piensa en ello, pero también es importante que las decisiones que se han tomado, por lo menos en este pleno de la Corte Suprema de Justicia y me parece también que es importante mencionar del Consejo Superior del Poder Judicial, no han sido en ningún momento, casos donde se pretenda entrometerse dentro de una independencia funcional del Ministerio Público, sino en un ámbito de carácter eminentemente administrativo y en eso ha actuado el Consejo Superior del Poder Judicial, no solo ahora, sino que ha actuado muchas veces anterior a ello. Yo entiendo las posiciones de las señoras Magistradas y señores Magistrados de la total y absoluta independencia del Ministerio Público que la tiene, funcionalmente la tiene y se la hemos garantizado, pero en todos los demás ámbitos presupuestario, en este caso de materia salarial, pues si puede dirigirse en eso y si quiere hacerse en eso tiene que hacerse una reforma legal, porque podríamos pensarlo, bueno se lo podemos permitir, pero siempre tiene que tener el acuerdo de algún órgano superior de este Poder Judicial, sino vamos a tener el mismo conflicto, porque el Consejo Superior como ente rector administrativo de los órganos del Poder Judicial es quien va a conocer de ello. Por eso me parece que sí debe rescatarse que lo que se ha hecho hasta este momento por parte del señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia y de esta Corte Plena, siempre ha sido adecuado a derecho y nunca ha violado en ningún momento la independencia funcional del Ministerio Público, ni de ningún Fiscal General de la República.”


Indica el Magistrado Jinesta: “Los Magistrados González y Castillo con propiedad indicaron una serie de consecuencias de la desconcentración. Yo creo que hay un equívoco, nosotros no hemos dicho que la desconcentración lleve a la autonomía presupuestaria o salarial, para nada. Es evidente que el Ministerio Público está adscrito al Poder Judicial y debe atenerse en esas materias. Decimos que la competencia es desconcentrada y exclusiva que le fue concedida por ley al Ministerio Público. Estimo que el Magistrado Solís hacía las preguntas un poco con la técnica de la mayéutica para escuchar respuestas y sobre todo que él ya las sabe y para que quedara constando en actas, quizá que no se exacerbara esa autonomía e independencia del Ministerio Público, pero aquí ninguna persona ha pensado de momento en que tenga autonomía presupuestaria salarial, sería una desconcentración en la competencia técnicamente atribuida.


Estimo que la lectura del párrafo segundo del artículo 84 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como lo señalaba el Magistrado González, realmente hay que hacerla a la luz de una serie de normas, es decir, según la interpretación sistemática de la Ley General y demás. Cuando se dice “… dependerán del Consejo, pero únicamente en lo administrativo y no en lo técnico profesional el Ministerio Público…”, cuando dice técnico profesional está diciendo con toda claridad que en la competencia exclusiva y excluyente del Ministerio Público no depende para nada del Consejo Superior, por lo que habría que entender que esa dependencia del Consejo sería en lo administrativo, pero en aquella esfera u órbita de lo administrativo que la Ley Orgánica del Ministerio Público no le haya atribuido exclusivamente al Ministerio Público, que es una ley especial y en todo caso posterior. Yo diría que esa órbita administrativa en la que depende del Consejo, precisamente es la materia, por ejemplo, de ejecución presupuestaria, de ejecución salarial, el tema del recurso tecnológico, avituallamiento, aprovisionamiento del Ministerio Público que al estar adscrito tiene que regirse por las normas de la proveeduría institucional como cualquier otra. Quiero hacer una aclaración, porque hoy más que nunca en esta Corte razonan las palabras de Arthur Schopenhauer en su famoso libro “El Arte de Tener Razón” cuando decía “la dialéctica es el acto de llevar la razón sin preocuparse de la verdad objetiva porque de la verdad objetiva se ocupa lo lógica”. Por ahí decían que los que abogamos por la autonomía y la independencia del Poder Judicial somos arbitrarios. Dios nos libre de eso. Yo particularmente en la Sala Constitucional y en múltiples votos he fortalecido de manera evidente el principio de interdicción de la arbitrariedad. Creo que la arbitrariedad se comete cuando se cohonesta que órganos que no tienen ninguna competencia interfieran y puedan asumir competencias que evidentemente no las tienen, ahí sí se comete una evidente y clara arbitrariedad. Nosotros como órganos administrativos no estamos para sustituir a los órganos de control establecidos constitucionalmente. El artículo 10 de la Constitución Política establece a la Jurisdicción Constitucional y el 49 a lo Contencioso Administrativa, para que se encarguen de atender aquellos temas cuando un funcionario público dice: “se me ha violado la inamovilidad o se me ha causado ius variandi abusivo”, en esos casos pues habrá que acudir a esas instancias y para eso están establecidas. De tal manera que no acepto que se me diga que yo cohonesto la arbitrariedad eso es una falacia absoluta; quien cohonesta la arbitrariedad es quien acepta que un órgano como el Consejo Superior del Poder Judicial que no tiene ninguna competencia e irrespeta la autonomía e independencia del Poder Judicial, acepta que se atropelle al Fiscal General, ese es el que comete la arbitrariedad. Se decía por ahí que el Fiscal General nunca ha señalado en los medios de comunicación colectiva que haya sufrido alguna amenaza directa o indirecta a la autonomía e independencia del Poder Judicial. Yo recuerdo haber leído todos los medios de comunicación colectiva, es un hecho público y notorio, él dijo que una de las razones por las cuales se podía ir del Poder Judicial era porque el Consejo Superior había interferido en el tema de los traslados de unos fiscales, ¿por qué vamos a tapar el sol con un dedo?, si el Fiscal dijo que sí, que había un órgano que estaba interfiriendo en su autonomía e independencia. Ahora, que no la haya hecho a esta Corte Plena, es otra cosa y considero que aquí siempre hemos sido particularmente celosos de la autonomía e independencia del Poder Judicial y no tiene que venir el Magistrado Chinchilla a decirnos lo que dice la ley, que ya nosotros la sabemos y conocemos sobradamente.

Por último, se señalaba que el Consejo Superior no llegó a resolver, por dicha que no lo hizo y la Corte se avocó la competencia del tema de conocer de estos traslados, porque sino probablemente, por lo menos en el criterio de los que sostenemos la autonomía y la independencia del Ministerio Público, se hubiera cometido una atrocidad y una arbitrariedad gravísima en contra del Ministerio Público. Así que les repito que afortunadamente el Consejo no se llegó a pronunciar y a resolver el punto en particular”.


Expresa el Magistrado Vega: “En primer lugar, entiendo que aquí no estamos discutiendo un asunto de fondo, sino de forma. Digo lo anterior, porque desde mi punto de vista la Corte no tiene competencia para entrar a resolver si hubo arbitrariedad o no en ningún traslado. Señores Magistrados y señoras Magistradas, si esto lo sentamos como un precedente esta Corte a partir de ahora vivirá única y exclusivamente para conocer reclamos de inconformidad de cualquier Fiscal o Fiscala de la República, Defensor o Defensora, empleado o empleada administrativa que no esté de acuerdo con una decisión del Director Administrativo, cualquier cosa que huela a arbitrariedad que podrían ser miles de miles, tendrían que venir a esta Corte para ser analizadas. Yo pregunto ¿con qué competencia? La competencia para conocer de esos temas la da la ley y la ley no nos está dando competencia en este caso para entrar a valorar este tipo de actos, y aquí vamos otra vez al tema del avocamiento o no. Yo lo que entiendo es que existió o existe un conflicto de competencia entre la Fiscalía General y Consejo Superior, y en virtud de ese conflicto el Fiscal General consideró que tenía las potestades legales para proceder como lo había venido haciendo históricamente desde hace muchos años, y que el Consejo Superior no tenía esa potestad para entrar a suspender un acto que él había decidido en relación con un traslado de unos funcionarios, que desconozco si fue arbitrario o no, -repito- eso sería entrar al fondo. Me parece que esta Corte está conociendo simplemente si el Fiscal tiene o no competencia de acuerdo con lo que dice la ley y ha dicho la Sala Constitucional, si tiene competencia o no para dictar ese tipo de actos administrativos. Creo que aquí se ha indicado hasta la saciedad que sí tiene esa competencia para poder actuar de esa forma.


Ahora bien, actos arbitrarios en el Poder Judicial podrían haber tantos como actos administrativos se dicten diariamente, porque cualquier persona que se vea lesionada desde un punto de vista subjetivo frente a un acto, va a considerar probablemente que ese acto es arbitrario. Solo imaginémonos el tema del régimen disciplinario, y que esta Corte tenga que conocer como actos arbitrarios todas las decisiones que pueda tomar el mismo Consejo o el Tribunal de la Inspección Judicial en materia disciplinaria, es decir, sencillamente esta Corte no pararía de conocer actos que se puedan considerar arbitrarios. No considero que nosotros tengamos aquí competencia, ni tampoco los elementos suficientes para saber si hay o no un acto arbitrario en el traslado de estas funcionarias o dos funcionarios; traslados que además se producen todos los días dentro de la competencia funcional que le da la Ley Orgánica del Ministerio Público al Fiscal General para que pueda precisamente decidir lo que considere en materia de persecución penal.
Si hay derechos subjetivos involucrados, inconformidades de las personas que se puedan sentir lesionadas o afectadas por arbitrariedad de actos de órganos del Poder Judicial, hay simplemente dos vías: 1.) Agotar los recurso internos hasta donde se permita de acuerdo con la ley. Y 2.) Si los recursos internos están agotados por la vía de los recursos o por medio de impugnación que quepa, pues entonces ir a las vías externas, ¿Y cuáles son las vías externas? La Sala Constitucional vía recurso de amparo o la vía laboral si se considera que fuera todavía un tema que pueda ser analizado desde el punto de vista de la competencia del servicio público en la materia laboral o bien la jurisdicción Contenciosa Administrativa. Eso fue lo que dio lugar a que en el año 2001, algún funcionario o funcionaria que se sintió subjetivamente lesionado por un acto de la Fiscalía General en aquella época, planteara esa inconformidad ante la Sala Constitucional por la vía del recurso de amparo y me parece que esa es la vía correcta en el caso que se transgreda el uso potestativo del poder y se extralimite más allá de lo que establece la ley. 

En ese sentido, estimo que hay una competencia funcional y a eso es lo que la Corte debe avocarse, lo que se debe votar me parece a mí señor Presidente, Magistrado Mora, con todo respeto, es si el Fiscal General tiene o no competencia para decidir traslados de sus fiscales o de su personal subalterno. Si es un tema administrativo o funcional considero que es exactamente lo mismo, no puede haber en el traslado de un fiscal más que un tema de decisiones funcionales, el decidir si un fiscal se va a abocar o no a una determinada fiscalía en un determinado territorio son temas que tienen que ver implícitamente con el tema de la funcionalidad. Creo que al final lo que tenemos que llegar a decir es si realmente pudiere existir un acto arbitrario detrás de la decisión del Fiscal General en su momento, que –repito- desconozco los alcances y el fondo del tema, entonces sería la Ley Orgánica del Ministerio Público la que sería arbitraria al darle esas potestades al Fiscal General. Habría que decirles a los señores diputados y señoras diputadas que cambien la ley, porque es la ley la que plantea un tema de arbitrariedad. Si la decisión la tomó amparado a la ley y si ella no tiene mayores recursos frente a los órganos que están establecidos en la estructura de gobierno judicial, pues no estaríamos haciendo nosotros absolutamente nada, decidiendo sobre un tema de fondo que no tenemos que resolver y debemos de plantearlo en términos únicamente de conflictos de competencias en términos absolutamente formales, para reconocer o no la competencia del Ministerio Público para poder tomar ese tipo de decisiones con arreglo a lo que establece la Ley Orgánica del Ministerio Público. Si resolvemos de esa forma estaríamos actuando en consonancia con lo que la Sala Constitucional dijo en el año 2001. Si decimos otra cosa, significa que esta Corte estaría desconociendo la jurisprudencia constitucional del 2001 citada ya oportunamente en un caso similar, en el que se discutía el tema del régimen disciplinario, traslados, etcétera. 

Creo que planteada las cosas así y no desde el punto de vista de fondo, porque yo creo que aquí no estamos discutiendo el fondo de la cuestión, lo que la Corte simplemente debe hacer con toda la riqueza de la discusión y las excelentes intervenciones que se han dado, es simplemente decir, se le reconocen las potestades al jerarca del Ministerio Público para que, de acuerdo con lo que dice la ley pueda proceder en la forma en que lo hace y de realizarlo de forma equivocada, él tendrá que asumir sus propias responsabilidades y asumirá éstas de conformidad con lo que la propia ley establezca y en ese sentido está la vía administrativa del amparo o están las vías de incumplimiento legales que pueda prever la ley para los efectos de responsabilizar al funcionario que se extralimite en el cumplimiento de sus funciones y lo haga de forma arbitraria y que no corresponda de acuerdo con el ordenamiento jurídico lo faculte hacer”.


Manifiesta el Presidente, Magistrado Mora: “Cuando en el Consejo Superior discutímos sobre este tema, yo señalé que tenía duda que el Consejo Superior tuviese atribuciones para conocerlo. Eso fundamentado en que cuando redactábamos la Ley Orgánica del Ministerio Público, al asunto de los traslados de los fiscales, se le dio una gran importancia, porque eventualmente el Fiscal General puede necesitar a una determinada persona, en un determinado caso, y no casualmente donde se le ha designado o nombrado inicialmente, puede ante una escalada delictiva necesitar reforzar una determinada fiscalía. Cuando discutíamos aquí de nuevo la Ley Orgánica del Poder Judicial este tema fue analizado otra vez y señalábamos que había que darle una gran discrecionalidad al Jefe del Ministerio Público para realizar los traslados, esa fue la tesis mayoritaria. En aquel momento yo no estaba pensando que podría estar de por medio una discusión sobre una actuación arbitraria, porque la arbitrariedad está interdicta en toda la administración pública y siendo así alguien tendría que revisarla. Por eso fue que propuse que le diéramos una audiencia al Fiscal para que nos diera mayores argumentos y analizar a la luz de ellos, la situación.  Para mí el artículo 156 de la Constitución Política establece una organización muy jerarquizada del Poder Judicial, pues señala: “La Corte Suprema de Justicia es el tribunal superior del Poder Judicial, y de ella dependen los tribunales, funcionarios y empleados en el ramo judicial, sin perjuicio de lo que dispone esta Constitución sobre servicio civil”. Esto me lleva a pensar que reconociendo la propia Ley Orgánica del Ministerio Público que los asuntos no técnicos de la persecución del delito, sino lo puramente administrativo, sí tienen recurso ante el Consejo Superior. Ahora me pregunto es si este acto -de hacer un traslado-, es un acto puramente administrativo y ahí vuelvo a tener mi duda, porque casualmente cuando discutimos las normas que a ello se refieren en la Ley del Ministerio Público, dijimos que en muchos asuntos podría tener un fondo estratégico y el caso particular que me recuerdo ahora, fue el traslado de un fiscal de Goicoechea a Limón, casualmente por las circunstancias que estaban ocurriendo en Limón en ese momento. Me parece que ahí no estamos frente a un acto puramente administrativo; que tiene connotaciones administrativas, pero también tiene otras de carácter técnico, que pueden estar relacionados con la persecución del delito y, en el caso, yo diría que el doctor Dall’Anese Ruiz no fundamenta debidaente el tema, pero él da algunas razones por las cuales hace ese movimiento. Ahora, yo me preguntaría ¿Es que entonces la Corte tiene competencia para conocer del tema?, sustraería totalmente al Consejo y ahí es donde yo todavía no tengo un criterio claro, aunque considero si lo que estamos señalando es que es un acto discrecional, esto solamente podría ser revisado en la vía jurisdiccional y no en la vía administrativa, que sería lo que correspondería a la Corte. Creo que cuando votemos lo que tenemos que resolver es si el Consejo tiene o no la competencia; si es competencia de la Corte o señalar que en la vía administrativa ya no hay ninguna posibilidad de conocer del caso y tendría que irse a la vía jurisdiccional”.


Refiere la Magistrada Villanueva: “En primer lugar, mi respeto de siempre a cualquier posición que haya y en esto creo que no puedo notar diferencias en cuanto a qué queremos, porque quienes estamos aquí sabemos el país y el Poder Judicial que aspiramos. El Consejo Superior hizo algo que haría cualquier costarricense, preguntar ¿por qué hace usted eso? y todo funcionario y funcionaria pública en este país está obligado y obligada a decir las razones por las cuales actúa, porque el Consejo no tomó ninguna decisión, es una cuestión de transparencia y tenemos que decir ¿qué hacemos y por qué lo hacemos?, algo tan sencillo. Si el Consejo no le dijo -no haga esto- osó preguntarle ¿por qué lo hace? Creo que a nuestra Presidenta de la República, a cualquier diputado o diputada, magistrado o magistrada, fiscal o fiscala le pueden preguntar ¿por qué usted hace eso? y la reacción no ha de ser ni soberbia, ni irme para la prensa. Esto me lleva a señalar que alguna vez también yo cuestioné en un informe la política en dos cosas. En relación a la cantidad de dinero de los delitos por los cuales se perseguía y se acuerdan ustedes que delitos de menos de ¢250.000 (doscientos cincuenta mil colones) no se perseguían y entonces nosotros hicimos la consulta sobre ese tema, y gracias a Dios esa pregunta nos sirvió, porque la policía por escrito no tenía nada, pero preguntamos. Y la otra situación fue cuando cuestioné la aplicación de la Ley de Penalización y la Ley Contra la Violencia, estas son cuestiones sobre el quehacer y todo funcionario y funcionaria tiene que contestarla. Viendo retrospectivamente yo siento que el comportamiento es el mismo, el comportamiento son cartas de apoyo y firmas y no importa eso también es válido, pero tenemos que tener claridad de lo que hacemos y cómo lo hacemos, hay que decirlo, explicarlo y no hay que reaccionar con soberbia. Si en algo se equivoca uno, pues bueno se equivoca, esto nada más para decirles que este hecho me hace pensar que no hay mucha diferencia entre este comportamiento y otros anteriores. Enhorabuena que podemos decirlo, exponerlo y esto es valioso, pero mis respetos a la posición que ustedes tienen, pero también les digo que la pregunta que yo hice es la que haría cualquier ciudadano o ciudadana de este país y no se necesita ni siquiera estar en el Consejo para hacerla”.


El Magistrado Solís dice: “De nuevo vuelvo con el tema. Si estamos claros algunas de las compañeras y compañeros integrantes de esta Corte, que la competencia material del Ministerio Público tiene total independencia frente al Consejo Superior y frente a la Corte Plena, -yo lo veo hacia el futuro, ya el pasado es pasado-, sí sería conveniente que reflexionáramos y creo que este es un tema que si se requiere pasarlo a la próxima sesión, enhorabuena, ¿Qué es lo que queda excluido de esa desconcentración máxima? Ya el Magistrado Jinesta adelantó algunos ejemplos: materia presupuestaria, tecnología y por ahí podríamos encontrar otras que no forman parte de esa atribución en grado de exclusividad por la naturaleza de desconcentración máxima, en la cual la Fiscalía General quedaría subordinada al cumplimiento de las instrucciones, circulares y órdenes que puedan emanar de los órganos del gobierno judicial del Poder Judicial de Costa Rica. ¿Por qué? Porque no sabemos si en el futuro esa decisión que venga adoptar en su momento esta Corte, pueda ser objeto de una interpretación distinta por parte del jerarca y llegue a considerar que también en una interpretación extensiva “porque de todo se puede dar en la viña del Señor y hemos tenido ejemplos de eso”, considere entonces que el grado de desconcentración máximo también abarca esa materia y los argumentos serían muy simples, porque diría ese titular “bueno es que si no me dan computadoras de tal nivel y tecnología, ustedes están impidiendo la persecución contra el crimen organizado y afectando mi competencia desconcentrada máxima. Si ustedes no me dan vehículos blindados con ametralladoras M16, entonces están en tal posición y si ustedes no me proporcionan tal y tal cosa están en esa misma posición de atentar contra el grado máximo de independencia que ustedes en Corte Plena en sesión tal dijeron que yo tenía como jerarca del Ministerio Público” y en este caso, como el tema es sensible por los aspectos políticos que están allí inmersos, también lo es desde el punto de vista jurídico. Creo que la redacción de lo que resolvamos tiene que ser lo más clara posible, para que la lectura de esa disposición la entiendan los especialistas en derecho administrativo, los administradores y, lo más importante, la entienda la ciudadanía costarricense, la cual a través de distintos editoriales en los medios de comunicación nos están exigiendo y, ¡enhorabuena! que la elección del nuevo Fiscal o Fiscala General de la República pase por todo un proceso de discernimiento, madurez y de capacidad intelectual de cada uno de los integrantes de este gobierno colegiado. A mí me molestaría que el día de mañana la autoridad de la Fiscalía General venga a decirnos que no se somete a una circular de esta Corte orientada a tratamiento de género, o  a la aplicación de las Reglas de Brasilia, u orientada a la eliminación de todo tipo de hostigamiento sexual o laboral, porque bajo la mampara de esa desconcentración máxima, de esa máxima independencia eso es como un cajón seco o vació, puede entrar lo que yo en ese momento coyuntural y político puedo hacer que entre. Por eso es bueno que ese acuerdo si se llega adoptar ahora sea lo más claro, lo más prístino, de fácil entendimiento no solamente para los abogados y las abogadas, sino para todos, jueces/zas, fiscales/las, etcétera, para que sirva de acuerdo programático, acuerdo maestro, hacia el futuro del Ministerio Público, hacia el futuro de las buenas relaciones que siempre deben correr entre el titular de esa dependencia del Poder Judicial con el Gobierno de Corte Plena. De ahí que, mientras más claro y más diáfano sea, enhorabuena.”


El Presidente, Magistrado Mora, le indica al Magistrado Solís: “Don Román. Creo que el tema que nos convoca hoy debemos resolverlo lo más pronto posible. Me parece que lo que usted nos expone ahora es bastante difícil y yo no estaría en capacidad de tomar una determinación en este momento, creo que ni la próxima semana, tendría que estudiar hasta dónde me parece puedan llegar las atribuciones puramente administrativas del Consejo Superior y cuáles no. Como usted mismo señala, este tema ha ocupado los editoriales de los periódicos, la atención de la ciudadanía y demás, considero que no deberíamos de retrasarlo, tenemos claro cuál es el problema planteado, simplemente el Consejo tiene o no competencia para resolver sobre el caso. Todo lo demás de señalarle cuál es la competencia del Consejo, enhorabuena lo podemos analizar, pero creo que deberíamos de ponerlo en una sesión posterior para poder tener más elementos de juicio sobre el tema. Si a usted le parece  tendríamos como una petición suya eso y lo ponemos en la subsiguiente sesión de Corte.

Refiere el Magistrado Solís: “Ya el Asesor Legal había hecho un análisis extenso sobre la materia, podríamos dedicar otra sesión para valorar ese dictamen, etcétera, pero que el acuerdo que se llegue a adoptar no utilice para nada la terminología desconcentración máxima, etcétera, porque eso no lo estaríamos definiendo hoy, así lo entiendo.”


Señala la Magistrada Camacho: “Me parece muy importante que el acuerdo de Corte Plena de esta sesión se centre o limite a lo que está siendo sometido para decidir hoy y que posterguemos para luego la propuesta del Magistrado Solís, que considero muy importante también como definición de política de Corte. En ese sentido estimo muy interesante la discusión que se pueda generar, porque si ustedes ven el informe que don Francisco Dall´Anese nos aportó el día de hoy para ser conocido en Corte, una de las cosas que incluso él deja como tarea pendiente son dos puntos muy importantes, que nos pueda generar incluso la idea de que el mismo al dejar el puesto no tenía muy claro o por lo menos sentía que tenía definir más concretamente este tema que hoy discutimos. En el punto uno el nos dice que le quedó pendiente por realizar: “I. Propiciar por parte de la Corte una revisión de la política de disponibilidad de los Fiscales y de dotar de mayores condiciones y recursos para la Fiscalía de Turno Extraordinario.”; es decir, él nos está sometiendo a nosotros para que decidamos, le apoyemos o planteemos una política de disponibilidad de fiscales, eso es un tema político importante.

Por otro lado, también nos señala que le quedó pendiente: “II. Promover la modificación de la Ley Orgánica del Ministerio Público que le brinde –entre otras cosas- independencia administrativa y le fortalezca en todos los ámbitos y materias el desarrollo de su labor en general.”  De manera que son dos temas que él considera que hay que fortalecer y definir en Corte.”


Indica el Magistrado Vega: “Dicen los conocedores del derecho administrativo que eso se llama principio de legalidad, ¿hasta dónde puede llegar un órgano jerárquico del Poder Judicial?, hasta donde la ley diga que puede llegar y punto. El Fiscal General, la Directora de la Defensa Pública, el Director Administrativo, el Consejo, o la Corte no podrán tener más competencias que las que expresamente la ley les señale. Ahí tenemos normas en la Ley Orgánica del Ministerio Público que son absolutamente claras y el Fiscal General o la Fiscala General o quien sea, no podrán salirse del ámbito de sus competencias y si se salen del ámbito de sus competencias, entonces ahí estarían actuando ilegalmente y estarían incurriendo en actos probablemente arbitrarios. No hay que perder de vista que la Fiscalía General o el Ministerio Público es un órgano dependiente del Poder Judicial y estará sometido a las políticas institucionales que fije esta Corte y yo no creo en ese sentido que, en materia de políticas institucionales, en materia de gobierno judicial ningún órgano dependiente de esta Corte pueda resistirse a acatar las decisiones que tome esta Corte, porque entonces estaríamos rompiendo completamente el principio de autoridad administrativa. Me parece que está muy válido el planteamiento que hace el Magistrado Solís y las dudas que se plantean, pero los criterios para poder entrar a resolver ese tipo de cuestionamientos están claramente establecidos en la propia ley. En cuanto este tema me llama la atención que nosotros en cuanto al fondo estemos pensando en arbitrariedades del Fiscal General, cuando hay un grupo de fiscales y fiscalas Adjuntos de todo el país, que firma una nota respaldando las actuaciones del Fiscal General, por lo menos a mí me resultó un poco extraño desde esa perspectiva, y –repito- no tenemos nosotros en este momento competencias para entrar al fondo del tema y yo acuerparía un poco tal y como lo he venido sosteniendo ya en las intervenciones anteriores, la posición que plantea el señor Presidente de entrar únicamente a ver la cuestión formal y dejar el tema de fondo para otro momento en que la Corte decida avocarse al conocimiento del asunto.”


Manifiesta la Magistrada Villanueva: “Solicito se me permita votar que el Consejo Superior puede preguntarle al Fiscal General el motivo o razones de sus actuaciones.”

Expresa la Magistrada Pereira: “Yo tengo una duda con lo que vamos a votar. En la sesión anterior después de una amplia discusión se le pidió a la Presidencia de la Corte que sometiera a conocimiento del asesor legal la opinión y hoy se nos trae un informe de él. Hemos polarizado casi que las discusiones entre las competencias del Consejo Superior y de la Corte, dejando de lado lo que le solicitamos al asesor. Creo que todos y todas debimos haber analizado desde el viernes que se nos pasó la agenda, los argumentos que el asesor da para votar aquí en Corte “si aprobamos o improbamos el informe que él nos rindió”, fue lo que nosotros finalmente le pedimos a usted como Presidente de la Corte. Siempre que se entra a una discusión con un tema específico caemos irremediablemente en la polarización de quién es el que tiene más poder en el Poder Judicial, si es la Corte o el Consejo, si se las quitamos, si se las damos, eso ha sido irremediable es este seno. Estimo que hemos dejado de lado lo que realmente tenemos para votar. Yo desde luego ya externé mí criterio de que a mí me parece que el informe del licenciado Toscano es correcto. Si nosotros nos apartamos de él y creemos que evidentemente con todas las intervenciones que se han dado, desde luego muy respetuosas, se necesita una reforma a lo que está establecido hasta este momento en la ley, pero considero que don Carlos Mora nos deja muy claro cuál es la base normativa en la que él emite su informe. Hemos discutido toda la tarde sobre quién es el que tiene la cuota de poder mayor en el Poder Judicial. Yo creo que la independencia funcional del Ministerio Público nadie la puede cuestionar, ni esta Corte, ni el Consejo Superior ha tratado de intervenir en eso. Damos una mala impresión a la comunidad y a todos los que vienen a leer las actas de Corte, cuando estamos discutiendo sobre si nosotros tenemos que decirle al Ministerio Público cuál es la política o no de persecución penal, porque eso nunca ha sucedido en el seno del Poder Judicial, ni en el Consejo ni en la Corte insisto. Estamos decidiendo si en este caso específico -como dijo la Magistrada Villanueva- el Consejo Superior podía o no pedirle la explicación a un jerarca de un ente que pudo haber sido Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial. Hace poco con las intervenciones de los oficiales del Organismo de Investigación Judicial y los fiscales que incursionaron en el problema de investigación en la Universidad de Costa Rica, esta Corte llamó a ambos jerarcas para que nos diera una explicación sobre actos que ahí si eran propios de actuaciones de persecución criminal y nosotros lo hicimos, y lo atendimos y vinieron y nos dieron las explicaciones correspondientes y todavía la Comisión está recibiendo un último informe del Tribunal de la Inspección Judicial y no se hizo el problema que ahora se está haciendo. Nadie le está cuestionando al señor Fiscal General si él puede o no hacer eso, le está diciendo fundamente las razones, porque deben ser por razones institucionales. Todas las intervenciones que he escuchado tienen que ver sobre eso. Las facultades que tiene nadie se las cuestiona, pero yo jerarca de cualquiera de estos entes, tengo que dar las razones institucionales que me mueven para hacer eso, porque de lo contrario podemos caer en márgenes de arbitrariedad, sin que en este caso estemos diciendo que fue eso. Le pedimos al licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, que nos informe qué es lo que usted desde el punto de vista legal considera en este sentido y él se gasta su tiempo para hacer el análisis normativo y nos dice “sí tiene la facultades para solicitar esa explicación”. Nosotros en cualquiera de los autos que tengamos que dictar debemos fundamentar, en esta resolución que es una cuestión de administración del Ministerio Público, le digan al más ignorante de los fiscales que por estas razones lo tengo que enviar a Limón, San Carlos o a Puntarenas, porque requiere la institución de su ayuda, nadie la va a cuestionar, ¿cuándo es que cuestionamos?, como decían si a mí me indican pase a la Sala Primera, yo digo señores ¿por qué?, y si don Luis Paulino no me dice por qué, yo creo que yo tengo el derecho de que me digan por qué, y él podría solicitar a alguien que diga por qué, entonces ese es el informe que le pedimos a don Carlos. Pero ahora incluso estamos votando sobre una gran cantidad de cosas que no tenían que ver con el informe. Es aprobamos o improbamos el informe, y sin embargo, nos demarcamos siempre a cuestionar la cuota de poder que irremediablemente es el fondo del cuestionamiento en esta Corte Plena”
El Presidente, Magistrado Mora, le indica a la Magistrada Pereira: “Seguramente me equivoqué, pero yo creí que quienes estaban de acuerdo con el informe de don Carlos irían a votar por la opción número uno, pero si no aprobamos el informe volvemos a tomar otro voto para decir a quién corresponde o si no corresponde a nadie. Porque tendríamos que indicarle a esa gente que recurrió ante el Consejo, que tiene que recurrir ante nosotros o que tiene que recurrir a otra parte.”


Refiere el Magistrado González: “Es que lo que en el fondo estamos discutiendo aparte del informe o no de la Corte o no Corte es para la actuación que realizó el Consejo Superior, ¿tenía competencia o no tenía competencia?, ¡punto!, nada más. Yo pondría, ¿el Consejo tenía competencia sí o no?, para el caso concreto y no definimos nada más, que es lo que hemos dicho.”


Interviene el Magistrado Vega: “Compañeros y compañeras hay un tema que no se puede perder de vista en relación con el informe que nos presenta don Carlos Toscano. Yo podría estar de acuerdo en que el Consejo pida alguna ampliación de alguna cosa, pero en este caso el Consejo decidió dos cosas no una. Pedirle al Fiscal que informara, pero además decidió la suspensión de los traslados, y en el momento en que decide la suspensión de los traslados está asumiendo la competencia. No podía haber decidido eso sin haber asumido la competencia. Por eso es que he insistido aquí muchas veces que hay un problema de competencias. El informe no lo podemos votar en esos términos, porque es un informe incompleto, por lo que habría que determinar si tiene o no tiene competencia.”

Expone el Magistrado Aguirre: “La Corte se avocó a conocer un asunto concreto que estaba pendiente en el Consejo Superior. Creo que lo que nosotros tenemos conocer y resolver hoy es lo que está pendiente allá en el Consejo, o sea, si es posible legalmente revisar estas actuaciones de las jefaturas del Ministerio Público o no, porque en la medida en que le estamos pidiendo una explicación, una justificación y suspendiendo los efectos del acto, es con el propósito de verificar la arbitrariedad o dizque corrección de ese acto. Considero que ahora no es que tenemos que resolver si le corresponde a la Corte o al Consejo, sino resolver como órgano el problema que está planteado y que no ha sido resuelto, y que nosotros nos avocamos. Dijimos tráigalo porque nosotros lo vamos a resolver. Lo que nosotros vamos a resolver ahora es si lo que hizo la jefatura del Ministerio Público pura y simplemente es válido, y no es posible de que se entre a cuestionar esa discrecionalidad que la ley le ha otorgado en estos casos. Yo le señalaba a don Luis Paulino que estos actos participan de lo administrativo, pero son actos que van mucho más allá de lo administrativo, porque pueden tocar con la cuestión técnica:”


Expresa el Magistrado Jinesta: “Estimo que tiene razón el Magistrado Aguirre. Lo que acordamos la vez pasada era determinar si el Consejo tiene competencia para pronunciarse sobre estos temas del Ministerio Público, porque si nosotros resolvemos el traslado estamos asumiendo la competencia del Ministerio Público, y estaríamos reiterando el error en que incurrió el Consejo.”


Aclara el Presidente, Magistrado Mora: “Si votáramos “acoger el informe” es señalar que tiene competencia el Consejo y si no lo acogemos, pues después tendríamos que resolver si alguien tiene competencia o no. Lo podemos hacer de esa manera.”
Manifiesta el Magistrado González: “A mí me parece que el tema es tiene competencia o no.”


Dice el Magistrado Arroyo: “El informe del licenciado Mora Rodríguez es un insumo para la discusión de este asunto, no es lo que se está debatiendo aquí.”

Añade el Presidente, Magistrado Mora: “Eso fue lo que señalé antes. Debemos resolver si tenía competencia el Consejo, la Corte, o si ninguna tenía competencia.”

Prosigue el Magistrado Arroyo: “Pero es que aquí no se está discutiendo si la Corte tiene competencia, se está discutiendo si el Consejo tiene o no competencia.”


Señala el Magistrado Chinchilla: “Yo creo que el enfoque hoy se confundió bastante, pero recuerdo que en su momento el Magistrado Vega indicó que esto era un conflicto de competencia lo que había que resolver, y todo mundo le dijo “jamás, esto no es un conflicto de competencia es una decisión sobre una actuación concreta y eso es lo que hay que resolver”. Eso me pareció y yo creo que por ahí va el informe que rindió don Carlos Mora. Se podrían resolver cosas que ni siquiera fue lo que se planteó en la sesión pasada, considero que deberíamos revisar esa sesión para ver si realmente es una cosa  u otra, porque podríamos estar votando cosas que no son las que motivaron hoy día, el informe que hizo el señor Carlos Toscano.”

Sometido el asunto a votación, por mayoría de doce votos, se acordó: 1.) No acoger el informe rendido por el licenciado Carlos Toscano Mora Rodríguez, y en consecuencia, disponer que el Consejo Superior no tenía competencia para ordenar la suspensión de la ejecución de los traslados de los fiscales hasta tanto el Fiscal General de la República emitiera su criterio al respecto. Así votaron los Magistrados Mora, Rivas, González, Aguirre, Vega, Arroyo, Armijo, Jinesta, Cruz, Castillo y los Suplentes Vargas Vargas y Hernández Gutiérrez. 

Los Magistrados Villanueva, Camacho, Ramírez, Pereira, Chinchilla y el Suplente Víquez Arias emitieron su voto por aprobar el informe del licenciado Mora Rodríguez. 

ARTÍCULO X
         Se tomó nota de la boleta Nº 0760305 O de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante la cual, se extendió incapacidad al Presidente, Magistrado Mora, por el período comprendido del 26 de julio al 2 de agosto del año en curso. 

         El original de la indicada boleta se remitió a la Dirección Ejecutiva. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XI

El Presidente, Magistrado Mora, informa que, de conformidad con lo que establece el párrafo segundo del artículo 13 de las "Reglas prácticas para orientar el ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial", el 21 de julio recién pasado, ingresó proveniente del Tribunal de la Inspección Judicial, el expediente N° 10-000324-0031-IJ, tramitado contra Ignorado, en torno a los hechos ocurridos el 12 de abril de este año, en las instalaciones de la Universidad de Costa Rica, el cual se ha puesto a disposición de los integrantes de la Comisión del Poder Judicial creada al efecto, por lo que el plazo mensual previsto en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para que esta Corte resuelva en definitiva el procedimiento disciplinario, corre a partir de hoy, 9 de agosto en curso.


Se acordó: Tomar nota del anterior informe y disponer que el plazo señalado en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para resolver en definitiva el procedimiento disciplinario vence el 9 de setiembre próximo. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XII

En correo electrónico de 24 de junio del año en curso, el Magistrado Vega, le manifestó al Presidente, Magistrado Mora:


“Para conocimiento de la Corte Plena y los efectos que se estime pertinentes, me permito hacerle llegar en forma adjunta los siguientes documentos que fueron conocidos y aprobados por la Comisión de Acreditación en sesión celebrada el día de hoy: 

1.- Informe de Actividades del Proyecto GICA-Justicia (Informe Descriptivo).

2.- Informes Financieros del Proyecto GICA-Justicia y resúmenes.

3.- Informe Financiero General del Proyecto GICA-Justicia.

No omito manifestarle, señor Presidente, que dichos documentos han sido remitidos al Ministerio de Justicia de Francia, a France Cooperation Internationale (FCI), y a la FIIAPP de España como líder del Consorcio Justicia de EUROsociAL.

La ejecución del Proyecto Piloto GICA-Justicia fue muy exitosa y se sobrepasaron los objetivos a los cuales estábamos obligados con la creación de la Norma GICA: Organización del Despacho Judicial y la acreditación de los dos despachos piloto: Sala Segunda y Juzgado de Violencia Doméstica de Heredia. 

Copio esta información al señor Auditor Judicial a quien oportunamente le solicité que por medio de ese órgano contralor, se llevara a cabo el proceso de fiscalización de la ejecución del proyecto.


Finalmente, SOLICITO a la Corte que en virtud de las nuevas circunstancias derivadas de la finalización del proyecto, se tenga por modificado el nombre de la Comisión creada al efecto, la cual ya no se denominaría a futuro de Acreditación Judicial sino Comisión GICA (Comisión de Gestión Integral de Gestión de Calidad) a la cual deberá integrarse el señor Director de la Escuela Judicial por la gran importancia del tema de la capacitación institucional en el tema de calidad. Pido se declare acuerdo firme.”
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El Presidente, Magistrado Mora, remitió copia de las diligencias anteriores al licenciado Alfredo Jones León, Director Ejecutivo, para el estudio e informe correspondiente a esta Corte; en atención de lo cual, don Alfredo en correo electrónico de 5 de este mes, le indicó lo siguiente:


“… muy atentamente, me permito remitir las siguientes observaciones que mejorarán la compresión de la información y  a su vez para que se revise por parte de quien elaboró el informe algunos datos dado que presentan errores:

1) Los cuadros N° 1 y N° 2 del informe financiero general no se indica el tipo de moneda.

 

2) En los cuadros N°s. 3, 4, 5, 6 y 7 del informe general no se indica el tipo de cambio del euro.

3) En todo el documento se indica 31 de Abril, siendo lo correcto 30 de Abril. 

4) En el punto 1.4 se indica la suma de 4.131.60 siendo lo correcto 4.131.36. 

5) En el punto 1.5 párrafo 2 se cita la palabra  “covertido”, siendo lo correcto “convertido”. 

6) En la Síntesis Aportes del Poder Judicial de Costa Rica, gráfico 7, párrafo 2 se indica 50.12%, aunque por la información que se visualiza debe ser de un 100.5%. 

7) En el punto 2 párrafo primero después del cuadro N° 8, se indica la suma de 17.195.17 pendiente de ejecutar, dicha suma no coincide entre lo indicado en el cuadro N° 2 menos lo indicado del cuadro N° 8. Esto por cuanto, el total aportado por las entidades europeas y lo ejecutado queda un disponible de 520.91.   

8) En la Síntesis Aportes de la Comisión Europea y el Ministerio de Justicia de Francia luego del  gráfico N° 8, párrafo primero la suma total indicada como aporte por 254.877.98, difiere de la sumatoria de los aportes europeos indicados en el cuadro N° 2 (184.203,72+54.000,00 = 238.203.72).”
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Las observaciones anteriores se hicieron de conocimiento del Magistrado Vega, para lo que a bien estimara manifestar al respecto, quien hizo llegar un documento con las correcciones debidamente incluidas.


Se acordó: Tener por recibido el informe anterior, aprobar el cambio de nombre solicitado e incorporar al Director de la Escuela Judicial en la citada Comisión. Se declara acuerdo firme.  

ARTÍCULO XIII

Las máster Adriana Orocú Chavarría y Nuria Villalobos Solano, en condición de Presidenta y Secretaria de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), respectivamente, en nota de 23 de julio último, comunicaron: 

“Sirva la presente para enviarles nuestro atento saludo. Les informamos para su consideración, que en Sesión de Junta Directiva de la Asociación Costarricense de la Judicatura, celebrada el día 22 de julio de dos mil diez, acta número acta 2-JD-ACOJUD-2010, se acordó unánimemente y por acuerdo firme, el nombramiento de los directivos que representarán a la ACOJUD en las diferentes comisiones institucionales. A continuación, transcribo literalmente el acta en lo que interesa: 

“NOVENO. La señora presidenta indica que se debe proceder al nombramiento de los nuevos representantes, ante las Comisiones institucionales del Poder Judicial. Se vota y por unanimidad se acuerda: Asignar al Msc. Antonio Darcia Carranza, como integrante de la Comisión GICA. Se declara firme el acuerdo. DÉCIMO. Sobre la comisión de presupuesto. Se vota y por unanimidad se acuerda que sea integrada por la Msc. Adriana Orocú Chavarría. Se declara firme el acuerdo. DÉCIMO PRIMERO. La señora presidenta indica que se debe nombrar integrante de la comisión de Género. Se vota y por unanimidad se acuerda asignar a la Msc. Nuria Villalobos Solano como integrante de dicha Comisión y como suplente, el Msc. Luis Fernando Fernández Hidalgo. Se declara firme el acuerdo. DÉCIMO SEGUNDO. La señora presidenta indica que se debe nombrar al nuevo integrante de la comisión de Construcción de ACOJUD. Se vota y por unanimidad se acuerda asignar al Msc. Edgar Castrillo Brenes, como integrante comisión de Construcciones y como suplente la licenciada Vera Vargas Roldán. Se declara firme el acuerdo.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XIV

En sesión N° 8-10 celebrada el 15 de marzo del año en curso, artículo XXX, se aprobó la especialización de los Juzgados Primero y Segundo Contravencionales y de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, a cuyos efectos, el Departamento de Planificación comunicaría a la Corte la fecha en que podrían iniciar funciones –por separado- los mencionados despachos, una vez que contaran con las condiciones adecuadas para ello.


La licenciada Bernardita Madrigal Córdoba, Subjefa del Departamento de Planificación, con oficio N° 1097-PLA-2010 de 8 de julio último, remite el informe N° 044-DO-2010 elaborado por la Sección de Desarrollo Organizacional, que en lo que interesa dice:

“[…]

3.1.- Distribución del personal en cada uno de los despachos nuevos

En los informes N° 022-DO-2010-B y en el N° 025-DO-2010, se recomendaron las estructuras de personal para los nuevos despachos a crear y las personas que ocuparían cada uno de los puestos. Al consultar a las Juezas y Asistentes Judiciales en la sesión de trabajo, indicaron que no ha habido problema al respeto, por cuanto se respetó el criterio de las personas participantes.

Se reitera que la distribución del personal propietario se realizó a través de una metodología participativa, donde se consideró inicialmente el criterio de los jueces y asistentes judiciales, opinando sobre las aptitudes de los distintos servidores en el trámite de cada materia, y posteriormente se consideró el criterio individualizado de cada empleado. Los resultados de ambos ejercicios fueron coincidentes.

3.2.- Distribución del Espacio Físico en cada uno de los despachos nuevos

Se recomendó que en el actual local del Juzgado Primero, se ubicará el nuevo Juzgado de Contravenciones, con sus 5 plazas, a saber: 1 Juez, 1 Asistente Judiciales, 1 Auxiliar Judicial 2, 1 Auxiliar Judicial 1 y 1 Auxiliar de Servicios Generales 2. En virtud de que actualmente ese despacho alberga 7 plazas, se consideró que quedarán holgados y que podrían ubicar al menos un auxiliar judicial del nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias. Para lo anterior, se recomendó abrir una puerta entre ambos despachos, con el visto bueno de los arquitectos del Departamento de Servicios Generales.

Por su parte, se recomendó que el nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias se ubicara en el local que actualmente utiliza el Juzgado Segundo y como se indicó, al menos uno de sus auxiliares se ubicaría en el local adjunto del Juzgado Contravencional.

Informó la Licda. Molina Sánchez de la Administración Regional que el trabajo de abrir la puerta entre despachos se realizó con el personal de la Administración Regional y están listos los locales. Se realizó una visita al despacho y se determinó que efectivamente ya se hizo el “boquete” entre locales y aunque aún faltan los detalles estéticos (pintura) la Administración Regional se comprometió a terminarlo cuanto antes.

Únicamente se planteó una variante con respecto a la distribución del espacio físico recomendado en el informe N° 025-DO-2010 y consiste en la ubicación del Auxiliar Judicial del Juzgado de Pensiones Alimentarias que se establecerá en el Juzgado Contravencional (por contar este último despacho con más espacio físico). La intención es dejar al Auxiliar Judicial más cerca de una de las dos Juezas de Pensiones Alimentarias que también ocupará una oficina en el local de Contravenciones. Se muestra el detalle en el siguiente gráfico:

Gráfico N°1
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Esta variación tiene como fin reducir los tiempos de desplazamiento y agilizar la comunicación entre el Juez y el Auxiliar Judicial de la misma materia que se ubican en el despacho Contravencional.

La distribución del espacio físico en el nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias se mantiene invariable, respecto de lo recomendado en el estudio N°025-DO-2010.

Se debe recordar que la ubicación de los nuevos despachos se definió considerando que el Juzgado de Contravenciones tendrá una menor afluencia de público y podrá ubicarse en el fondo del pasillo, donde actualmente se ubica el Juzgado Primero. Por su parte, el nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias tendrá una mayor afluencia de público, por lo que conviene que se ubique en la actual oficina del Juzgado Segundo, ya que tendrá una área similar al otro Juzgado para la atención del público, y además, podrá contar con el espacio anexo del área común, las jardineras y una banca especial para 10 personas. Esta área puede ser utilizada inclusive para que los niños que acompañan a la mayoría de usuarias de Pensiones Alimentarias, jueguen y se distraigan. 

3.3.- Estado de las demás recomendaciones necesarias para el inicio de la especialización de los despachos

· Se deberá colocar el fichero electrónico en dirección al área de las jardineras, de forma tal que las personas se puedan ubicar ahí y puedan observar con facilidad cuando les toca el turno de atención.

La Administración Regional aún no ha colocado el fichero electrónico del nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias como se recomendó, pero la Licda. Molina Sánchez indicó que lo harían próximamente. 

· Se deberá capacitar al personal “manifestador” del juzgado, a los guardas del edificio, al personal de la Contraloría de Servicio (oficina al frente de las jardineras) y a los auxiliares de servicios generales 1 del Edificio, para que le indiquen a las personas usuarias que deben tomar su ficha y luego deben ubicarse en el área de las jardineras.

Señalaron en la Administración Regional que esta capacitación la realizarán una vez definida la fecha de inicio de funciones como juzgados especializados.

· Es importante que se elimine todo el mobiliario adicional que existe en los despachos y que la ubicación de los escritorios o estaciones de servicio sea en la misma posición y de frente al público, para utilizar mejor el espacio.

Las juezas deberán tener presente esta recomendación antes de iniciar funciones en forma especializada. Es del caso señalar que en la visita realizada el día 17 de junio, aún se percibe mobiliario innecesario en el despacho. De igual forma, se denotó la existencia de una gran cantidad de expedientes para enviar al Archivo Judicial que permanecen en los despachos.

· Distribución de los asuntos

Señalan las juezas de ambos despachos y que laborarán en Pensiones Alimentarias que ya están coordinando para la distribución de los asuntos y para los señalamientos en la agenda a partir del momento en que se inicie la especialización.

· Líneas Telefónicas

Indica la Licda. Molina Sánchez que ya cuentan con 4 líneas telefónicas para el nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias y con 3 líneas para el nuevo Juzgado de Contravenciones. La mayor cantidad de líneas para el primer despacho fue una recomendación de consenso debido a la mayor cantidad de usuarios/as.

Comenta que ese trabajo fue realizado por la Sección de Telemática del Departamento de Tecnología de la Información en el pasado mes de abril

· Unificación de Bases de Datos

Indicó la Licda. Molina Sánchez que el Ing. Henry Matarrita Castillo, Informático Regional, le informó que una vez definida la fecha de inicio de la especialización, requiere de una semana para fusionar las bases de datos (trabajo previo a la especialización).

El trabajo a realizar incluye la definición de las bases de datos de cada despacho por materia. También como los presentes despachos no poseen cuentas corrientes sino que trabajan con el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ), deberá realizar traslados de expedientes electrónicos.

· Adquisición de sellos y letreros para los nuevos despachos

Señalan en la Administración Regional que ya los tienen confeccionados a la espera de que inicie el trabajo de especialización, para entregarlos a cada despacho.

· Código de Oficina y Número Único

Indica el Máster Andrés Méndez Bonilla, Jefe de la Sección de Proyección Institucional de este Departamento, que los códigos asignados a los nuevos despachos son los siguientes:

· 1148 Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas

· 1149 Juzgado Contravencional de Puntarenas

En cuanto a la capacitación sobre el tema del “número único” indicó el Máster Méndez Bonilla que en virtud de la fecha probable de inicio de especialización, considera que podrían realizarla en la semana del 26 al 30 de julio.  

·  Capacitación en elaboración de informes estadísticos

Señala el Máster Franklin Gonzalez Morales, Jefe de la Sección de Estadística que en la semana del 26 al 30 de julio van a ir a capacitar a las asistentes judiciales de estos nuevos despachos para la elaboración de los nuevos informes estadísticos. 

· Plazas nuevas  de Juez Contravencional y de Auxiliar Judicial

Este Departamento recomendó en el informe N°022-DO-2010-B que para completar la estructura de personal del nuevo Juzgado Contravencional, se deberían utilizar una plaza de Juez 1 y otra de Auxiliar Judicial 1, ambas del Proyecto de Flagrancia para la provincia de Puntarenas. 

El Departamento de Personal deberá indicar los códigos de las plazas, para que la Presidencia de la Corte (plaza de Juez) y el propio despacho (plaza de Auxiliar Judicial 1) realicen los respectivos nombramientos.   

· Fecha probable de inicio de la especialización

En la sesión de trabajo realizada, se obtuvo una fecha de consenso entre las partes involucradas en este proceso de especialización, considerando que ya se han realizado los principales trabajos pendientes. El día sugerido para iniciar el trabajo en forma separada sería el martes 03 de agosto del presente año. Esta fecha permitirá terminar los asuntos que aún están pendientes, y por estar posterior a un “fin de semana largo”, permitirá que se realicen los trabajos de traslados de equipos o mobiliario que se requiera.

IV.- Recomendaciones del Informe
Este Departamento, en acatamiento de lo ordenado por Corte Plena, y  con el fin de  que se inicie la especialización de las materias de Pensiones Alimentarias y Contravenciones, en el Edificio Central de Puntarenas, propone lo siguiente:

4.1.- Que el inicio de funciones como despachos especializados en Pensiones Alimentarias y Contravenciones, en el edifico central de Puntarenas, se haga efectivo a partir del martes 03 de agosto del 2010. Esta fecha se definió por consenso con los involucrados en el proceso, y además provee de un margen suficiente para atender los detalles que aún están pendientes y que se mencionan en el punto siguiente.

4.2.- De igual forma, se recomienda que los entes responsables acaten con prontitud los puntos pendientes para iniciar el proceso de especialización en la fecha indicada, a saber:

	Ente Responsable
	Tarea

	Administración Regional de Puntarenas
	Terminar los “detalles estéticos” (pintura) de la puerta que se abrió entre despachos.

	
	Ubicar el fichero electrónico del nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias, en dirección a las jardineras o zonas de espera de los usuarios/as de esa materia. 

	
	Capacitar a los Oficiales de Seguridad y a los Auxiliares de Servicios generales del edificio para que informen a los/as usuarios/as de Pensiones Alimentarias, la zona donde se pueden ubicar mientras esperan.

	Jueces/as de los nuevos despachos
	Eliminar todo el mobiliario adicional que existe en los despachos y ubicar los escritorios o estaciones de servicio en la misma posición y de frente al público. 

	Informático Regional 
	En la semana del 26 al 30 de julio deberá fusionar las bases de datos, por materia, y trasladar los expedientes electrónicos para trabajar con el Sistema de Depósitos Judiciales (SDJ).

	Sección de Proyección Institucional
	En la semana del 26 al 30 de julio capacitar al personal de los nuevos despachos en el tema del uso del “número único”.

	Sección de Estadística
	En la semana del 26 al 30 de julio capacitar al personal de los nuevos despachos en el tema de la confección de los informes estadísticos.

	Departamento de Personal
	Indicar a la Presidencia de la Corte y al Juez Contravencional que se nombre, el número de plazas de Juez y de Auxiliar Judicial que se pueden utilizar del Proyecto de Seguridad Ciudadana para la Provincia de Puntarenas.

	Presidencia de la Corte
	Hacer el nombramiento del Juez Contravencional de Puntarenas.

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional 
	Divulgar interna y externamente, el inicio de funciones en forma especializada, del nuevo Juzgado de Pensiones Alimentarias y del Juzgado Contravencional de Puntarenas, a partir del 03 de agosto del presente año. 


Se reitera que el proceso de especialización de los presentes despachos pretende cumplir con la Ley de Control Interno, específicamente con el manual de normas generales relativas al ambiente de control en el punto 2.5. Estructura Organizativa, que indica: 

“El jerarca debe crear una estructura organizativa que apoye efectivamente el logro de los objetivos organizacionales, y por ende, la realización de los procesos, las labores y la aplicación de los controles pertinentes”. 
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Se acordó: 1.- Autorizar la separación de los Juzgados Primero y Segundo Contravencionales y de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, para que inicien funciones como despachos especializados en Pensiones Alimentarias y Contravenciones, a partir del 1 de setiembre próximo. 2.- Deben los despachos a los que se les señala responsabilidades en la ejecución de este acuerdo, proceder a cumplirlos en los plazos señalados. 
La Secretaría General de la Corte elaborará la respectiva publicación. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV 

         En correo electrónico del 3 de agosto en curso, el Presidente, Magistrado Mora, expresó a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados lo siguiente:

         “Conforme les informó la señora Presidenta en Ejercicio, Magistrada Villanueva, en comunicación del pasado 30 de julio, el señor Ministro de Hacienda, Dr. Fernando Herrero Acosta, en oficio N° DM-3350-2010, solicitó rebajar el monto del proyecto de presupuesto del 2011 en la suma de ¢16.000.000.000,00. 

        Igualmente Doña Zarela les comunicó que había informado al señor Ministro de Hacienda, que por la transcendencia del tema, la Corte estaría comunicando lo correspondiente a más tardar el próximo viernes 6 de agosto del 2010; y que dejaba en mis manos el estudio de las posibles respuestas a enviar al citado Ministerio.

            Sobre el particular, previa conversación con Doña Marta Asch Corrales, Don Francisco Arroyo Meléndez y Don Alfredo Jones León,  hemos llegado a la conclusión que no existe forma de rebajar el monto pretendido por el Ministerio de Hacienda.

Ahora bien, al disponer ya la Corte Plena cuáles subpartidas y qué montos podrían  ser objeto de rebajo, ante propuesta que hiciera la Comisión nombrada al efecto en la última sesión en que conocimos del proyecto de presupuesto, estaré procediendo a indicarle al Señor Ministro, salvo que alguno de ustedes me indique lo contrario a más tardar el próximo miércoles 4 de agosto al finalizar la segunda audiencia y desee que la Corte Plena se reúna a conocer el tema, que el Poder Judicial sólo podrá rebajar un monto de ¢15.328.070.191,00 con la indicación de qué subpartidas sufren ese rebajo, manteniendo finalmente el proyecto de presupuesto para el 2011 en ¢ 267.156.329.809,00. 

La diferencia de ¢671.929.809,00 (seiscientos setenta y un millones novecientos veintinueve mil ochocientos nueve colones), precisamente obedece a que si se rebaja un monto mayor, se afectará sensiblemente el accionar el Poder Judicial durante el 2011 y proyectos de alta prioridad gubernamental como la Ley de Protección de Víctimas y Testigos y la Plataforma de Información del O.I.J.” 
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         La propuesta fue aprobada en su totalidad por los Magistrados y las Magistradas.

         En oficio de 6 de agosto en curso, el Presidente, Magistrado Mora, le comunica al señor Ministro de Hacienda, lo que de seguido se transcribe:

“En atención al contenido de su oficio DM-3350-2010 de 26 de julio último, y en ejecución de lo dispuesto por la Corte Plena,  me permito hacer de su conocimiento que el Poder Judicial únicamente podrá disminuir el proyecto de presupuesto para el 2011 en la suma de ¢15.000.000.000.

Cabe señalar que esta rebaja afectará sensiblemente el desarrollo de proyectos enfocados hacia el mejoramiento del servicio y la creación de despachos en regiones donde no hay presencia del Poder Judicial y que han sido solicitados por las comunidades; no obstante, hemos procedido en tal sentido atendiendo su requerimiento.

Se adjunta el detalle del rebajo por partida/ subpartida presupuestaria, descripción y monto. 

         Se adjunta CD con el detalle del gasto.”
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Se acordó: Ratificar lo actuado por el señor Presidente de la Corte. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XVI
Con oficio N° 743-JP-2010 de 30 de julio pasado, el MBA Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, expresó lo siguiente:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito transcribirle el artículo único  de la sesión  extraordinaria del Consejo de Personal  N° 14-2010 celebrada  ayer, el cual literalmente dice:

“El Departamento de Personal en Oficio 741-JP-2010 señala:

Con la finalidad de que sea conocido por los señores miembros de ese Consejo en la sesión del día de hoy, nos permitimos indicar los siguientes aspectos en relación con el aumento por costo de vida para el segundo semestre del año 2010, con el fin de tomar el acuerdo sobre el particular:

El informe indica:

1.- Como es de conocimiento general, el Poder Ejecutivo, ha propuesto un incremento del 3.41% por costo de vida para los empleados públicos, para el segundo  semestre del presente año.  Dicho incremento se ejecutará vía Decreto Ejecutivo al no existir acuerdo con los sectores representantes de los trabajadores del sector público. (Se adjuntan notas periodísticas sobre el caso).

2.- Sobre el particular, debe indicarse lo siguiente:

2.1 El índice de inflación acumulada para el primer  semestre del año 2010  fue del 3.41%, según el crecimiento en el índice de precios al consumidor brindado  a través de la información oficial del  Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según el siguiente detalle:

	IPC: Variación acumulada

	Base: Julio 2006 = 100

	Porcentajes

	 
	
	
	
	
	
	
	
	
	


	  
	 

2001

2002

2003

2004

2005

2006

2007

2008

2009

2010



	  
	 Enero 

1,39

1,12

0,65

1,70

1,96

1,17

0,95

0,73

0,38

1,63



	  
	 Febrero 

2,56

1,57

1,47

3,02

3,08

2,07

1,31

1,85

0,82

2,32



	  
	 Marzo 

4,31

2,37

2,12

3,49

3,94

2,24

2,04

2,25

0,83

2,57



	  
	 Abril 

5,62

2,55

3,11

4,44

4,93

2,68

2,98

3,12

1,17

2,63



	  
	 Mayo 

6,35

3,19

3,65

5,14

6,37

4,31

4,06

5,08

1,04

3,16



	  
	 Junio 

6,64

3,85

4,34

6,26

6,86

5,31

4,65

6,55

1,21

3,41


	  
	 Julio 

7,29

5,37

5,18

7,64

8,23

6,28

5,62

8,83

2,14



	  
	 Agosto 

8,14

6,62

5,62

8,68

9,58

7,22

6,36

10,77

2,81



	  
	 Septiembre 

8,80

7,04

5,75

9,52

9,77

7,04

7,04

11,83

2,92



	  
	 Octubre 

8,79

7,75

6,99

10,34

11,13

7,24

7,65

12,99

3,16



	  
	 Noviembre 

9,76

8,86

8,51

11,89

12,94

8,33

8,98

14,38

3,00



	  
	 Diciembre 

10,96

9,68

9,87

13,13

14,07

9,43

10,81

13,90

4,05



	 
	
  Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
  
 

	 
	  Enlaces:
  1/ Metodología IPC
  2/ Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) 2280-9280


2.1 Como antecedente importante es necesario rescatar que el  aumento el primer  semestre del 2010  por costo de vida fue  definido por la Corte Plena en  un 4%.

 2.2 La Corte, en sesión del 07 de abril del 2008 artículo XX, al aprobar el informe sobre el pago del Índice de Competitividad Salarial (ICS) acogió como política institucional que el aumento por costo vida se concrete a partir de la compensación en la desvaloración de los salarios, como punto básico de referencia.  Puntualmente se indica: 

“Por último, la solicitud que nos hizo el Consejo de Personal en su oportunidad es que buscáramos algún mecanismo y que hiciéramos alguna propuesta para poder tener una política salarial, y lo que señalamos en el informe es que por las razones que originan esta gestión del Consejo de Personal, resulta saludable establecer como política institucional que los incrementos salariales del Poder Judicial reconozcan como mínimo la inflación acumulada del período anterior (el resaltado no corresponde al original) según el índice que al respecto publica el Banco Central, de modo tal que las diferencias no se acumulen e impliquen costos adicionales y mayores impactos en materia presupuestaria, es decir, si esto no es de esta manera, en un período cuatro, cinco o seis años estaríamos otra vez volviendo a buscar cómo nivelar nuestros salarios para ponerlos otra vez en una situación competitiva, ese sería un ciclo sin fin. En este momento el índice salarial que estamos planteando se modificaría si y sólo si el incremento por inflación es mayor al incremento por costo de vida.”

2.3  Es importante rescatar que a partir de la primera quincena de julio del 2010 se otorgó con base en las políticas definidas en materia salarial,  a todos los servidores judiciales, el cuarto tracto del reajuste por el Índice de Competitividad Salarial (ICS), el cual viene a compensar la pérdida en el poder adquisitivo hasta el año 2008. Dicho ajuste acumulado a lo largo de los dos últimos años varía entre un 11% a un 19.50% sobre el salario base, según corresponda a cada puesto. Del mismo modo es imprescindible agregar que desde la fecha en la que se aprobó el  Índice de Competitividad Salarial (ICS) todos los incrementos han sido iguales o superiores a la inflación acumulada, según el índice respectivo y en congruencia con la política expuesta.

2.4 Se procedió a consultar vía telefónica a funcionarios del Área de Salarios e Incentivos de la Dirección General del Servicio Civil, quienes indicaron que se encuentran elaborando la resolución correspondiente sobre el acuerdo tomado para el resto del   sector  público, sin  embargo se  nos aclaró que el aumento salarial en esta ocasión es sobre un único porcentaje del 3.41% por  costo de la vida  en relación directa con el Índice de Precios al Consumidor I.P.C. del semestre anterior. No se presentan - como en ocasiones anteriores-  diferenciaciones entre puestos profesionales y de apoyo, sino que es un aumento lineal.

3. Sobre el contenido presupuestario 

3.1. Durante el año 2009 el Ministerio de Hacienda emitió una directriz indicando que la  presupuestación para el año 2010  en materia salarial, debía efectuarse con una base de incremento del 4% para cada uno de los semestres. Esto implicó a su vez que en el primer semestre se aumentó por costo de vida un 4%.  Este monto fue superior a la inflación acumulada que en ese momento era de un 2.80%.  En esa oportunidad, el aumento decretado por la Comisión Nacional de Salarios para el sector público, diferenció los grupos ocupacionales (profesionales y no profesionales).  En aras de  procurar políticas de gestión humana adecuadas, que logren fortalecer y mantener las remuneraciones del servidor judicial en un nivel acorde a sus responsabilidades y que a su vez sea atractivo para quienes desean incorporarse a la organización, el Poder Judicial acordó incrementar un 4% a toda la población. 

3.2. La ejecución presupuestaria de los primeros siete meses del año, se ha caracterizado por la disciplina en materia salarial, permitiendo mantener una situación estable que permite sobrellevar el resto de la ejecución presupuestaria  de manera oportuna y sin desfases proyectados. Con este panorama  se puede afirmar que el contenido presupuestario con que cuenta el Poder Judicial para efectuar el  aumento por costo de vida es suficiente para asumir el incremento por costo de vida.

3.3. Según los proyecciones presupuestarias  realizadas hasta la fecha con base en el gasto real al primer semestre del 2010 y tomando como referencia dos escenarios (gasto promedio y mes más representativo)-  ambos  con un aumento estimado  del 4% -  se concluye que se existe contenido presupuestario suficiente. 

3.4. En relación con el aumento en el valor del punto de Carrera Profesional es necesario que se tome el acuerdo correspondiente, de forma que se incremente cada punto en un porcentaje similar al que se decrete por costo de vida, por lo que se recomienda proceder de igual forma.

Recomendación: Solicitar a la Corte Plena establecer por concepto de incremento por costo de vida para el segundo semestre de 2010,  un 3.41% sobre el salario base. En el mismo porcentaje se incrementará el valor del punto de Carrera Profesional.  Rige a partir del 1 de julio del año en curso.

Se declara acuerdo firme”.

- 0 -

En correo electrónico del 3 de agosto en curso, el Presidente, Magistrado Mora, expresó a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados, lo que de seguido se transcribe:


“Adjunto el oficio N° 743-JP-2010 de 30 julio último, suscrito por el MBA Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, mediante el cual se transcribe el acuerdo del Consejo de Personal de la sesión  extraordinaria N° 14-2010 celebrada 29 del mismo mes, artículo único, mediante el cual se dispone, por las razones que se exponen literalmente lo siguiente:  

“Recomendación: Solicitar a la Corte Plena establecer por concepto de incremento por costo de vida para el segundo semestre de 2010,  un 3.41% sobre el salario base. En el mismo porcentaje se incrementará el valor del punto de Carrera Profesional.  Rige a partir del 1 de julio del año en curso. Se declara acuerdo firme”.

Según me ha informado el MBA Arroyo Meléndez para aplicar el citado aumento en la primera quincena del mes de agosto (13 de agosto),  se hace necesario que ellos trabajen en la planilla de pago a más tardar este jueves 5 de agosto. 

Por tal motivo, requiero conocer si alguno de ustedes estima que este asunto debe ser discutido en sesión de Corte Plena, en cuyo caso se estaría convocando a la brevedad, o si por el contrario se deben girar instrucciones al Departamento de Personal, para que apliquen el citado acuerdo del Consejo de Personal en la planilla de la primera quincena de agosto.

Al efecto,  ruego hacer saber a la Secretaria de la Corte, lo que estimen pertinente a más tardar el próximo miércoles 4 de agosto al finalizar la segunda audiencia.”
- 0 -

Informa el Presidente, Magistrado Mora, que en razón de que las señoras Magistradas y los señores Magistrados aprobaron su propuesta, se giró la instrucción al Departamento de Personal, para que se aplique el aumento salarial del segundo semestre del 2010, el que será pagado en la primera quincena de este mes de agosto.
Se acordó: Ratificar lo actuado por el señor Presidente de la Corte. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XVII
En oficio N° STSE-2165-2010 de 3 de agosto en curso, el señor Juan Rafael Salas Navarro, Prosecretario del Tribunal Supremo de Elecciones, manifestó: 



“Esta Secretaría comunica el acuerdo adoptado por el Tribunal Supremo de Elecciones en Sesión Ordinaria n.º 068-2010, celebrada el tres de agosto del año en curso, integrado por el señor Magistrado Luis Antonio Sobrado González, quien preside, la señora Magistrada Zetty María Bou Valverde y los señores Magistrados Max Alberto Esquivel Faerron y Mario Seing Jiménez, que dice:


“ARTÍCULO CUARTO.-



Se dispone: Hágase del conocimiento de los Poderes de la República, de la Contraloría General de la República, de la Procuraduría General de la República, de la Defensoría de los Habitantes, de los partidos políticos, de la Direcciones Ejecutiva y Generales de los Registros Electoral y Civil y de la Oficina de Comunicación -a esta última para el respectivo comunicado de prensa y para su difusión en redes sociales- el siguiente recordatorio de las fechas más relevantes para el mes siguiente, según el cronograma de las elecciones municipales aprobado por este Tribunal:

"SETIEMBRE 2010

DÍA 6


Vence el plazo para que los partidos políticos presenten nóminas de delegados propietarios y suplentes a las juntas cantonales (artículo 37 del Código Electoral).


Ultimo día en que el Registro Civil y el Tribunal Supremo de Elecciones pueden dictar resoluciones que modifiquen el Padrón Electoral (artículo 81 de la Ley Orgánica del TSE).

DÍA 9


Vence el plazo para que el Tribunal Supremo de Elecciones se pronuncie sobre las designaciones de las personas propuestas como miembros de las juntas cantonales (artículo 37 del Código Electoral).

DÍA 20


Se inicia la confección de las listas definitivas de electores (artículo 153 del Código Electoral). ACUERDO FIRME.”

- 0 -


Se acordó: Tomar nota de lo resuelto por el Tribunal Supremo de Elecciones. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XVIII

En sesión N° 14-10 celebrada del 17 de mayo del año en curso, artículo VI, se nombró en propiedad como Juez 4 del Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, al licenciado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, puesto N° 44423, a partir del 27 de ese mes. 

La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° SACJ-3551-10 de 5 de agosto en curso, manifestó:

“Para su  conocimiento y fines consiguientes,  le remito el informe sobre la Evaluación del Desempeño del licenciado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, rendido por el licenciado Nils Lorz Ulloa, Inspector Judicial y la licenciada Hannia Sbravatti Maroto Jueza Coordinadora del despacho:

[image: image3.emf]
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[image: image4.emf]
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Una vez analizada,  por parte de Trabajo Social de  Carrera Judicial, la evaluación del desempeño realizada al Lic. Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, a cargo de la   Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela  Licda. Hanny Sbravatti Maroto, se  obtiene  que:   

La evaluación  ubica en los parámetros de un muy buen desempeño en las  áreas de relaciones interpersonales,  trabajo en equipo, conocimiento e investigación de la materia a cargo, la apertura a procesos de discusión y crecimiento profesional.   Sumado al aporte profesional en  el manejo de situaciones diversas propias del trabajo  de un tribunal. 

En observaciones complementarias se  obtiene que  "es una persona muy bien preparada, con bastos conocimientos, responsable y resuelve los asuntos de manera eficiente." 

El periodo de prueba del licenciado Sánchez Rodríguez vence el 26 de agosto de 2010.”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota del anterior informe. Se declara acuerdo firme. 

ARTÍCULO XIX

SALEN LOS MAGISTRADOS ARMIJO, JINESTA Y CASTILLO.

         El Magistrado Jinesta, en oficio Nº SC-801-44-2010 de 28 de julio último, comunicó:

“Por su digno medio me permito someter a conocimiento de la honorable Corte Plena la siguiente solicitud:

La Universidad de Mendoza y la Universidad Nacional de Cuyo (Argentina) me invitan como Profesor para impartir dos conferencias (Desregulación y aceleración de los procedimientos administrativos y Derechos y obligaciones en la contratación administrativa) en el marco del “IX Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo” y el Congreso Paralelo a celebrarse en la Ciudad de Mendoza los días 13 a 17 de septiembre de 2010. Se adjunta copia de la invitación.

Los organizadores se encargan del pago de los tiquetes aéreos y del hospedaje.

Por lo anterior, solicito permiso con goce de salario durante los días 13 a 17 de setiembre -inclusive- del año en curso para asistir a la actividad, así como el adelanto de la diferencia de viáticos.”

- 0 -

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: 1.) Conceder permiso con goce de salario al Magistrado Jinesta, para que del 13 al 17 de setiembre del año en curso, atienda la invitación que se le remite y participe en la actividad que se da cuenta, a realizarse en Argentina. 2.) Autorizar el pago anticipado de la diferencia viáticos durante las fechas indicadas. Se declara acuerdo firme. 

ARTÍCULO XX
ENTRA EL MAGISTRADO JINESTA. SALE EL MAGISTRADO GONZÁLEZ.


El Presidente, Magistrado Mora, hace de conocimiento la nota de 29 de julio último, remitida por la Asociación e Instituto Iberoamericano de Derecho Público y Administrativo, al Magistrado González, que literalmente dice:
“El Capítulo de la Asociación Iberoamericana de Derecho Público pretende realizar un seminario en Guayaquil, Ecuador, de los días 12 al 17 de setiembre próximo, sobre temas de Derecho Administrativo, por esa razones, por este medio esta presidencia, los invita como conferencistas, pagándoles el pasaje y viáticos.

El tema por ejemplo en el caso de Óscar González será La Nueva Jurisdicción Contenciosa Administrativa en Costa Rica.

El Dr. Luciano Parejo será Las Nuevas Tendencias del Derecho Administrativo en Europa.
El Dr. Jesús González Pérez sobre Las Nuevas Tendencias del Contencioso Administrativo en España.

También seré expositor específicamente de la nueva tendencia de la efectividad de la Justicia con las Medidas Cautelares.

Le rogaría que me informara si acepta la invitación en esas fechas para arreglar lo correspondiente a su traslado y hospedaje.”

- 0 -

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Conceder permiso con goce de salario y autorizar el pago de diferencia de viáticos al Magistrado González, para que del 12 al 17 de setiembre del año en curso, participe como ponente en el seminario que se da cuenta, a realizarse en Guayaquil, Ecuador. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXI

ENTRA EL MAGISTRADO GONZÁLEZ.
El Presidente, Magistrado Mora, manifiesta que recibió invitación de la Universidad Internacional Menéndez Pelayo de España, para participar como ponente en el seminario “La gestión del cambio hacia una nueva justicia”, a realizarse del 12 al 13 de agosto en curso. Por lo anterior solicita permiso con goce de salario del 11 al 13 de este mes, para asistir a la mencionada actividad.
Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Conceder permiso con goce de salario al Presidente, Magistrado Mora, para que del 11 al 13 de agosto del año en curso, participe en el seminario "La gestión del cambio hacia una nueva justicia”, a realizarse en España.

El Presidente, Magistrado Mora, se abstuvo de votar. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO XXII
            La licenciada Nery Agüero Montero, Jefa de Área de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, en oficio  N° CJ-089-07-10 de 1 de julio último, solicitó el criterio de esta Corte sobre el proyecto de ley denominado “Ley para la represión extraterritorial de los delitos sexuales contra menores cometidas en el extranjero”, expediente N° 17.084.

         La consulta se remitió a estudio del Magistrado Ramírez, quien en nota de  23 de julio recién pasado, rinde el siguiente informe:

         “La licenciada Nery Agüero Montero, Presidenta de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, remite en consulta el proyecto de “Ley para la represión extraterritorial de los delitos sexuales contra menores cometidos en el extranjero”, que se tramita bajo el expediente legislativo No. 17.084. 

         La propuesta consiste en adicionar al Código Penal un artículo “175 bis” señalando: “Los tribunales nacionales podrán juzgar las agresiones sexuales contra menores cometidas en el extranjero”.

         Se infiere de la exposición de motivos que con el vocablo “menores” se hace referencia a las personas menores de edad.

         El proyecto es criticable, en primer término, por la ubicación de la norma, ya que pese a resultar evidente que se trataría de una disposición general, se pretende incluirla en la parte especial del Código destinada a tipificar los delitos.

         En segundo lugar, ha de tomarse en cuenta que la ley penal codificada contiene, en los artículos que van del 5 al 11, una serie de reglas específicas y diferenciadas para el enjuiciamiento por los tribunales nacionales de delitos cometidos en territorio extranjero. Sin embargo, el proyecto de ley ahora sometido a análisis no guarda coherencia alguna con tales normas y –por su errónea ubicación, lo escueto de su texto y el no tomar en cuenta la existencia de las reglas antes mencionadas- afrontaría graves problemas de interpretación en el ámbito procesal que conducirían prácticamente a su inaplicabilidad.

         En efecto, aunque en la exposición de motivos de la propuesta se indica que: “... el proyecto de convención deberá disponer que podrá incoarse proceso por hechos punibles cometidos en el extranjero y en ese caso aplicarse la ley nacional, cuando un nacional o un residente habitual fuere el presunto autor de un delito sexual cuya víctima sea menor de edad, aunque el delito sexual en cuestión no sea punible según el ordenamiento jurídico del lugar de perpetración”, lo cierto es que en el texto de la norma que se propone crear (es decir: el que tendría efectivo valor como fuente de derecho) no se incluye ninguna de esas previsiones.

         En virtud de esas carencias, así como por la falta de sistematización de la propuesta, desvinculada de las reglas generales establecidas en la parte general del Código Penal, resultaría imposible determinar aspectos tan elementales como si para perseguir los delitos sexuales cometidos contra personas menores de edad en territorio extranjero bastará la acción del Estado, se requerirá que el delincuente se encuentre en Costa Rica o si se exigirá la instancia de alguna persona, pues tales reglas diferenciadas las establece el artículo 8 del Código Penal, atendiendo a la diversidad de supuestos que contempla la ley vigente. Tampoco es posible saber si son necesarias condiciones especiales de la víctima o del ofensor (v. gr.: la nacionalidad costarricense o ser residente habitual de nuestro país, como se insinúa en la exposición de motivos).

         Conviene reiterar que la exposición de motivos de una ley no forma parte integrante de ella ni tiene eficacia jurídica y, aunque pueda servir como herramienta de interpretación de una norma, existen elementos tan esenciales del principio de legalidad (cual los enunciados en el párrafo anterior) que demandan ser expresamente determinados por el legislador y nunca dejarse librados a la hermenéutica jurisdiccional.

         Lo propio, entonces, si se pretende erigir las ofensas sexuales contra personas menores de edad como delitos que puedan ser enjuiciados por los tribunales nacionales, con prescindencia del lugar en que ocurrieron, es que se plantee una reforma que se ajuste a la sistemática de la parte general del Código Penal y que el legislador, previo estudio cuidadoso de esas reglas generales, defina con claridad y dentro de la misma norma qué es lo que pretende regular, cuáles serán sus alcances, los supuestos contemplados y los mecanismos procesales necesarios para dar inicio a la acción penal; en vez de crear un artículo “bis” en una parte del código que no corresponde, sin expresar mayor cosa y sin determinar elementos fundamentales exigidos por el principio de legalidad penal.

         En estas condiciones, la propuesta –tal y como se encuentra redactada actualmente- vulneraría el principio de legalidad y resultaría inaplicable en la práctica, por lo que se recomienda pronunciarse negativamente acerca de ella.

            De la forma expuesta, dejo rendido el presente informe.” 
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Se acordó: Tener por rendido el informe del Magistrado Ramírez, acogerlo como propio de esta Corte y hacerlo de conocimiento de la Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos de la Asamblea Legislativa, en respuesta a la consulta formulada.

Los Magistrados Jinesta, Cruz y el Suplente Hernández Gutiérrez se abstuvieron de votar. Se declara acuerdo firme.
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A las 17, 00 horas finalizó la sesión.

Oficina de Juez(a) Contravencional





Oficina de Jueza de Pensiones Alimentarias





Asistente Judicial de (Contravenciones)





Auxiliar Judicial 2


 (Pensiones Alimentarias)





Auxiliar Judicial 2


(Contravenciones)





Auxiliar de Servicios Generales 2


(Contravenciones)








Auxiliar Judicial 1


(Contravenciones)





Mostrador del Juzgado Contravencional de Puntarenas








� La juramentación está documentada en artículo XII de la misma acta N° 43-2003.





� La juramentación está documentada en el acta de Corte Plena N° 31-2007, correspondiente a la sesión celebrada el 19 de noviembre de 2.007, artículo XXV.


� “ARTÍCULO 67.- Función�“Como auxiliar del Ministerio Público y bajo su dirección y control, la policía judicial investigará los delitos de acción pública, impedirá que se consuman o agoten, individualizará a los autores y partícipes, reunirá los elementos de prueba útiles para fundamentar la acusación y ejercerá las demás funciones que le asignen su ley orgánica y este Código.” (Se suple el destacado.)





� “ARTÍCULO 11.- Plataforma de Información Policial


“Todos los cuerpos policiales del país estarán vinculados a la Plataforma de Información Policial (PIP), a cargo de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), en la cual compartirán y tendrán acceso a la información de sus registros, bases de datos, expedientes electrónicos, redes internacionales e inteligencia policial, con la finalidad de lograr mayor eficiencia y eficacia en las investigaciones, tanto preventivas como represivas, de toda clase de delitos.  Toda organización policial internacional, a la que se afilie Costa Rica, tendrá la obligación de estar vinculada en cuanto a la información de carácter delictivo.


“Salvo en los casos en que se requiera orden del juez para accederlos, todos los registros, las bases de datos, los expedientes de los órganos y las entidades estatales, las instituciones autónomas y las corporaciones municipales podrán ser accedidos por la Plataforma de Información Policial, sin necesidad de orden judicial.


“Cuando el acceso a los datos solamente pueda realizarse con la orden del juez, únicamente podrán imponerse de ellos los policías o investigadores designados previamente, así como los fiscales a cargo del caso y los jueces a quienes corresponda dictar algún auto o sentencia de ese caso; cuando la misma información se requiera en otro proceso, esta no podrá conocerse o compartirse sin la autorización previa de la autoridad judicial.  Quienes conozcan tales datos legalmente, deberán guardar secreto de ellos y solamente podrán referirlos en declaraciones, informes o actuaciones necesarias e indispensables del proceso.


“El director del Organismo de Investigación Judicial será el responsable por los aspectos ejecutivos de la Plataforma y determinará los niveles de acceso a la información, y los cuerpos policiales y de investigación que podrán acceder a ella; para estos efectos, elaborará un protocolo de acceso y uso de la información contenida en dicha Plataforma.


“Respecto de la información, cualquier fuga que perjudique los resultados de las investigaciones o el uso ilegal de esta en perjuicio del investigado o de otras personas, será responsabilidad directa del funcionario o los funcionarios involucrados.”


� V.: apartado 301.929-00.01.0002, de la Ley de Presupuesto Nacional de la República para el período 2.009.


� V.: Transcripción de la conferencia de prensa sobre la “Operation Global Con” en el siguiente sitio: http://www.justice.gov/archive/doj-espanol/speeches/2006/ag_speech_0605231_spanish.htm


� Artículo 13.- Jerarquía e instrucciones.


“El Fiscal General de la República es el Jefe Superior del Ministerio Público y su representante en todo el territorio nacional. Este deberá dar a sus subordinados las instrucciones generales o especiales sobre la interpretación y la aplicación de las leyes, a efecto de crear y mantener la unidad de acción e interpretación de las leyes en el Ministerio Público.” (Se suple el subrayado.)





� Dispone la Ley Orgánica del Ministerio Público:


Artículo 14.- Principio de jerarquía.


“Los fiscales deberán acatar las orientaciones generales e instrucciones que el superior jerárquico imparta sobre sus funciones.


“En los debates y las audiencias orales, el fiscal actuará y concluirá conforme a su criterio. Sin embargo, observará las instrucciones generales impartidas por el superior, sin perjuicio de que este último lo sustituya, si lo considera necesario.”





� Así establecido en la Ley Orgánica del Ministerio Público:


 Artículo 15.- Representación y sustitución.


“Los funcionarios del Ministerio Público actuarán siempre por delegación y bajo la dependencia del Fiscal General.”





� Queda totalmente prohibida su reproducción total o parcial.


� Respondido mediante oficio NN 07295 del 30 de julio de 2010 (DFOE-SD-0656) que en lo conducente señala: “…Se da respuesta al oficio FGR 608-2010 de 23 de julio pasado, mediante el que se solicita información respecto a ‘…si existen disposiciones pendientes de cumplimiento, giradas a la Fiscalía General (Ministerio Público) en el periodo comprendido entre el 1 de diciembre de 2003, fecha en que don Francisco Dall’Anese asume sus funciones en virtud de nombramiento efectuado el 24  de noviembre de 2003 y el 31 de julio de 2010, fecha en que dejará dicho cargo…’ ello con la finalidad de cumplir con las directrices D-I-2005-CO-DFOE. Al respecto, de acuerdo con los registros de esta Contraloría General, a la fecha no han disposiciones pendientes de cumplimiento giradas a esa entidad….”


[1] Dispone el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional:


“[…] La jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma […]”


[2] Artículo 152.- El Poder Judicial se ejerce por la Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales que establezca la ley.





[3] Artículo 156.- La Corte Suprema de Justicia es el tribunal superior del Poder Judicial, y de ella dependen los tribunales, funcionarios y empleados en el ramo judicial, sin perjuicio de lo que dispone esta Constitución sobre servicio civil. 





[4] Dice, en lo que interesa, el artículo 11 de la Constitución Política: “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella […]”


[5] “ARTICULO 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial: 


“1.- […]/“2.- Designar, con excepción de los que corresponden a la Corte, a los funcionarios que administran justicia, de conformidad con las normas legales y reglamentarias correspondientes; trasladarlos, provisional o definitivamente, suspenderlos y concederles licencias con goce de sueldo o sin él y removerlos, todo con arreglo de las disposiciones correspondientes, sin perjuicio de las potestades atribuidas al Presidente./“3.- Designar funcionarios interinos o suplentes que administran justicia, cuando se compruebe que los Despachos no se encontraren al día./“4 […]”





[6] “Artículo 25.- Deberes y atribuciones. Son deberes y atribuciones del Fiscal General:/“a) […]


“g) Efectuar y revocar nombramientos, ascensos, permutas y traslados de los fiscales y aceptar sus renuncias./ “h) […]”


[7] “Artículo 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas.”





